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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
En Colombia el movimiento indígena se ha constituido, en las últimas décadas, en un 
importante actor en el escenario político y jurídico colombiano que ha impulsado diversas 
demandas, entre éstas, el derecho al territorio. En este marco, se analizan los usos del 
derecho de los indígenas por la defensa del territorio, en el litigo ante las Altas Cortes de 
los años 80´s a los 90´s. Estas acciones judiciales se analizan a la luz de la alternancia 
entre prácticas jurídicas y políticas, así como nacionales e internacionales; 
características propias de las acciones reivindicatorias de los movimientos indígenas.  
 
Es así, que este análisis permite entender el paso de un debate pre constitucional a uno 
constitucional sobre la propiedad colectiva de los indígenas y, en este marco, e identificar 
las diferentes variaciones de este litigio en lo que respecta a los actores que participan 
en los procesos, las acciones judiciales utilizadas para reivindicar la tierra, las pruebas 
aportadas, las argumentaciones alegadas y la incidencia de este litigio en las decisiones 
de las cortes. Una vez estudiada esta dinámica histórica, este trabajo final se pregunta si 
este litigio, y en particular estos usos del derecho ante las Altas Cortes, han tenido un 
carácter emancipatorio para los indígenas en Colombia.  
 
Palabras clave: propiedad colectiva, usos del derecho, territorios indígenas, procesos 
judiciales, derechos constitucionales.  
 
Abstract 
The indigenous movement in Colombia has become, during the last decades, an 
important actor in the political and judicial scene which has driven various legal actions, 
like the territorial right among others. In this context, this document analyses the uses of 
the law by the indigenous people in the framework of territorial claims, in litigations before 
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the Colombian High Courts during the 80´s and 90´s. These lawsuits has been analysed 
in light of the alternance of judicial and political practices, as well as national and 
international practices, which are characteristics of the indigenous movement land claims. 
 
This study allows to understand the step from a pre-constitutional debate to a 
constitutional debate against the indigenous´s collective property, and in this context, 
identify the different variations of this litigation in different issues: the actors who 
participate in this litigation, the lawsuits used to claim the land rights, the evidence 
conveyed, the allegations in the process, and the impact of the litigation in the Court´s 
sentences. Finally, this work asked about the emancipatory impact of this litigation 
against the courts for the indigenous people  in Colombia. 
 
Keywords: collective property, uses of the law, indigenous territory, lawsuits, 
constitucional rights, judicial proceedings.
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 Introducción 
1. Problema de investigación e hipótesis  
En gran parte de los países latinoamericanos se ha venido ampliando, en las últimas 
décadas, un movimiento social indígena que exige el reconocimiento de diversos 
derechos diferenciados. De la misma forma, en Colombia el movimiento indígena se ha 
constituido en un importante actor en el escenario político y jurídico colombiano (Yashar, 
2005; Peñaranda, 2005) que ha impulsado diversas demandas, entre éstas, el derecho al 
territorio. Esto es importante si se tiene en cuenta el bajo peso porcentual de la población 
indígena en Colombia, respecto a la región: Mientras que en Colombia sólo el 1,7% de la 
población es indígena, en Bolivia representa el 55%, en Guatemala el 55%, en Ecuador 
el  33%, en Perú el 30%, en Panamá el 8,3%, entre otros (Peñaranda, 2005).  
 
De ser totalmente invisibilizados en el siglo XIX, cuando el gobierno colombiano impulsó 
políticas de liquidación de sus resguardos1, hasta el reconocimiento constitucional del 
derecho fundamental a su territorio en 1991; las comunidades y organizaciones 
indígenas han logrado permear el ordenamiento jurídico y jurisprudencia colombiana de 
derechos a su favor, con el fin de proteger un territorio que les ha pertenecido desde 
antes del periodo colonial. 
 
En el ejercicio de defensa por su derecho al territorio, los indígenas han recurrido a 
diversos mecanismos, tanto institucionales como no institucionales: desde acciones de 
resistencia civil, tomas de tierra (Delgado, 2006), resistencia armada (Pécaut, 1992), 
hasta estrategias jurídicas como la participación en el sistema electoral colombiano 
                                               
 
1
Dice Mallarino (1985, p. 16): “La legislación indígena republicana del siglo XIX hasta 1890 propugnará por la 
“repartición de resguardos” es decir, su disolución”  
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(Laurent 2005) o interposición de demandas ante los estrados judiciales (Sánchez, 2010;  
Herinaldy, 2000; Roque, 2000; Ariza, 2013).  
 
Así, podría decirse que para la protección de sus territorios los indígenas han mantenido 
una relación ambivalente con el derecho de la sociedad mayoritaria: por un lado, se han 
resistido a participar en las dinámicas del derecho, recurriendo a vías de hecho; pero por 
otro lado, el derecho se ha constituido en herramienta de defensa (Lemaitre, 2009). Este 
uso del derecho ha adquirido mayor fuerza desde los años 80, momento en que se inició 
el proceso organizativo indígena (Benavides, 2013). Sin embargo, este uso del derecho 
no ha sido pacífico, ni homogéneo y ha variado históricamente.  
 
Por su parte, la variación histórica de los usos del derecho ante los estrados judiciales no 
ha sido suficientemente estudiada: Así, es de público conocimiento la importante 
jurisprudencia proferida por la Corte Constitucional desde 1991, derivada de las acciones 
interpuestas por organizaciones indígenas en donde solicitan que se tutele el derecho 
fundamental a la propiedad colectiva y a la consulta previa. Sin embargo, el uso de 
acciones judiciales por parte de los indígenas por la defensa de su territorio no inicia con 
la Constitución de 1991, este uso ya existía, en particular en los años 80´s; sólo que bajo 
otro andamiaje jurídico (esencialmente bajo herramientas legales y no constitucionales, 
como la Ley 89 de 1890 o Ley de reforma agraria, entre otros), en donde se recurría a 
otro tipo de acciones judiciales (acciones reivindicatorias, recursos de casación, acciones 
de nulidad y restablecimiento del derecho) a otro tipo de órganos judiciales (Corte 
Suprema de Justicia, Consejo de Estado o Tribunales Superiores de Distrito Judicial) y 
en el que se litigaba bajo otro tipo de argumentos jurídicos. En este uso de acciones 
judiciales es posible establecer una relación entre las prácticas jurídicas y las prácticas 
políticas, así como unos nexos entre el ámbito nacional y el ámbito internacional. Es esta 
variación histórica que pretende ser analizada, precisando el contraste que se da en la 
década de los años 80´s, frente a los años 90´s. 
 
Para entender esta transformación, se busca responder a la siguiente pregunta de 
investigación: ¿Cómo se han transformado los usos del derecho por parte de los 
indígenas por la defensa de su territorio, desde 1980 hasta el 2000, ante las Altas 
Cortes? Para ello se tomaron algunos casos de la década de los 80´s en la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado. A su vez, se tomaron otros casos de la 
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década de los 90´s, en la Corte Constitucional. Frente a este interrogante se puede 
plantear la siguiente hipótesis:  
 
Durante los años 80´s empieza a consolidarse el proceso organizativo indígena en 
nuestro país que inicia en el Cauca, años antes en los 70´s, y que pronto se extenderá 
por el territorio nacional. Esto implica el impulso de importantes acciones legales y, en 
particular, judiciales por parte de los movimientos y grupos indígenas:  
 
Por un lado, recurriendo a los procedimientos administrativos disponibles, las 
organizaciones indígenas impulsan con fuerza el proceso de demarcación y legalización 
de territorios indígenas bajo la figura del “nuevo resguardo”2, haciendo uso de la Ley 135 
de 1961 (Houghton, 2008). Por otro lado, en el ámbito judicial, es posible identificar el 
uso de acciones judiciales por la defensa de la tierra. En este contexto, la Corte Suprema 
de Justicia y el Consejo de Estado construyen las primeras reglas en materia de tierras 
de los indígenas, como producto del litigio impulsado por estas mismas comunidades 
(Roque, 2000).  También, en el ámbito latinoamericano, se movilizan los primeros casos 
ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos por violación de derechos 
humanos contra indígenas (Ariza, 2013). En suma, el 80% de los resguardos indígenas 
actuales fueron titulados durante la década de los 80´s y ello responde a la diversidad de 
acciones, incluyendo las judiciales, movilizadas por los indígenas en la defensa por la 
tierra (Houghton, 2008). 
 
Por su parte, a partir de 1991, en Colombia las normas de protección de los territorios 
indígenas, se “constitucionalizan”, cuando la nueva Constitución establece el carácter 
inalienable, imprescriptible e inembargable de los territorios indígenas3 y le otorga a estas 
comunidades una serie de derechos, en particular el derecho de propiedad colectiva 
sobre sus territorios4. Así, en lo que se refiere a la propiedad colectiva de grupos étnicos, 
ésta fue regulada básicamente en cinco artículos: los artículos 63, 286, 329, 330 y 55 
transitorio CP.  A su vez, el contexto jurídico internacional es favorable a la cuestión 
                                               
 
2
Los resguardos que fueron constituidos durante la Colonia y con anterioridad a 1961, son llamados 
“Resguardos antiguos”. Aquellos creados por el INCORA luego de 1961, se conocen como “Resguardos 
nuevos”. 
3
Art 60. Constitución Política de Colombia 
4
Artículo 286. Constitución Política de Colombia.  
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indígena: por un lado, se aprueba uno de los principales instrumentos internacionales en 
la materia, a saber el Convenio 169 de la OIT, que tendrá efectos en el derecho 
constitucional nacional. Por otro lado, en los países latinoamericanos, se empiezan a dar 
reformas constitucionales en donde se reconocen los derechos de los indígenas y de sus 
tierras. Ello demuestra cómo estos cambios acaecidos en Colombia, no son ajenos a la 
dinámica internacional y, en particular, regional.  
 
Ahora, a pesar del notable avance de la Constitución de 1991 frente al texto 
constitucional del 86, el contenido mismo del derecho a la propiedad colectiva de los 
grupos étnicos, como derecho fundamental, y las diversas aristas y limitaciones del 
mismo, sólo serán desarrollados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
inicialmente, por vía de Acción de Tutela y, posteriormente, por vía de la Acción Pública 
de Inconstitucionalidad. Ello fue posible gracias a las diversas acciones constitucionales 
instauradas por las mismas organizaciones indígenas ante este tribunal constitucional. Es 
así que a través de su jurisprudencia, la Corte Constitucional les adjudica a los pueblos 
indígenas, el carácter de “sujetos colectivos”5 titulares del derecho fundamental a la 
propiedad colectiva (Sánchez, 2002) y empieza a definir el contenido y alcance de este 
derecho.   
 
En suma, este análisis histórico demuestra que la Constitución del 91 tuvo entonces 
efectos movilizadores en materia territorial que todavía perduran (Houghton, 2008). A 
partir de allí, el tema territorial indígena deja de ser un tema legal para convertirse en un 
debate constitucional, lo que tiene efectos en el litigio ante los estrados judiciales. A su 
vez, este proceso de uso de acciones judiciales por el territorio durante los años 80´s y 
90´s, debe leerse simultáneamente desde sus relaciones con otros campos: las 
relaciones entre las acciones jurídicas y las acciones políticas y las relaciones del nivel 
nacional, con el nivel internacional. En cuanto a lo primero: las acciones judiciales en la 
defensa del territorio, no pueden desligarse de todo el movimiento organizativo indígena 
que lo respalda. En cuanto a lo segundo, las acciones judiciales interpuestas a nivel 
                                               
 
5
Sentencia T 380 de 1993: “La protección que la Carta extiende a la anotada diversidad se deriva de la 
aceptación de formas diferentes de vida social cuyas manifestaciones y permanente reproducción cultural 
son imputables a estas comunidades como sujetos colectivos autóctonos y no como simples agregados de 
sus miembros, que precisamente se realizan a través del grupo y asimilan como suya la unidad de sentido 
que surge de las distintas vivencias comunitarias”.  
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nacional, no pueden ser ajenas a aquellas movilizaciones a nivel regional, en particular 
ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en donde se presentaron 
también casos para garantizar la protección de los derechos de los indígenas.   
 
Finalmente, a manera de justificación, es necesario señalar que la elección del periodo 
histórico (1980-2000) no es arbitraria:  
 
Por un lado, es precisamente a partir de los años 80´s cuando las demandas indígenas 
se canalizan a través de un movimiento organizativo indígena que opta por recurrir a los 
canales institucionales como estrategia de resistencia y cuando toman gran fuerza las 
demandas territoriales, en el marco de una ley de reforma agraria beneficiosa para los 
Pueblos Indígenas (Ley 135 de 1964). En efecto, los 80´s y 90´s es el inicio de lo que 
Peñaranda (2005) denomina “el abandono de la utopía insurreccional” de los 
movimientos indígenas. No en vano, como se verá, varios autores precisan que los años 
80´s corresponden al despertar indígena y los 90´s al nuevo despertar indígena, como 
medio para indicar el impulso que toman los movimientos indígenas en estas décadas. 
Este concepto se aplica no solo al escenario Colombiano, sino también al 
latinoamericano. De la misma forma, es durante este periodo cuando se inicia el proceso 
de legalización de los resguardos indígenas en Colombia6, lo que genera un debate 
nacional sobre esta problemática, que también empieza a ser discutido en los estrados 
judiciales. Ello, insistimos, no puede desligarse del contexto latinoamericano en donde 
también se inicia el proceso de reconocimiento de los derechos territoriales indígenas.  
 
Por otro lado, la década de los 90´s marca un punto de inflexión en el tratamiento judicial 
de la cuestión territorial indígena: se pasa de un discurso que se da en el marco de los 
procesos ordinarios, a una cuestión que adquiere relevancia constitucional y es discutido 
por el nuevo Tribunal Constitucional, a saber, la Corte Constitucional. Es por ello que 
esta década representa un cambio en lo que respecta a las acciones judiciales incoadas 
por los indígenas en la defensa de su territorio y esto se hace evidente en el gran número 
                                               
 
6
Vale precisar que la figura del resguardo es una figura que data del periodo colonial, específicamente de 
1580 (Bohórquez, 1997).  Sin embargo su regulación jurídica ha sufrido diversas modificaciones: Durante el 
periodo republicano la constante fue la disolución de estos resguardos, de suerte que diversos pueblos 
indígenas perdieron sus territorios. Pero a partir de 1961, se reconoció la figura de los nuevos resguardos, de 
conformidad con la Ley 135 de 1961. A partir de esta ley, y especialmente en los años 80´s, se inicia un 
proceso de legalización de estos nuevos resguardos, a favor de las comunidades indígenas (Roldán, 2000)  
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de acciones de tutela interpuestas para el efecto durante la primera década de la Corte 
Constitucional, como se verá posteriormente. De la misma forma, en otros países como 
Ecuador, Bolivia y Venezuela el tema adquiere relevancia constitucional, por cuanto en 
esos países se surten reformas constitucionales encaminadas a reconocer los derechos 
indígenas, entre éstos su territorio.  
 
Finalmente, es necesario precisar que un estudio de este tipo es interesante para el 
derecho constitucional por cuanto se trata de rastrear el paso de un debate pre- 
constitucional  (años 80´s)  a un debate constitucional (años 90´s), desde una perspectiva 
de historia crítica del derecho y precisando el papel de los indígenas en esta 
transformación histórica, mediante la interposición de acciones judiciales ante los 
tribunales. A su vez, en este análisis se pretenden evidenciar simultáneamente las 
relaciones, por un lado, entre las prácticas políticas (el surgimiento de los movimientos 
indígenas) y las jurídicas (la interposición de acciones judiciales); y por el otro lado, entre 
el ámbito nacional y el latinoamericano.  
2. Estado del arte  
De los diversos estudios sobre la cuestión territorial indígena y su relación con el derecho 
es posible identificar varios de ellos que aportan insumos al problema de investigación 
planteado. Para efectos de tener un panorama general del estado del arte en la materia, 
podemos clasificar las investigaciones en tres tipos:  
 
1) Aquellas que se interesan en las profundas y conflictivas relaciones entre los 
indígenas y la tierra en Colombia, 2) los estudios que se concentran en analizar los 
mecanismos institucionales o no institucionales utilizados por los indígenas en la defensa 
del territorio, entre éstos, las acciones judiciales; 3) Aquellas que adoptan una 
perspectiva histórica para analizar la relación entre derecho y territorios indígenas.  
 
2.1. Las profundas y conflictivas relaciones entre los indígenas y 
la tierra en Colombia 
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La lucha por la tierra es, esencialmente, la respuesta a una serie de procesos de despojo 
territorial a la que se vieron sometidos en el mundo rural, tanto los campesinos en 
general, como los indígenas en particular. Por ello, es posible identificar, por un lado, 
algunos estudios que se han interesado en analizar esta situación de despojo durante el 
siglo XX. Por otro lado, es necesario mencionar aquellos estudios que han analizado las 
respuestas institucionales frente al despojo.  
 
2.1.1. La dinámica del despojo territorial  
 
Respecto al primer tipo de estudios, a saber, aquellos que se interesan en analizar la 
dinámica del despojo territorial de las comunidades indígenas, pueden mencionarse los 
siguientes:  
 
Friedmann (1976), desde un enfoque antropológico, realiza una exploración del despojo 
de tierras en comunidades étnicas y campesinas, tomando seis estudios de caso. A partir 
de allí, constata que la tierra es un recurso vital en Colombia pues el control de ésta, en 
áreas rurales, provee bases para el ejercicio del poder político. Así, no sólo los 
campesinos han sido expropiados sino que aparecen también indígenas quienes, ante el 
empuje de la ocupación forzada de su territorio, se retiran hacia sus últimos refugios.  
 
La ONIC (1995) analiza, desde una perspectiva cartográfica, cómo las estrategias de 
desarrollo del Estado se han fundamentado en factores como ingresos, vivienda y 
educación para la población rural, sin embargo, han dejado de lado otros factores como 
la conservación de los recursos naturales y de los sistemas étnicos y culturales 
indígenas. En este sentido, se señala el impacto negativo de los grandes proyectos de 
explotación de recursos naturales y/ o de infraestructura impulsados y/ o permitidos por el 
Estado colombiano en territorios indígenas, situación que ha generado un proceso de 
despojo territorial de estas comunidades.   
 
Peralta (2002) realiza un diagnóstico del desplazamiento y despojo territorial de las 
comunidades étnicas, centrándose en el Chocó en la época de 1995 a 2001, constatando 
cómo esta región se ha constituido en verdadero botín de disputa de intereses, no sólo 
nacionales, sino también globales, al ser visto como el epicentro de los grandes 
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megaproyectos. Aunado a ello, crece la confrontación entre actores armados, lo que 
hace de esta región un escenario de disputa por el territorio. 
 
La Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre el Desplazamiento Forzado 
(2010), advierte el impacto del desplazamiento forzado en grupos étnicos por cuenta del 
conflicto armado: en el 2010 el 28,8% de los desplazados declaraban pertenecer a algún 
grupo étnico (de los cuales 6,8% se declaraban indígenas), situación que tiende a 
aumentar si se tiene en cuenta que el porcentaje en el año 2008 era del 23% (en donde 
6,4% se declararon indígenas). A su vez, en lo que se refiere a las modalidades del 
despojo de las comunidades indígenas, éste se da bajo la modalidad de abandono o 
confinamiento en el territorio. 
 
2.1.2. Las respuestas institucionales al despojo de los territorios indígenas 
 
Por otro lado, se encuentran aquellos estudios que han analizado las respuestas 
institucionales frente al despojo territorial acaecido durante el siglo XX:  
 
Desde una perspectiva normativista o jurídica podría mencionarse a Godoy y Gómez, 
así: Gómez (1986), hace una compilación de las normas y la jurisprudencia en materia de 
territorios baldíos y constitución de resguardos indígenas, demostrando la evolución 
positiva de la normatividad sobre el tema, hasta los años 80´s. A su turno, Godoy (1990) 
realiza una compilación de las resoluciones sobre reservas y resguardos indígenas, 
proferidas por el INCORA hasta los años 90´s.  
 
Cárdenas (1993), adoptando por su parte una perspectiva latinoamericana, analiza los 
procesos de reconocimiento y demarcación de territorios indígenas bajo la figura del 
resguardo, en cinco países: Brasil, Bolivia, Colombia, Paraguay y Venezuela. 
 
Vargas (2002), realiza una compilación de la normatividad vigente a favor de los 
indígenas con el fin de dar cuenta de la respuesta institucional, esta vez hasta el año 
2000. El autor manifiesta que las legislaciones que regulan la relación entre los estados 
latinoamericanos y los indígenas son de tres tipos: 1) Las que buscan integrar la 
población indígena a la mayoritaria; 2) las que consideran el reconocimiento de la 
diversidad como una declaración supeditada a lo que disponga la Ley, dejando en manos 
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del legislador este reconocimiento; 3) la legislación progresista del multiculturalismo, que 
eleva el reconocimiento a nivel constitucional. Así, para el autor la legislación colombiana 
indígena es una legislación progresista.  
 
Clavero (2008) hace un recorrido por las legislaciones de algunos países 
latinoamericanos, en lo que se refiere a los derechos de los grupos indígenas. De ello 
concluye que en el siglo XX se da un giro en las constituciones de la región, en lo que se 
refiere a los derechos indígenas: Este proceso inicia con la Constitución Mexicana de 
1917 en donde se reconoce la propiedad comunitaria a favor de estos pueblos. Sin 
embargo, el resurgimiento de las políticas liberales y la firma de los TLC ponen en 
entredicho estos reconocimientos constitucionales. 
 
En suma, si bien estos estudios ofrecen un claro panorama de los factores que explican 
el despojo territorial y su dimensión, a la vez que analizan y evalúan las respuestas 
institucionales (normativas, legales, jurisprudenciales y constitucionales) frente a este 
flagelo, reducen al indígena a un concepción “pasiva” por cuanto se refieren a su 
preocupante situación humanitaria y de despojo territorial y la acción resultante del 
Estado; pero no ponen de presente las luchas que han impulsado con el fin de superar 
esta situación. Dejan de lado la dimensión “activa” del indio en su lucha por la tierra, que 
es precisamente lo que se busca analizar en este trabajo final. A su vez, este trabajo final 
más que analizar la normatividad y jurisprudencia existente “sobre” los territorios 
indígenas pretende estudiar, en cambio, el papel activo de los indígenas en esa 
producción normativa, y en particular jurisprudencial.   
 
2.2. Los indígenas y el uso de mecanismos institucionales y no 
institucionales en su lucha por el territorio  
 
Presentamos ahora aquellos estudios que dejando de lado la visión “pasiva” del indio 
optan, en cambio, por analizar cómo los indígenas han recurrido al uso de canales 
institucionales o no institucionales en el marco de la lucha por sus derechos.   
 
Para ello podemos clasificar los estudios en tres tipos: i) los que analizan el uso de los 
canales institucionales por parte de los indígenas en la defensa de sus derechos, ii) los 
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que se centran específicamente en uno de esos canales institucionales, a saber el uso de 
acciones judiciales; finalmente, iii) aquellos que se interesan en el uso de canales no 
institucionales (incluso ilegales) para la defensa del territorio. Miremos brevemente cada 
uno de ellos:  
 
2.2.1. El uso de canales institucionales 
 
Respecto a aquellos estudios que analizan el uso de canales institucionales por parte de 
las organizaciones indígenas, para la defensa de sus derechos, pueden mencionarse los 
siguientes:  
 
Bello (2004) investiga la construcción de la “ciudadanía indígena” en América Latina 
contemporánea señalando que las demandas indígenas deben ser entendidas en el 
marco del concepto de acción colectiva indígena y movimiento étnico. A pesar de la 
diversidad de los pueblos, estas organizaciones se expresan a partir de códigos 
compartidos.  
 
Yashar (2005) demuestra que, irónicamente, mientras los movimientos étnicos tienen una 
larga historia en materia de movilización en continentes como África, Asia y parte de 
Europa, éstos no son comparables con los patrones de movilización de Latino América. 
Entonces, no es que no se hayan organizado en el pasado, sino que no se habían 
organizado en torno a líneas étnicas para promover una “agenda indígena”. Para ello, 
toma los casos de Ecuador, Bolivia y México con el fin de analizar la emergencia de esta 
agenda indígena latinoamericana. 
 
Peñaranda (2009), analiza la participación política de las organizaciones indígenas en el 
sistema electoral, es decir en los canales institucionales establecidos por el estado sin, 
por ello, renunciar a sus reivindicaciones identitarias. Constata cómo estas luchas han 
cambiado con el paso del tiempo: de las luchas por la supervivencia, por el territorio, por 
la autonomía y la participación política (Peñaranda, 2005).  
 
Gros (2010) analiza las reivindicaciones identitarias de las comunidades indígenas en 
Colombia, las cuales se han politizado durante los últimos años y hacen parte de los 
“nuevos movimientos sociales” de la época contemporánea que han logrado importantes 
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resultados: A pesar de que Colombia cuenta con por lo menos 81 pueblos indígenas 
diversos, éstos han construido sus reivindicaciones en torno a un nuevo discurso que 
apela a la historia, a una comunidad de situación y a una solidaridad pancomunitaria. A 
su vez, a pesar de que esta población indígena corresponde a sólo el 1,7% de la 
población colombiana, ha logrado la adjudicación y titulación de una cuarta parte del 
territorio colombiano (27 millones de hectáreas, la mitad del bosque colombiano).  
 
Benavides (2013) analiza el surgimiento del movimiento indígena en Colombia indicando 
que los pueblos indígenas representan nuevas formas de movilización y de ver la 
democracia. Su éxito actual no es el resultado de la buena voluntad de las élites, sino el 
producto de una combinación compleja de movilización social, redes transnacionales y 
usos del derecho.  
 
En suma, estos estudios, tanto a nivel nacional, como a nivel latinoamericano; son 
valiosos por cuanto analizan el uso de mecanismos institucionales, por parte de los 
indígenas, en la defensa de sus derechos. Es decir optan por una visión “activa” del indio 
en las luchas políticas y de producción normativa. Sin embargo, no se centran en el uso 
de los derechos ante los estrados judiciales, como es la pretensión de este trabajo y se 
refieren de forma general a los derechos indígenas, sin centrarse en el tema del territorio.  
 
2.2.2. El uso de acciones judiciales 
 
Ahora, vale la pena mencionar aquellos que se centran específicamente en el uso de las 
acciones judiciales por parte de los indígenas, para proteger sus territorios:  
  
Roque (2000), en el capítulo 9, realiza un breve análisis de la jurisprudencia proferida por 
las Altas Cortes antes y después de 1991. A partir de allí, constata que existe una 
continuidad entre la jurisprudencia proferida antes de 91, en especial, por parte del 
Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia en materia indígena y la 
jurisprudencia proferida por la Corte Constitucional, después de 1991. A pesar de esta 
aparente continuidad, es posible identificar puntos de quiebre, a partir de 1991, en tres 
niveles: 1) la filosofía legal bajo la cual los magistrados tomaban las decisiones; 2) el tipo 
de asuntos jurídicamente analizados; y, 3) la velocidad de los procesos judiciales. Si 
bien, este estudio precisa puntualmente un amplio número de sentencias a partir de 
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1991; no brinda, sin embargo, la referencia de las sentencias anteriores a 1991, de 
suerte que no es posible identificar las fuentes primarias en las que se basa el estudio.  
 
Gómez (2000), realiza un análisis del debate jurídico-antropológico en los procesos 
judiciales contra indígenas en el siglo XX. Así, el autor menciona que hasta antes de la 
década de los 70´s lo que prevaleció en la práctica en los juicios contra indígenas, fue la 
aplicación de la justicia ordinaria con el desconocimiento de la ley 89 de 1890. Sin 
embargo, dado el carácter político que adquirió el movimiento indígena, sobre todo en el 
Cauca con las demandas territoriales del Consejo Regional Indígena en los años 70´s y 
el uso de abogados defensores por parte del movimiento, se empezó a introducir en 
estos juicios7 el dictamen antropológico pericial como argumento a favor de los 
indígenas.  
 
Sánchez (2004) se centra en el análisis de la acción de tutela como una herramienta 
jurídica y, en particular, como una acción judicial de entendimiento intercultural. Sin 
embargo, constata la autora, que la tutela puede ser un medio del fortalecimiento de la 
diferencia étnica sólo si se supera su aplicación meramente técnica y se opta, en cambio, 
por su aplicación edificante.  
 
Finalmente, Ariza (2013), adoptando un enfoque internacional, analiza y reflexiona en 
torno el litigio estratégico de las organizaciones indígenas y las lecciones y avances de 
cerca de cuatro décadas de peticiones y casos ante la Comisión y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. De su análisis pueden señalarse dos grandes 
conclusiones: i) por un lado, es de mencionar los límites del Sistema Interamericano en 
materia de protección de derechos de los pueblos indígenas colombianos, por cuanto no 
existe para la fecha sino una sola sentencia condenatoria contra el Estado colombiano 
por violación a los derechos humanos de un indígena; a su vez, muchas de las medidas 
cautelares vigentes benefician a personas que ya están muertas; y finalmente, hay casos 
interpuestos desde los años 60´s y 70´s que no cuentan con una sentencia, lo que 
evidencia que se trata de un sistema visiblemente demorado. ii) Por otro lado, el autor se 
pregunta respecto al litigio estratégico en la materia, afirmando que la capacidad de las 
                                               
 
7
 Se refiere a los procesos judiciales contra indígenas por “invasión” de tierras en manos de terratenientes en 
el departamento del Cauca, que se generalizaron desde los años 70´s.  
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organizaciones indígenas en materia de litigio está mucho más consolidada hoy en día 
que hace diez años lo que se debe, en parte, a la existencia de escuelas de derecho 
propio en aproximadamente 30 de los 102 pueblos indígenas del país, acompañadas por 
una red de abogados indígenas y no indígenas que trabajan tanto en la apropiación de 
los instrumentos internacionales, como en la interposición de acciones a nivel nacional e 
internacional.  
 
En suma, estos estudios son esenciales por cuanto se centran precisamente en las 
acciones judiciales utilizadas por los indígenas en la defensa de su territorio. Algunos se 
centran en los años 90´s, otros en los 80´s, otros ofrecen algunas claves para la 
comparación de estas dos décadas, y otros analizan el litigio de las organizaciones ante 
tribunales internacionales. Sin embargo, dejan de lado la perspectiva de historia del 
derecho que se pretende adoptar acá y ofrecen apenas unas primeras claves sobre la 
cuestión que merecen ser profundizadas en este trabajo.  
 
2.2.3. El uso de mecanismos no institucionales  
 
Finalmente, vale la pena señalar aquellos estudios que se han centrado en analizar la 
resistencia de los indígenas frente al uso del derecho en el marco de la protección al 
territorio, en donde se recurre a acciones por fuera de los canales institucionales y 
jurídicos. Esta resistencia pueden ser 1) civil; o 2) armada. 
 
En cuanto al primer tipo de resistencia, a saber la civil, vale la pena señalar a Delgado 
(2006) quien realiza un análisis de la resistencia civil de los indígenas en el Cauca, como 
una acción no violenta en torno al fortalecimiento de su cultura. Este proyecto político 
denominado “Resistencia Indígena comunitaria”, se construyó esencialmente desde los 
años 80´s. En la misma perspectiva, se puede mencionar a  Ibarra (s.f.) quien realiza un 
estudio de la minga como resistencia social de los indígenas en Colombia.  
 
Ahora bien, en lo que se refiere a las resistencias desde la acción armada Peñaranda 
(1992) analiza cómo los movimientos indígenas recurren a las vías no institucionales y 
violentas para reivindicar sus derechos, como ocurrió con el movimiento guerrillero 
Quintín Lame. Esto fue el producto de dos factores: i) el incremento de la represión 
contra las comunidades indígenas del Cauca que, en desarrollo del proceso de 
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recuperación de tierras, habían desestabilizado a las tradicionales élites del centro del 
departamento; y ii) la búsqueda de la autonomía por parte del movimiento indígena, 
frente a otros actores armados: EPL, ELN, FARC y M-19.  
 
2.3. Una perspectiva histórica: análisis de las 
transformaciones históricas de la relación entre derecho 
y territorios indígenas  
 
Finalmente, otros estudios se han interesado en analizar las relaciones entre derecho y 
territorios indígenas, pero desde sus transformaciones históricas. Este tipo de estudios 
pueden ser agrupados en tres tipos: Los primeros, se refieren al análisis de las 
transformaciones históricas del despojo territorial indígena y de la respuesta institucional 
frente a la cuestión indígena. Los segundos, se centran en el análisis histórico de los 
movimientos sociales indígenas y de la lucha del indígena por la tierra. Los terceros, se 
enfocan más particularmente en las transformaciones históricas de los usos del derecho 
por parte de los indígenas.   
 
2.3.1 Las historias del despojo territorial y de la respuesta institucional  
 
En cuanto a los primeros, es decir aquellos estudios que se centran en el análisis de las 
transformaciones históricas del despojo territorial de los indígenas y la consecuente 
respuesta institucional, pueden mencionarse los siguientes:  
 
Friede (1976), ofrece datos históricos sobre los resguardos indígenas del Macizo 
Colombiano con el fin de trazar la evolución de la problemática indígena y la respuesta 
del Estado, desde los tiempos de la Colonia hasta los años 70´s.  
 
Mallarino (1985) realiza un historia de la “evolución del estatuto jurídico indígena en 
Colombia” desde el periodo de la Colonia hasta 1986, en donde plantea que muchas de 
las instituciones jurídicas que hoy cobijan a la población indígena, se originaron en la 
época colonial.  
 
Houghton (2005) hace un recuento histórico del impacto de la violencia en los territorios 
indígenas proponiendo, incluso, una periodización que permite entender cómo esta 
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violencia ha afectado estos territorios y cómo estos pueblos han sido víctimas del 
despojo. 
 
Piñero Royo (2007) ofrece un recorrido histórico acerca de la evolución del derecho 
internacional en materia indígena, subrayando sus orígenes coloniales y los elementos 
heredados de la época post-colonial. El autor reconstruye el proceso que condujo a la 
emergencia de normas internacionales específicamente relacionadas con la protección 
de pueblos indígenas.  
 
Finalmente, en el libro de Gómez & Gnecco (ed) (2008), desde una perspectiva 
foucaultiana, los diversos autores hacen un recorrido histórico (desde el siglo XIV) de las 
representaciones legales sobre los indígenas, intentando demostrar cómo los modelos 
sobre la justicia construyen formas de percepción de la realidad cuya lógica sólo puede 
ser entendida desde los discursos jurídicos mismos. Sin embargo, estos discursos 
jurídicos cambian y lo hacen junto con la realidad que representan y contribuyen a 
constituir. De esta forma, constatan cómo la legislación sobre los indígenas, hasta finales 
del siglo XX, singularizó a los indígenas, sin reconocer su diferencia étnica. Por su parte, 
a partir de la implementación del modelo multicultural, en 1991, se despliegan nuevas 
representaciones legales sobre los indígenas, que no necesariamente se traducen en 
cambios reales en la relación entre Estado-sociedad post-colonial y sociedades 
indígenas.  
 
Estos estudios son importantes aportes a la historia del derecho de la cuestión territorial 
indígena, desde diversos enfoques: historia de los conflictos agrarios, historia de los 
resguardos, historia de la normatividad nacional e internacional sobre los indígenas, 
historia de las representaciones legales sobre los indígenas. Todos ellos tienen la ventaja 
de reflexionar en torno a las transformaciones históricas de la cuestión indígena y el 
derecho. Sin embargo, su enfoque sigue siendo un análisis histórico tomando al indio 
como sujeto “pasivo en la historia”, de suerte que no se interesan en las 
transformaciones históricas del litigio por parte de los indígenas ante los estrados 
judiciales y, por ello, de su papel en la producción del derecho.  
 
2.3.2. Las historias de las movilizaciones sociales indígenas  
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Ahora, en cuanto el segundo tipo de estudios “históricos”, es decir aquellos que se 
interesan en la transformación histórica de las movilizaciones sociales indígenas y que 
por ello optan por un enfoque “activo” del indio; pueden mencionarse, a título de ejemplo, 
los siguientes:  
 
Muelas (2005) narra la historia del fenómeno de la terrajería y del surgimiento de las 
luchas indígenas por la tierra en el siglo XX, en Guambía. Se trata de un estudio del 
proceso organizativo indígena, con posterioridad a 1985, que reconstruye a partir de su 
propia experiencia y de los testimonios de terrajeros e indígenas de la zona.  
 
Archila (2005) realiza una historia de los movimientos sociales en Colombia de 1958 a 
1990, periodo que denota la ruptura de un modelo político centrado en el monopolio 
bipartidista de la representación social, que imperó antes de 1991. En este contexto, 
reconstruye históricamente el surgimiento del movimiento indígena y lo cataloga como 
una de las nuevas identidades políticas de los años 90´s.  
 
Laurent (2005) realiza un análisis del movimiento indígena, pero en una época posterior: 
desde 1990 a 1998, reflexionando en torno a su proceso de incorporación en el proceso 
político electoral y la utilización de la ley por parte de los indígenas, con el fin de obtener 
un gran número de derechos colectivos.  
 
Quijada (2007) propone una serie de referentes históricos que permiten entender el 
tránsito del modelo de homogeneización imperante en el marco de los Estados 
Nacionales en el siglo XIX, hacia un modelo de reconocimiento de la diversidad del siglo 
XX, lo que permite el surgimiento del “despertar indígena” y de los movimientos sociales 
indígenas.  
 
Estos estudios tienen una doble ventaja: adoptan una perspectiva histórica, y además, 
reconocen el papel “activo” del indígena en la defensa de sus derechos. De nuevo se 
trata de un enfoque valioso, pero no se centra en el tema que acá nos interesa, a saber 
el uso del derecho ante los estrados judiciales, en particular ante las Altas Cortes.  
 
2.3.3. Las historias de los usos del derecho  
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Por último, en cuanto al tercer tipo de estudios, a saber aquellos que se centran, desde 
una perspectiva histórica, en los usos del derecho es posible identificar tres tendencias 
básicas: Primero, quienes defienden la tesis del “legalismo indígena”; segundo, quienes 
defienden la tesis “del pragmatismo indígena”; finalmente, quienes defienden una tesis 
intermedia.  
 
Entre los primeros, se puede mencionar a Bonilla (1977) quien realiza una historia de los 
usos del derecho por parte de los paeces, considerando que su relación con el derecho 
es una relación desde el “legalismo” o esperanza ingenua en el derecho, como forma de 
reivindicación.  
 
Entre los segundo, es posible mencionar a Gros (1994) quien considera que el uso del 
derecho por parte de los indígenas es en realidad una forma de resistencia que implica 
una adhesión a los estándares de los colonizadores, contra los colonizadores mismos. 
En este misma posición, puede ubicarse a Ceballos (2011) quien realiza un análisis de 
los usos del derecho de los indios en el Nuevo Reino de Granada precisando que este 
uso del derecho es el producto de un mecanismo de adaptación y resistencia del indio 
quien utiliza los códigos del blanco, para garantizar sus derechos.  
 
Por otro lado, es posible encontrar posiciones intermedias:  
 
A nivel internacional, Ángela Santamaría (2008) identifica varios procesos de producción 
y apropiación del derecho indígena desde mediados de los años 80´s, cuando emergen 
los “diplomáticos indígenas” que apropian y “nacionalizan” el conocimiento experto 
internacional en derechos humanos y derecho internacional humanitario con el fin de 
reivindicar derechos. Paralelamente, es posible identificar unos militantes- expertos que 
actúan en escenarios más localizados como tribunales nacionales y los tribunales 
indígenas alternativos. Ambos grupos (tanto los diplomáticos indígenas, como los 
militantes expertos) se encuentran asociados a la consolidación de un contra-expertise 
en derechos humanos y derecho internacional humanitario. Así, con las intervenciones 
en los diferentes escenarios judiciales, los representantes indígenas colombianos se han 
apropiado del lenguaje del DIH dando paso a conceptualizaciones propias y prácticas 
concretas de defensa jurídica “alternativa”.  
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Por otro lado, Gnecco &Londoño (2008) al analizar las representaciones legales de los 
indígenas, precisan que los pueblos indígenas han acudido y acuden a la ley como lugar 
de imparcialidad, a pesar de que esta sistema los definió como sujetos coloniales y 
constituyó la herramienta de su dominación. Así, mientras que la justicia es un 
instrumento, muchas veces desplegada en el colonialismo, también es un horizonte 
compartido para el encuentro entre comunidades y Estado. De esta forma, la creencia 
indígena en la ley es selectiva: rechaza las enunciaciones contrarias a su agenda de 
resistencia y a sus intereses políticos y culturales y privilegia las que no lo son.  
 
Lemaitre (2009) constata que los indígenas han mantenido: “Una ambivalencia que 
oscila, por una parte, entre la convicción de que el derecho es a menudo una forma de 
opresión, y por otra parte, una inversión emocional del simbolismo del derecho en sus 
formas y argumentos incluso cuando exceden su utilidad práctica” (p. 311). Es decir, el 
uso del derecho no es un ni un “legalismo”, ni un “pragmatismo”, sino más bien una 
relación ambivalente frente al derecho: al mismo tiempo se cree y no se cree en el 
derecho. Ello es cierto si se tiene en cuenta que el derecho ha beneficiado, tanto como 
ha perjudicado a los indígenas. Con este enfoque reconstruye la historia de cinco 
movimientos sociales que se han acercado al derecho haciendo reivindicaciones sociales 
legales de distinta índole durante los últimos treinta años, entre éstas, las comunidades 
indígenas.  
 
En suma, estos estudios son valiosos por cuanto se centran en los usos del derecho por 
parte de los indígenas, que es precisamente el tema de estudio del trabajo final. Sin 
embargo, algunos de ellos son estudios regionales o bien parten de una concepción de 
uso del derecho diferente a la propuesta en este trabajo. De nuevo, este trabajo final 
pretende centrarse en el uso del derecho, pero en un escenario específico: el litigio ante 
los estrados judiciales, en particular ante las Altas Cortes.  
 
En conclusión, esta revisión bibliográfica  y construcción del estado del arte, nos permite 
situar el presente trabajo:  
 
Frente a aquellos estudios que han analizado, desde una perspectiva histórica, 
sociológica o geográfica el despojo territorial la conflictiva relación del campesinado con 
la tierra rural en Colombia y las diferentes respuestas institucionales frente a esta 
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situación; este trabajo propone superar la concepción “pasiva” del indio para analizar, por 
su parte, al indígena como un actor político que utiliza esos mecanismos jurídicos para 
defender su territorio. En este sentido, se pretende analizar el uso de las acciones 
judiciales por parte de este movimiento y no simplemente la normatividad que se ha 
producido “sobre” el tema, ni su preocupante situación humanitaria, que ya ha sido objeto 
de varios estudios e informes.  
 
A diferencia de aquellos estudios que han realizado análisis históricos sobre el proceso 
organizativo indígena, el movimiento indígena o la participación del indígena en el 
sistema electoral, este trabajo pretende también hacer una historia, pero específicamente 
desde los usos del derecho por parte de los indígenas, en particular respecto a las 
acciones judiciales: se trata de una historia en donde el indio es protagonista y es usuario 
del derecho, recurriendo al litigio ante los estrados judiciales, específicamente las Altas 
Cortes. Sin embargo, en esta historia no se puede desconocer la relación éntrelas 
prácticas jurídicas (el proceso de consolidación del movimiento indígena) y las prácticas 
jurídicas (el litigio ante los tribunales). Pues precisamente este litigio fue posible gracias a 
un movimiento indígena que respaldaba el proceso y que luchó por la tierra. Es así que 
este trabajo final hará también referencia al proceso de consolidación de los movimientos 
indígenas en Colombia y su conexión con el contexto latinoamericano, al que no fue 
ajeno.  
 
Ahora bien, es necesario mencionar que algunas investigaciones han analizado el tema 
del uso del derecho, como en el caso de Lemaitre. Sin embargo su trabajo parte de los 
estudios de la conciencia jurídica y de los estudios culturales que le permiten hablar de la 
interacción entre emociones y culturas. El presente trabajo pretende, en cambio, 
apartarse de esta concepción y concentrarse no en los usos inconscientes del derecho 
por parte de los “no profesionales del derecho”, sino en los usos estratégicos y tácticas 
de los indígenas quienes se han convertido, incluso, expertos en estas herramientas 
jurídicas ante los estrados judiciales.  
 
Frente a aquellos investigadores que han planteado que los indígenas mantienen un 
legalismo frente al derecho, o bien una posición pragmática frente al mismo, este trabajo 
adopta una postura intermedia: se sugiere que su relación con el derecho es 
ambivalente. Pero, más allá de esto, este trabajo plantea que la ambivalencia radica en 
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que esta relación es histórica, es cambiante y se transforma. Ello, con el ánimo de 
entender la transformación del uso de las acciones judiciales y la actividad litigiosa ante 
los estrados judiciales por parte de los indígenas, en la defensa del territorio durante el 
periodo de 1980 al 2000. En este análisis se buscan identificar los nexos entre las 
prácticas jurídicas y las políticas, así como  el ámbito nacional y el regional.  
3.  Metodología  
Con el fin de identificar los usos del derecho por parte de las comunidades indígenas 
ante los estrados judiciales (Altas Cortes), durante el periodo histórico propuesto, se 
plantea una metodología que combine fuentes primarias y secundarias y herramientas 
cualitativas, de la siguiente forma:  
 
3.1. Recolección de fuentes primarias y secundarias 
 
Primero, en la etapa de recolección, se recurrió al estudio documental de fuentes 
primarias y secundarias. En cuanto a las primarias, se realizó un trabajo de búsqueda de 
las principales sentencias proferidas por las Altas Cortes sobre el tema de territorios 
indígenas de la siguiente forma: sentencias de la Corte Suprema de Justicia y Consejo 
de Estado (para la década de los 80´s) y sentencias proferidas por la Corte 
Constitucional (para la década de los 90´s). En este sentido, se tomaron únicamente las 
sentencias de las Altas Cortes teniendo en cuenta que éstas son los órganos de cierre en 
la respectiva jurisdicción. Vale precisar que para las sentencias de los años 80´s se 
presentaron algunas dificultades por cuanto algunas de las sentencias se quemaron en 
los hechos de la toma del Palacio de Justicia, según lo informado por la relatoría de estas 
cortes. En este sentido de algunas sentencias se encontraron las referencias, pero no fue 
posible encontrar los textos.  
 
También se identificaron algunas sentencias y/o providencias que dan cuenta de la 
movilización de casos ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos durante 
estas dos décadas, ello por cuanto el caso colombiano no fue ajeno al contexto 
latinoamericano. 
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Para complementar el análisis de las fuentes primarias, se realizaron entrevistas a 
algunos líderes indígenas y/ o expertos que participaron en estas acciones judiciales o 
que tienen conocimiento de estos procesos.   
 
Ahora bien, en lo que tiene que ver con las fuentes secundarias, se tomaron sendas 
investigaciones con el fin de reconstruir el contexto de las fuentes primarias jurídicas 
analizadas, a saber el contexto jurídico e institucional de este litigio y el contexto de los 
movimientos indígenas. Ello permite identificar las relaciones entre las prácticas políticas 
y las jurídicas como lo sugiere Santamaría (2008). Como se anunció, la movilización de 
casos por la defensa de la tierras ante las cortes responde también a un nexo con el 
surgimiento de un movimiento indígena capaz de reclamar derechos en todos los 
ámbitos, entre éste el ámbito judicial. De la misma forma, el auge de este movimiento no 
se dio sólo a nivel colombiano, sino también a nivel latinoamericano; por esta razón se 
hará regularmente mención a algunas dinámicas en Latinoamérica sobre la materia.  
 
3.2. Análisis de las fuentes primarias mediante herramientas 
cualitativas 
 
Segundo, con el fin de hacer un estudio cualitativo se procedió de la siguiente forma: 
sobre esta misma base de datos de sentencias y sobre sus respectivos expedientes, se 
hace un análisis cualitativo de las mismas. Estas sentencias y los expedientes serán 
analizados según los siguientes criterios: 1) tipos de acciones judiciales utilizadas, 2) 
perfil de los actores que participan en las acciones judiciales 3) tipos de argumentos 
jurídicos alegados en el litigio (de nivel legal o constitucional), 4)  pruebas aportadas al 
proceso, 5) decisión de la Corte sobre el caso concreto.  
 
3.3. Síntesis  
 
El análisis de estos cinco criterios permiten establecer una síntesis del uso de las 
acciones judiciales por parte de los indígenas durante el periodo de 1980 a 2000, esto 
con el fin de identificar las transformaciones históricas en lo que se refiere a i) cambios 
en las acciones judiciales, ii) en las herramientas jurídicas, iii) en los  actores, iv) en las 
peticiones, v) en las argumentaciones, vi) en el tipo de pruebas aportadas; y finalmente, 
vi) la incidencia de este litigio en las decisiones de las Cortes. Simultáneamente, se 
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pretende evidenciar los nexos de este litigio en dos escenarios: por un lado, los nexos 
entre las  prácticas jurídicas y políticas; por otro lado, el nexo entre el ámbito nacional y el 
latinoamericano.  
 
Por ello, y teniendo en cuenta que se trata de una historia crítica del derecho, es 
necesario también identificar el contexto tanto jurídico e institucional, como del proceso 
organizativo del movimiento indígena en el que se inscriben esas acciones judiciales 
pues, ambos contextos, enmarcan las condiciones de posibilidad del litigio antes las altas 
cortes en la defensa de territorio. Como se verá en el marco teórico, la pretensión es 
poner el derecho en contexto, o mejor entender el derecho como un producto social, lo 
que justifica las referencias a estos contextos tanto normativos, institucionales, como 
políticos.  
4.  Plan de trabajo  
Finalmente, con el fin de llevar a cabo esta investigación este trabajo se divide en tres 
capítulos, así:  
 
El primer capítulo, busca definir el marco teórico en el cual se inscribe este trabajo de 
investigación, precisando las nociones de historia crítica del derecho, territorio cultural, 
carácter emancipatorio del derecho y usos del derecho.  
 
El segundo capítulo, se centra propiamente en el uso de las acciones judiciales por parte 
de los indígenas durante la década de los 80´s ante las altas cortes y, residualmente, 
ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Para ello se hará un contexto 
normativo y del movimiento organizativo indígena de la época, lo que permite entender 
las condiciones de posibilidad del litigio ante los tribunales, en la defensa del territorio.  
 
Luego, el tercer capítulo, se centra en el uso de las acciones judiciales en la década de 
los 90´s ante la Corte Constitucional, el cambio que esto implicó en materia de litigio y 
estrategias jurídicas por partes de los indígenas y de las organizaciones indígenas. Con 
el fin de identificar los nexos entre las prácticas jurídicas y políticas, se requiere a su vez 
un contexto jurídico e institucional y de los movimientos indígenas durante los años 90´s.  
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Finalmente, y en el capítulo 4, se hacen unas conclusiones generales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
1. CAPÍTULO 1: MARCO TEÓRICO. HISTORIA 
CRÍTICA DEL DERECHO, TERRITORIO 
CULTURAL Y USOS DEL DERECHO COMO 
MEDIO DE EMANCIPACIÓN PARA LOS 
MOVIMIENTOS INDÍGENAS  
1.1 La historia crítica del derecho  
Bloch8 (2001) uno de los más influyentes historiadores del siglo XX, sostenía que la 
“historia es la ciencia de los hombres en el tiempo” (p.59). Si trasladamos la reflexión 
histórica al campo del derecho, vale preguntarse: ¿qué es la historia del derecho y cuál 
es el papel de la historia del derecho? ¿Cómo seleccionar los hechos?, ¿Qué actores de 
la historia tomar como sujetos de investigación?  
 
Diversas corrientes historiográficas han ofrecido diferentes respuestas a estas preguntas. 
Para ello tomaremos algunas de las herramientas ofrecidas por estas corrientes que 
consideramos útiles para construir una historia de los usos del derecho por la defensa de 
los territorios indígenas, sin que adoptemos necesariamente solo alguna de ellas. 
 
1.1.1 ¿Cuál es el papel de la historia crítica del derecho? 
 
La historia del derecho puede entenderse como “la rama del saber que se ocupa del 
pasado jurídico” (Fonseca, 2012, p.35). Esta disciplina apenas empieza a explorarse en 
el mundo académico latinoamericano, como lo señala González (1985). 
 
Adoptar una perspectiva histórica del derecho y de los derechos supone tener en cuenta, 
lo que el profesor Mesa (2007) denomina la procesualidad de los derechos. Esto supone 
concebir que los derechos no son sólo normas jurídicas nacionales o internacionales o 
meras declaraciones idealistas o abstractas sino que deben entenderse como el 
“conjunto de procesos sociales, económicos, normativos, políticos y culturales que abren 
                                               
 
8
 March Bloch es uno de los principales representantes de la Escuela de los Annales, corriente que tuvo gran 
influencia en la historiografía del siglo XX y XXI.  
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y consolidan un espacio de lucha por la particular concepción de la dignidad humana” 
(p.46). Los derechos son entonces los que se reivindicaron ayer, hoy y mañana. En este 
sentido, resulta de la mayor relevancia la perspectiva histórica de los derechos pues 
como tales los derechos “no caen del cielo ni se afirman en un día, sino que son el 
resultado de largos procesos a través de los cuales sus enunciados normativos se 
sedimentan en la conciencia colectiva y antes que nada en la de las víctimas de sus 
violaciones” (Ferrajoli, 2004). Esta perspectiva permite entender la historia de la 
negación, de la reivindicación y de la consagración de los derechos. 
 
Ahora, si bien la perspectiva histórica de los derechos nos permite entender el pasado, el 
presente y el futuro de los mismos, es necesario preguntarse por el papel de una historia 
del derecho. Como lo pone de presente Espanha (1998), la historia del derecho puede 
desempeñar varios papeles en el ámbito de lo jurídico. Ésta puede constituirse en “un 
discurso legitimador”, o puede postularse como una “historia crítica del derecho”.  
 
Respecto a la historia del derecho como discurso legitimador, Esphana (1998) manifiesta 
que la historia puede contribuir a legitimar el derecho establecido: “En el ámbito jurídico 
algunos de estos procesos de legitimación – sobre todo el tradicional- dependen en gran 
medida de argumentos de carácter histórico (…) Por ejemplo en el Antiguo Régimen, 
prevalecía el modelo cultural tradicionalista según el cual lo antiguo era lo bueno” (p.16-
18).   
 
Por su parte, la historia del derecho como historia crítica, pone de presente una nueva 
propuesta y función de la historia: “La estrategia radica en la elección del derecho en 
sociedad, como objeto de la historia jurídica. Este proyecto puede descomponerse en 
una serie de líneas de orientación: el antiestatalismo o autoorganización, la noción de 
una historia del derecho contra la teleología y el derecho como un producto social” 
(Espanha, 1998, p. 21-26). 
 
Es así, que este trabajo final se inclina por adoptar una perspectiva de historia crítica del 
derecho, con el propósito de analizar el derecho en sociedad, como objeto de la historia 
jurídica. Esta línea de análisis domina la historiografía contemporánea a partir de l´École 
de los Annales en donde se investiga una historia del derecho íntimamente ligada a los 
diversos contextos sociales (culturales, tradiciones literarias, estructuras sociales, 
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convicciones religiosas) con los cuales (y en los cuales) el derecho funciona (Espanha, 
1998).  
 
En el marco de esta concepción de historia crítica del derecho, se adopta la orientación 
del “derecho como un producto social”, en donde se pretende no solamente considerar el 
papel del derecho en los procesos sociales, sino también en tener de presente la 
producción de derecho como un proceso social en sí mismo. Esto lleva a explicar el 
derecho en su propio proceso de producción.  
 
1.1.2 ¿Cómo seleccionar los hechos? 
 
Si bien este trabajo opta por una historia del derecho crítica, surge una pregunta de 
trascendencia: ¿Cómo seleccionar “los hechos” que van a componer esa historia del 
derecho? Las respuestas a esta pregunta son múltiples, y por ello vale la pena referir 
brevemente solo algunas corrientes en la historia, de las cuales se tomarán ciertas 
herramientas metodológicas, sin que se pretenda en este trabajo acoger integralmente 
sólo una de esas corrientes.  
 
Por un lado, se encuentra la historiografía positivista, propia del siglo XIX, representada 
esencialmente por historiadores como Langlois y Seignobos quienes en su pretensión de 
establecer lo que sería una historia científica consideran que la tarea del historiador es, 
de forma mecanicista, recopilar el mayor número de acontecimientos y fechas de la 
historia, sin recrearla (Fonseca, 2012). El historiador debe, por su parte, registrar el 
hecho histórico de manera pasiva y objetiva, “tal como es”. En este sentido, el historiador 
no le incumbe juzgar el pasado sino simplemente dar cuenta de lo que realmente pasó, 
ordenando este cúmulo de hechos históricos de forma cronológica. A su vez, existe en la 
historiografía positivista la noción de que la historia se reduce al ámbito “político”, la 
historia de los grandes hombres”9 y la historia del Estado.  
 
                                               
 
9
Frente a esto dice Lucien Febvre (1982) : “Yo no soy de esos para quienes la historia es “solo obra de 
individuos”. En mi opinión la historia es obra de los individuos y de los grupos, para decirlo de una manera 
muy general. El individuo histórico- el personaje histórico más exactamente, se desarrolla en y por el grupo. 
Hay momento en que se separa del grupo y le muestra caminos nuevos”. (p.126).  
28 Usos del derecho de los indígenas en la defensa del territorio (1980-2000)  
 
Por su parte, la Escuela de los Annales10 se refiere despectivamente a la historiografía 
positivista, como una historiografía “acontecimental”11, que se ocupa sólo de recopilar 
acontecimientos12 sin que medie una problemática o estructura de estudio en su análisis. 
Así pues, los historiadores de esta Escuela proponen, en cambio, la reconstrucción de 
“historias problemas”13: una selección de hechos a partir del problema planteado 
inicialmente por el historiador. En esta perspectiva Febvre sugiere “organizar el pasado 
en función del presente: eso es lo que podría denominarse función social de la historia 
(Febvre, 1982, p.236).  
 
A su vez, desde una perspectiva multi e interdisciplinaria, la Escuela de los Annales, 
precisa que la historia política, es sólo una de las historias posibles, y como reacción a la 
historiografía positivista, que es una historia meramente fáctica y política (siempre 
centrada en el Estado y por reflejo, en el derecho estatal) proponen, por su parte, que 
todos los campos tienen historia (Fonseca, 2012). Es posible encontrar entre los 
historiadores de la corriente de los Annales: historias del miedo14,  de la muerte, de las 
lágrimas15, de la vida privada. Surgen, entonces, opciones interdisciplinarias de la 
historia: antropología histórica, historia del derecho, historia social.  
 
En este sentido, por las pretensiones de este trabajo, consideramos útil la propuesta de 
los Annales de reconstruir una historia problema, una historia interdisciplinaria (al optar 
por una historia del derecho) y una historia con función social, de suerte que estos 
planteamientos serán retomados en este trabajo final, sin que se pretenda adoptar 
integralmente una propuesta metodológica desde esta Escuela. 
 
                                               
 
10
La Escuela de los Annales, es otra postura teórica en la historia que surge en los años 20´s en Francia y 
que se ocupa de rechazar varios de los postulados del positivismo del siglo XIX y proponer, por su parte, una 
nueva metodología en la historia.  
11
Frente a esto decía Febvre (1982), representante de la Escuela de los Annales: “La historia de los 
acontecimientos es el nivel más pobre del discurso histórico, una agitación de la superficie, una historia con 
oscilaciones breves, rápidas y nerviosas, (…) sería solamente la espuma de las olas del mar de la historia”.  
(p.32).   
12
Así lo menciona Febvre (1982) frente a las historias “acontecimentales”: “Esos libros, esas guías para 
debutantes hablan de hechos a cada página. Establecer los hechos : operar con los hechos establecidos. 
Pero ¿qué entienden por hechos?(…) Yo no digo nada en contra de eso. Sólo que no me enseña nada”  
(p.236).   
13
 Ver: Le Goff, Jacques (2005). Pensar la historia. Editorial Paidós. 
14
J. Delumeau (1989). La historia do medo no occidente. 1330-1800. Sao Paulo, Companhia das Letras.  
15
A. Vincent- Buffault (1988). Historia das lágrimas. Rio de Janeiro. Paz e Terra.  
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1.1.3 Los actores de la historia 
 
Por último, vale preguntarse: en la construcción de esta historia del derecho, ¿qué 
actores de la historia tomar como sujetos de investigación? Para ello, se pretende 
retomar algunas de las propuestas de los estudios subalternos, con el fin de reconstruir la 
historia del derecho a partir de un grupo subalterno en particular: el sujeto indígena como 
usuario y creador de derecho.  
 
La propuesta de los estudios subalternos surge en los años 70´s en India, cuando un 
grupo de historiadores ingleses y del sur de Asia se enfocan en el análisis de las 
sociedades poscoloniales a nivel mundial. Uno de sus principales representantes fue 
Ranajit Guha (Ludden, 2001). La historia subalterna marca la decadencia de una historia 
centrada en la historia estatal y eurocentrista y permite el surgimiento, en cambio, de una 
historia construida “desde abajo”16, que tenga de presente la voz de los grupos excluidos 
de la sociedad, (por raza, etnia, clase social, género, orientación sexual o religión) pero 
también de los países que fueron colonizados en contraposición a las historias de los 
países colonizadores (Ludden, 2001). 
 
Así pues en la construcción de la historia del derecho, se analiza el papel de los 
subalternos, en este caso las comunidades indígenas, como usuarios y creadores del 
derecho, en el marco de las reivindicaciones territoriales. Ello tendría unas implicaciones 
prácticas en el sentido de reconstruir no la historia de la legislación producida por el 
Estado “sobre” el territorio indígena; sino más bien, tomar como sujeto activo al indígena, 
rastreando cómo ha participado en las acciones judiciales en la defensa de su territorio,  
con el fin de poner en evidencia su papel de estratega y su búsqueda por permear el 
ordenamiento jurídico de derechos a su favor. Ello permite constatar que los grupos 
sometidos o subalternos no son sujetos anulados, sino que siempre pueden llevar a cabo 
actos de resistencias (Ceballos, 2011).  
 
                                               
 
16
 Ver. E.P.Thompson’s (1963), The making of the English working class; Eugene Genovese, (1974) Roll, 
Jordan, roll: the world the slaves made, New York: Pantheon Books, and Dee Brown (1972) Bury my heart at 
Wounded Knee: an Indian history of the American West, New York: Bantam Books; Women's history sources: 
a guide to archives and manuscript collections in the United States, New York : Bowker, 1979. 
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Es por ello que Ferrajoli (1999) ha afirmado que los derechos pueden entenderse como 
la ley del más débil, dado que ninguno de esos derechos cayó del cielo sino que todos 
fueron conquistados mediante rupturas institucionales. Ello se deriva de la lucha de 
actores concretos por la progresiva ampliación de la esfera pública de los derechos, 
resultado de resistencias sociales emancipatorias (Ferrajoli, 1999).  
 
En suma, de este breve recorrido por algunas de las corrientes en la historia es posible 
constatar que no se adoptará integralmente sólo una de ellas, sino sólo algunos 
planteamientos de algunas de estas escuelas que nos parecen de utilidad para el 
presente trabajo final, a saber: se adoptará la noción del i) análisis de los derechos desde 
su “procesualidad” (Mesa, 2013), es decir desde una perspectiva histórica; ii) una 
“historia crítica del derecho”, en contraposición a la historia como discurso “legitimador 
del derecho”; iii) una historia problema, interdisciplinaria y con función social, como lo 
propone la Escuela de los Annales; iv) una historia que toma como centro de reflexión un 
grupo subalterno, a saber las comunidades indígenas, v) y una historia que asume los 
derechos como la ley del más débil (Ferrajoli, 1999) poniendo de presente la capacidad 
de los grupos subalternos de generar actos de resistencia al interior del derecho 
(Ceballos, 2011).  
 
En suma, esta apuesta teórica tiene básicamente cuatro ventajas: i) permite plantear una 
historia del derecho que no se reduzca a la historia de la normatividad producida “sobre” 
el territorio indígena, sino que esté íntimamente ligada a los diversos contextos sociales 
con los cuales el derecho funciona; ii) permite analizar el tema desde una perspectiva 
inter-disciplinaria; iii) se centra en un grupo subalterno en particular: el sujeto indígena, 
tomándolo como usuario y creador de derecho y rastreando su participación en las 
acciones judiciales y; finalmente, iv) supera la visión legalista y estatista de la historia 
para reivindicar el papel de un grupo minoritario en la transformación histórica del 
derecho.  
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1.2 La pregunta por el territorio cultural indígena y el 
debate del multiculturalismo y la interculturalidad 
Ahora, teniendo en cuenta que este trabajo final es una historia de los usos del derecho 
por parte de los indígenas en el marco de los procesos de reivindicación territorial, es 
necesario preguntarse: ¿por qué los indígenas luchan por un territorio?  
 
Para responder a esta pregunta analizaremos dos aspectos: i) Por un lado, las nociones 
de espacio geográfico, territorio cultural y espacialidad de la resistencia; y finalmente, ii) 
el debate entre el multiculturalismo e interculturalidad, como debate teórico que permite 
sustentar un Estado que reconoce y otorga derechos diferenciados a las “culturas 
societales” (Kymlicka, 2007), entre éstos, los derechos colectivos, como lo es el derecho 
fundamental de los pueblos indígenas a la propiedad colectiva.  
 
1.2.1 Espacio geográfico y territorio cultural  
 
El hecho de que las comunidades indígenas luchen por un territorio denota una 
importancia particular del mismo. Es por ello que es necesario precisar los conceptos de 
espacio geográfico, territorio y territorialidad.  
 
La geografía se ha considerado como una “ciencia de la organización del espacio” 
(Valcárcel, 2005). En este sentido el espacio aparece como telón de fondo de las 
preocupaciones geográficas.  
 
Así, en un primero nivel, el concepto de espacio geográfico se constituye en la base 
material, sustrato o la realidad material preexistente a toda concepción acerca del 
territorio. Por tanto, el espacio tiene una relación de anterioridad respecto al mismo, es su 
potencialidad o el campo de posibilidades del mismo (Martínez & Hernández, 2005). Sin 
embargo, este espacio no ha sido contemplado de igual forma a lo largo de la historia de 
la geografía. Por ello en la teoría de la geografía, se habla de diferentes categorías a 
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partir de las cuales abordar este espacio: sitios o lugares17, paisajes18, regiones, 
configuraciones espaciales, espacio social, territorios (Valcárcel, 2000).  
 
En este contexto, en un segundo nivel, las reivindicaciones de los indígenas por un 
determinado espacio geográfico, se han construido en torno al concepto de territorio 
(Valcárcel, 2000), más específicamente la de territorio cultural. Es decir, aquel espacio 
ocupado, apropiado y significado por una determinada comunidad o pueblo, dentro del 
cual se desarrolla un mundo de relaciones vitales con sentido definido, que son 
esenciales para su existencia como conglomerado humano. Por ello, Delgado (2003) 
afirma cómo la categoría de territorio se refiere a la idea de “la tierra que pertenece a 
alguien”, entonces el concepto tiene de fondo un sentido de “apropiación cultural”.  
 
Desde esta lógica, la noción de territorio de las comunidades indígenas va más allá del 
espacio geográfico ocupado y es más trascendente que un mero medio de producción, 
como bien lo describe Vasco (2002): 
 
Éste abarca el conjunto de muy diversas relaciones mediante las cuales se 
apropian, utilizan y piensan dicho espacio. Se trata entonces de un territorio 
definido por formas de ocupación y poblamiento, modos de apropiación a través 
de formas de trabajo, autoridad y pensamiento, actividades que sobre él se 
desarrollan, modalidades de recorrerlo, creencias y concepciones asociadas, todo 
ello constituye ese vasto conglomerado de relaciones sociales que hacen de un 
espacio sobre la tierra, el territorio de una sociedad en un momento de su historia, 
siendo éste uno de los elementos básicos de su identidad. Ello explica cómo los 
indígenas no luchan por un pedazo de tierra, sino que reivindican su tierra, como 
espacio específico que constituye su territorio y la raíz de su existencia, con la cual 
se han relacionado históricamente (p. 204). 
 
Por último y en un tercer nivel, el territorio se vincula estrechamente con las estrategias 
políticas de los movimientos indígenas, y es en este ámbito en el que se habla de 
territorialidad, en el marco de las demandas indígenas por su territorio: Se trata de un 
proceso activo, una dinámica de apropiación simbólica y material en un proceso histórico 
determinado. La territorialidad se conforma a partir de relaciones sociales entre distintos 
actores, que son mediatizadas por el territorio (Delgado, 2003). Pero esas relaciones se 
                                               
 
17
Lugares y sitios suponen nociones de significado puntual y fijo, se trata de una definición locativa. 
(Valcárcel, 2000). 
18
El concepto de paisaje permite destacar los componentes visuales del espacio, el acento cultural y por 
ende, histórico. El paisaje responde a una percepción, es la imagen que presenta el espacio en un área 
determinada. (Valcárcel, 2000). 
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complejizan cuando las territorialidades de un grupo se interceptan con las de otros 
grupos (Bello, 2004). Es entonces este enfoque, el punto de partida para comprender la 
construcción de la territorialidad indígena y los conflictos con otros actores interesados en 
éste, lo que supone un choque entre diferentes territorialidades. 
 
1.2.2 El debate del trasfondo: multiculturalidad vs 
interculturalidad 
 
Ahora bien, la pregunta por el territorio cultural y la territorialidad, nos remite 
necesariamente a un debate más amplio sobre el multiculturalismo y la interculturalidad. 
Como lo plantea Borrero (2003): ¿De dónde nace la preocupación por los derechos (en 
este caso los territoriales) que pueden tener comunidades específicas en razón de su 
pertenencia étnica? En otras palabras, ¿por qué debemos reconocer estas 
particularidades culturales? Lo que estaría entonces en el fondo de la discusión es la 
“resistencia a que una sola cultura, la liberal occidental, sea la protegida” (p.13), de 
suerte que todas las otras culturas sigan necesariamente su camino. Para ello, es 
necesario referirse a dos modelos teóricos que reflexionan en torno al reconocimiento de 
estos derechos diferenciados y; que en consecuencia, dan lugar a dos modelos de 
estado: el modelo multicultural (estado multicultural) y el modelo intercultural (estado 
plurinacional).  
 
Desde el surgimiento de los Estados- Nación hasta la fecha, los países han tenido 
diferentes aproximaciones al tratamiento de las poblaciones indígenas americanas y a su 
territorio. Es así que durante el siglo XIX y principios del siglo XX, imperó el denominado 
modelo asimilacionista que buscaba integrar a los indígenas a la civilización y ello fue 
cierto tanto para el caso de Colombia, como en la región latinoamericana. El objetivo de 
este modelo era la disolución de las identidades diferenciadas. Es así que este tipo de 
ideología y de práctica no toleraba la existencia de modelos distintos de vida colectiva. 
En lugar de imponer al otro que viva segregado del modelo cultural dominante, necesita 
que éste se inserte de una forma subordinada en el entretejido de las nuevas relaciones 
sociales regidas por las leyes del mercado (Gall, 2005). 
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Sin embargo, desde principios del siglo XX, el modelo de la modernidad fundamentado 
en la correspondencia entre un Estado y una cultura nacional fue cuestionado por la 
realidad de una diversidad nacional y cultural que coexiste al interior de los Estados-
nación (Cruz Rodríguez, 2013, p. 13). Como respuesta a ello, se han formulado al menos 
dos propuestas que han tomado especial importancia en los discursos políticos e 
institucionales: el multiculturalismo y la interculturalidad. 
 
Es así que durante las últimas tres décadas, con las reformas constitucionales de la 
década de los 90´s, varios estados latinoamericanos han adoptado definiciones y 
mecanismos propios del llamado “modelo multicultural” que busca hacer coincidir los 
derechos especiales en función de grupo, con la tradición liberal, igualitarista y 
universalista (Taylor, 1993; Kymlicka, 2006; Giraudo, 2007). Por el otro lado, una apuesta 
más crítica, o posmoderna, intenta mostrar un nuevo modelo emancipatorio en donde el 
reconocimiento de derechos diferenciados transformaría la concepción sobre la 
hegemonía liberal occidental: esta sería la apuesta del modelo intercultural materializado 
en una Estado plurinacional (De Sousa Santos, 2001; Lao Montes, 2010; Walsh, 2007; 
2009). Veamos brevemente cada uno de ellos:  
 
En cuanto al primer modelo, a saber, el multicultural este tuvo sus inicios en los años 
setenta principalmente en Canadá frente a la coexistencia de varias naciones al interior 
del Estado. Fue el producto de una posición contestataria de los movimientos sociales 
respecto del proyecto de integración nacional fundamentado en el melting-pot (Tubino, 
2003, p. 1). Así, surge el modelo multicultural que pretende conciliar el modelo 
democrático y liberal con las exigencias propias de la diversidad cultural. Entre sus 
principales teóricos podría mencionarse a Charles Taylor y William Kymlicka.  
 
Will Kymlicha (2006), por ejemplo, considera que si las sociedades liberales quieren ser 
consistentes con sus postulados de dignidad y libertad deben respetar y proteger las 
culturas societales, es decir, aquellas culturas que involucran grupos que participan de 
una cierta unidad cultural marcada por elementos como lengua, tradición compartida, 
intergeneracionalidad e institucionalidad propia. En efecto, obligar a un individuo a 
abandonar su propia cultural para adoptar otra, contraviene el principio de libertad 
(Borrero, 2010). En suma, si las sociedades liberales se jactan de propugnar y proteger la 
dignidad y la libertad deben reconocer y proteger las culturas societales. Kymlicha (2006) 
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considera que algunas formas de diferencia étnico-culturales pueden protegerse 
realmente solo mediante el reconocimiento de derechos individuales y colectivos o 
derechos diferenciados “en razón a la pertenencia de grupo”. En este sentido, hay tres 
tipos de derechos diferenciados: de autogobierno (autonomía política y territorial), 
poliétnicos (de protección de la especificidad cultural) y de representación especial (en 
las instituciones políticas nacionales). 
 
Por otro lado, el modelo intercultural, o poscolonial, formula profundas críticas al 
multiculturalismo (Walsh (2007; 2009), Santos (2001), Lao Montes (2010), Stuart Hall 
(1999)). En efecto, la crítica intercultural concibe el multiculturalismo como una estrategia 
más de asimilación cultural y pretende poner de presente las relaciones de poder entre 
culturas dominantes y subalternas: “tras los derechos étnicos así reconocidos se 
escondería un propósito homogeneizador de parte del liberalismo, que los otorga como 
una forma más de hacer extensivos sus principios y formas de ver la vida” (Borrero, 
2010, p.13).  
 
Es por ello que Walsh (2009) considera que el multiculturalismo en América Latina 
terminó sirviendo a los intereses del neoliberalismo. De suerte que la interculturalidad 
busca reconstruir los derechos desde otro paradigma, en particular abogando por la 
descolonización de los discursos culturales y la formulación de políticas culturales 
decoloniales. En tal medida, Walsh (2009) indica que la interculturalidad significa “el 
contacto e intercambio entre culturas en términos equitativos; en condiciones de 
igualdad” o, lo que es lo mismo, es “un interpensamiento e interrelacionamiento que no 
tienen la pretensión de asumir la perspectiva del otro sino de permitir que la diferencia 
intervenga en uno, abriendo así nuevas perspectivas interculturales de vivir “con” o “con-
vivir” (pp. 13-15) 
 
Las experiencias de Ecuador y Bolivia, por ejemplo, son catalogadas por Santos cómo 
muestras de modelo intercultural, que dan lugar a un Estado Plurinacional que tienen, en 
concepto del autor, un marcado sentido político de la refundación del Estado (2010, p. 
82), a partir de un constitucionalismo desde abajo y formulado desde el sur.  
 
En suma, para efectos de este trabajo final, y pese a las importantes críticas realizadas 
por el modelo intercultural, adoptaremos la propuesta de la multiculturalidad, pues 
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consideramos que nos permite entender no solamente el tipo de demandas que plantea 
el movimiento social indígena en el marco del derecho al territorio, sino además cómo 
este movimiento ha utilizado el mismo derecho de la sociedad mayoritaria, en este caso 
las acciones judiciales, con el fin de garantizar la consecución de sus demandas, 
estrategias que se han venido afinando de marco al advenimiento de un Estado 
multicultural como el planteado constitucionalmente en Colombia a partir de la 
Constitución de 1991.  Pese a ello, se harán algunas referencias a los límites de este 
modelo multicultural, de cara a las críticas de la interculturalidad.  
1.3 La caracterización de los movimientos sociales 
indígenas y su aproximación al derecho  
Ahora bien, para efectos de identificar los usos del derecho por parte de los indígenas en 
la defensa del territorio, es menester reflexionar en torno al sujeto de esta historia, es 
decir, al (los) movimiento(s) social(es) indígena(s) y su aproximación al derecho. Para 
ello se analizarán tres aspectos: i) ¿cómo perfilar el movimiento indígena?; ii) ¿cómo 
explicar su aproximación al derecho?; y finalmente, iii) ¿si los indígenas usan el derecho, 
hay un esperanza en el derecho como herramienta de emancipación? 
 
1.3.1 Perfilando a los movimientos sociales indígenas  
 
Al aproximarnos al movimiento indígena en nuestro país es preciso mencionar que éste 
se ha caracterizado por un ejercicio de resistencia que ha sido una constante tanto en el 
periodo colonial, como en el republicano. De allí se podrían derivar los siguientes 
elementos de este movimiento durante el periodo histórico analizado, características que 
son válidas incluso en la época actual: i) tienen un papel protagónico en Colombia y un 
marcado carácter político; ii) es un movimiento que no es estático; iii) es un movimiento 
heterogéneo; iv) es un movimiento que recurre a varios tipos de acciones, entre 
institucionales y no institucionales y que por ello alterna las prácticas políticas, con las 
jurídicas; v) es un movimiento que alterna el escenario local, con el escenario 
internacional. Veamos cada uno de estos elementos.  
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En cuanto al primer elemento, varios autores han coincidido en el papel protagónico del 
movimiento indígena en Colombia y su naturaleza política (Gonzalez, 2008; Yashar, 
2005; Peñaranda 2005; Gros, 2010), al punto que los indígenas, siendo menos del 3% de 
la población nacional, están presentes hoy en día en el 5% de las protestas sociales 
desplegadas en el territorio colombiano (Archila, 2008).  
 
En este punto, es preciso destacar su capacidad de integrar los problemas, y las 
dificultades a la esfera política. Esto implica, por un lado, una posición radical frente a sus 
reivindicaciones pero también una capacidad de escuchar y negociar con sus adversarios 
(Archila, 2008). Es en este sentido que se entiende por qué se han expresado, en su 
mayoría, por la vía no armada pues mientras que en muchos momentos de la historia 
colombiana, los actores políticos y armados se han caracterizado por permanecer en una 
posición radical, lo que denota una falta de escucha de las propuestas del adversario; la 
excepción es el movimiento indígena. Así, si bien su radicalismo es fuerte en los 
momentos decisivos, tiene, simultáneamente, una clara capacidad de escucha, 
componente que está íntimamente relacionado con sus costumbres culturales (González; 
2008).  
 
En cuanto al segundo elemento, este movimiento indígena no es estático e inmutable, 
sino que se ha transformado de acuerdo a la coyuntura particular y en función de sus 
demandas. En este sentido, es posible identificar el paso de los activistas rurales 
formados en los diferentes movimientos de izquierda que operaron en las regiones 
durante las décadas de los 70´s y 80´s cuando surge el movimiento indígena en su 
versión contemporánea; frente al conjunto de líderes escolarizados y cosmopolitas que 
irrumpieron en la escena nacional con una crítica sofisticada a la política neoliberal del 
Gobierno y con la voluntad de construir una nación pluralista (Rappaport, 2008, p.20; 
Gros, 1991, 2000, Jimeno, 1996). Mientras que los primeros, siendo fundadores de las 
organizaciones políticas de los años 80´s eran por lo general agricultores sin educación 
que reclamaban tierras que las comunidades habían perdido en el siglo XIX; los 
segundos, producto de la nueva generación de la Constitución de 1991, son líderes que 
han estudiado al menos el bachillerato y que se encuentran más familiarizado con los 
discursos del Estado y de las organizaciones no gubernamentales (Jimeno, 1996).  
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Ahora, en cuanto al tercer elemento, si el movimiento indígena no ha sido estático, 
tampoco es homogéneo. Frente a ello han reflexionado investigadores como Johanne 
Rapaport o Álvaro Bello, en lo que se refiere a la heterogeneidad del movimiento y los 
diversos actores indígenas y no indígenas que lo componen.  
 
Rappaport (2008) señala la necesidad de visibilizar la heterogeneidad del movimiento 
indígena, que se evidencia no sólo en la diversidad de posiciones políticas que tienen las 
organizaciones que lo componen, sino también en la heterogeneidad de sus participantes 
(Rappaport, 2008), de suerte que no es posible caracterizar al movimiento indígena como 
un solo movimiento. De la misma forma, Bello (2004) precisa que no puede referirse al 
movimiento indígena como un colectivo, como si se tratara de un grupo homogéneo, 
pues no son una entidad uniforme que actúa en bloque ante el Estado y la sociedad 
nacional. En realidad, lo que hay es un conjunto de pueblos, grupos, actores 
diferenciados por culturas y lenguas y formas de vida distintas. Por ello, Rappaport 
(2008) plantea que el movimiento indígena es más bien una compleja trama de redes 
interétnicas, más que una entidad homogénea o monolítica, que comprende intelectuales 
regionales indígenas, pero también actores locales menos cosmopolitas, e incluso 
colaboradores, antropólogos y funcionarios estatales que dan soporte a este movimiento 
(p.25-26).  
 
Ahora, cuando se analiza los movimientos indígenas, Rappaport (2008) precisa que 
éstos están integrados, por diversos componentes: intelectuales orgánicos, intelectuales 
citadinos, colaboradores, antropólogos, etc. Veamos algunas de estas categorías: 
 
Así en el movimiento indígena, es posible identificar intelectuales orgánicos19 en la 
medida en que permanecen conscientes de su identidad étnica, pues es a través de su 
identidad que, como miembros de un movimiento, ejercen su labor de intelectuales y 
                                               
 
19
Cuando se refiere al concepto de intelectuales, Rappaport (2008) toma el concepto de Gramsci quién no 
confinó su análisis a las clases letradas, sino que argumentó que el trabajo intelectual es un terreno de 
muchos que involucra no sólo la producción de investigaciones académicas. El rol de estas intelectuales es 
crear nuevas culturas o mantener las ya existentes. Gramsci hace la distinción entre intelectuales 
tradicionales, que trabajan con los sectores hegemónicos con el fin de perpetuarlos; y los intelectuales 
orgánicos que impulsan a los grupos emergentes de la clase trabajadora. Ahora bien, la creación de 
intelectuales implica no sólo promover su surgimiento en una clase particular, sino también asimilar los 
intelectuales tradicionales en el grupo para transformarlos en intelectuales orgánicos (Rappaport, 2008).  
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sirven a ese movimiento. En efecto, su trabajo no tiene el propósito de crear 
conocimiento académico sino de promover el activismo local, inspirado en una ideología 
indígena contestataria y culturalmente orientada (Rappaport, 2008). 
 
Por otro lado, el movimiento indígena, no está compuesto solo por indígena sino también 
por intelectuales urbanos de izquierda que se han dedicado a la política indígena y que 
aportan habilidades y conocimientos muy necesarios al grupo, que pueden ser 
denominados como colaboradores (Rapaport, 2008). Son los denominados, “forasteros 
desde adentro” outsiders within” (Collin, 1991, p.11).  
 
Finalmente, el movimiento empieza a contar rápidamente con un ambiente internacional 
que evoluciona de modo favorable: la causa indígena está cada vez más asociada con 
los derechos humanos y problemas ecológicos, por lo que contará con el apoyo logístico 
de las ONG del norte. El apoyo internacional jugará un papel fundamental en la 
financiación del aparato indígena y de sus acciones (Gros, 2010). 
 
Es así que los movimientos indígenas están compuestos por toda esta amalgama de 
intelectuales que señala Rappaport, característica que explicará, en parte, su 
aproximación al derecho y su forma de litigar ante los estrados judiciales, la cual, debido 
a esta denotada heterogeneidad no demuestra la coherencia que idealmente podría 
esperarse. Sin embargo, vale rescatar que en sus demandas sociales, el movimiento 
indígena opera a partir de la apropiación de las ideas externas, al conectar las diversas 
redes de activistas, colaboradores y simpatizantes ocasionales de los movimientos 
indígenas en una esfera común de interacción (Rappaport, 2008). 
 
En cuanto al cuarto elemento, es necesario referirse a el tipo de acciones ejecutadas por 
este movimiento protagónico, de carácter político, dinámico y heterogéneo: En este punto 
vale la pena precisar que si bien existen diferentes marcos teóricos para acercarse al 
análisis de la dinámica de los movimientos sociales  (MacAdam, Tarrow, Tilly; Tourraine, 
Melucci) gran parte de estas reflexiones son construidas en Estados Unidos o Europa por 
fuera de un contexto que analiza la cuestión étnica. Es por ello que acogemos la 
propuesta de González (2008) y Santamaría (2008) por tratarse de un marco teórico 
aplicable a los movimientos indígenas, lo que denota un marco referencial que se 
acomoda más al contexto colombiano.  
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Así, González (2008), plantea que en lo que se refiere a los movimientos indígenas es 
posible identificar cinco (5) tipos de acciones: i) acciones nucleares comunitarias que 
fundan y mantienen la dinámica del movimiento; ii) acciones reactivas que hacen frente a 
las consecuencias del conflicto; iii) acciones proactivas20 que animan la legitimidad de su 
proceso político; y finalmente, iv) acciones institucionales de tipo político.  
 
González (2008) explica que las tres primeras acciones construyen la autonomía del 
movimiento indígena: el primer tipo lo hace desde una perspectiva interna y las otras dos 
restantes desde una vía externa. Las acciones institucionales, por su parte, abarcan toda 
clase de manifestaciones del movimiento relacionadas con el avance legal y 
constitucional y mediante ellas se logra oficialmente un espacio político para los pueblos 
indígenas21. Consideramos pues, que el litigio ante los estrados judiciales, que es el 
objeto de estudio de este trabajo, podría corresponder a las acciones institucionales de 
tipo político.   
 
Ahora bien, las organizaciones y movimientos indígenas no optan únicamente por la 
implementación de una de estas acciones, es decir que éstas no son excluyentes. Es así 
que Santamaría (2008) precisa cómo es posible identificar una alternancia entre las 
prácticas jurídicas y las políticas en la dinámica de las reivindicaciones de estas luchas. 
Por ello, el litigio y movilización de los casos ante los tribunales, sea a nivel nacional o 
internacional, no puede desligarse del contexto político en el que se inscriben las 
movilizaciones de los pueblos indígenas.  
 
Finalmente, en cuanto al quinto punto, a saber, la alternancia entre los escenarios 
nacionales e internacionales, es importante poner de presente que el caso colombiano no 
es ajeno al escenario latinoamericano. Durante la misma época analizada en este 
trabajo, se dio un proceso de surgimiento y consolidación de los movimientos indígenas 
en otros partes del mundo, en particular en Latinoamérica, a la par que se desarrollaron 
                                               
 
20
Charles Tilly distingue tres tipos de acciones colectivas de resistencia: competitivas, reactivas y proactivas, 
Las acciones proactivas se caracterizan por reivindicar derechos y nuevas demandas de los movilizados. Las 
acciones reactivas tienen un carácter defensivo y de resistencia frente a las decisiones y exigencias de los 
adversarios al movimiento. (Citado en González, 2008).   
21
 Respecto al análisis de este tipo de acciones, se tiene a los siguientes autores: Borrero, 2003; Bonilla, 
2003; Ruiz, 2000 y 2011; Sánchez, 1996, 2002 y 2004; Zambrano, 2002; Laurent, 2005. 
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redes trans-comunitarias y transnacionales que fortalecieron los movimientos indígenas 
nacionales. 
 
Es así que Yashar (2005) precisa que los movimientos indígenas en Latinoamérica no 
surgieron mecánicamente sino que fue necesario inicialmente una capacidad institucional 
para mantener el movimiento: las redes trans-comunitarias y trasnacionales permiten 
esta consolidación del movimiento. Estas redes permiten la consolidación de los foros en 
donde los indígenas pueden conocerse, compartir experiencias comunes, desarrollar un 
lenguaje común, identificar problemas comunes, y articular desafíos comunes.  
 
En este sentido, el fenómeno de la internacionalización de las redes transnacionales 
indígenas es analizado por Santamaria (2008). Según la autora, la década de los 80´s 
representó el inicio de la participación de los indígenas en la producción de las 
herramientas jurídicas internacionales y los años 90´s implican la profesionalización de 
estos agentes, de suerte que en esta época la institucionalización de la problemática 
indígena se consolida, dando lugar a la emergencia de lo que Santamaria (2008) 
denomina “un sub-campo jurídico de los derechos de los pueblos indígenas” como una 
variante de la problemática de los derechos humanos. La emergencia de este nuevo 
universo supuso la organización del movimiento indígena continental bajo la forma de 
organizaciones sociales transnacionales e internacionales y la consolidación de un 
conocimiento experto en derechos humanos especializado: la expertise en derechos de 
los pueblos indígenas. En este contexto, emerge un personal político y jurídico atípico, 
compuesto por jueces y dirigentes indígenas que movilizan un tipo especial de capital (el 
capital étnico) para “entrar en política” e insertarse en el espacio jurídico internacional. De 
la misma forma, en estos escenarios los indígenas recurren a estrategias discursivas a 
partir de la movilización del discurso de la doble conservación: combinación de los temas 
de protección de la biodiversidad y de la diversidad cultural. 
 
1.3.2 El movimiento indígena y su aproximación al derecho: los 
usos del derecho  
 
Una vez perfilado el movimiento, es necesario preguntarse por la aproximación de este 
movimiento o movimientos indígenas al derecho, es decir los usos del derecho. Para ello, 
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se hace necesario hacer referencia a la categoría de usos del derecho, para luego 
reflexionar en torno a la aproximación del movimiento indígena a ese derecho.  
 
Por un lado, los estudios sobre la conciencia jurídica22 se aproximan teóricamente a la 
noción de “usos del derecho”. En esta línea, Sarat, Ewick y Silbey (s.f) se han acercado a 
este concepto, desentrañando las interrelaciones cognitivas, subjetivas e instrumentales 
del común de la sociedad con y a través del derecho. Su interés se centra en comprender 
lo que ciertas personas (aquéllas no profesionalizadas en el campo jurídico) piensan 
sobre el derecho, la forma en que utilizan las ideas jurídicas, así como “el poder del 
derecho y su papel en las relaciones sociales”. Esto supone entender la manera cómo el 
derecho es experimentado y entendido por los ciudadanos ordinarios cuando ellos 
deciden invocarlo, evitarlo o confrontarlo. Desde esta perspectiva, es posible identificar 
historias de resistencias y de dominación frente al derecho. Este enfoque supone, 
entonces, una metodología que tome herramientas propias del psicoanálisis.  
 
A diferencia de la propuesta de los estudios de la conciencia jurídica, este trabajo parte 
de un concepto diferente de “usos del derecho”:  
 
Como se vio, el uso del derecho por parte de los indígenas involucra no sólo a personas 
del común, sino también indígenas profesionales y/o intelectuales del derecho que han 
optimizado este conocimiento con el fin de materializar sus luchas, mediante el uso 
consciente de las herramientas jurídicas de la sociedad mayoritaria. Es en este sentido 
que González (2008) plantea que partiendo de la creatividad propia del pensamiento 
aborigen y aprovechando su facultad de integración política, los indígenas han amparado 
sus acciones en el marco de la legalidad.  
                                               
 
22
 “El fenómeno jurídico es visto por los LCS [estudios de conciencia jurídica] como un elemento constitutivo 
de la realidad social y no como un aparato institucional oficinal destinado a incidir en dicha realidad. De 
acuerdo con esto, la mirada del investigador se dirige hacia aquellas prácticas sociales concretas, cotidianas 
y en las cuales las normas jurídicas son percibidas como elementos constitutivos de la realidad. El énfasis en 
la rutina y no en lo excepcional; en lo social y no en lo institucional, y en las representaciones mentales 
(visión simbólica) que los ciudadanos corrientes tienen del derecho y no en el sistema coercitivo o promotor 
del derecho (visión instrumental) son elementos comunes de este cambio de óptica” 
 “Es posible detectar tres postulados –más o menos dispersos- en esta reorientación de L&S. En primer 
lugar, una defensa de la investigación empírica sin que ello implique una adopción de los postulados 
positivistas; en segundo lugar, una posición política progresista en beneficio de los actores sociales débiles o 
marginados; finalmente, una perspectiva teórica dispuesta a explorarlas complejidades de la relación entre 
derecho y cambio social a partir de una teoría social de tipo constructivista”. ( García, 2001, p.15) 
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En este contexto, la pretensión acá es centrarse en lo usos del derecho en el marco del 
litigio ante los estrados judiciales (Altas Cortes). Es por ello, que lo que se busca no es 
acudir a la metodología de los estudios de la conciencia jurídica, pues precisamente se 
pretenden identificar las estrategias jurídicas utilizadas por los líderes u organizaciones 
indígenas, o como lo refiere Rappaport (2008), de los “intelectuales orgánicos” ante los 
estrados judiciales con el fin de emplear ese mismo derecho, foráneo, a su favor. Ello 
implica dejar de lado la lectura desde el psicoanálisis y analizar por su parte, las 
denominadas “acciones institucionales de tipo político” (Gonzáles, 2008) e identificar, 
como lo sugiere Santamaría (2008) las interrelaciones de estas acciones judiciales 
(prácticas jurídicas), con el campo político (el proceso de consolidación de los 
movimientos indígenas). De la misma forma, no se puede pensar que estos usos del 
derecho por parte de los indígenas en Colombia, se dan de forma aislada a los 
escenarios internacionales y/o regionales. Es por esta razón que se hará continua 
referencia al contexto latinoamericano en donde también surge, por la misma época, una 
serie de movimientos indígenas capaces de exigir derechos, entre éstos los derechos 
territoriales. Tal como lo sugiere Santamaría (2008), el accionar de los movimientos 
indígenas alterna los escenarios nacionales, con los internacionales y/o regionales, 
configurando en este sentido redes transnacionales de reivindicación.  
 
Así, el uso del derecho que hacen los indígenas demuestra que los grupos subalternos 
no son sujetos anulados, sino que siempre pueden realizar actos de resistencia 
(Ceballos, 2011) que deben ser entendidos como tácticas en el sentido de De Certeau, 
es decir, como la “forma de acción propia del débil, que se caracteriza por moverse 
dentro del campo del enemigo, utilizar su lenguaje y sus códigos” (De Certeau, 2007). 
Conectado con lo anterior, De Trazegnies utiliza la expresión “polivalencia táctica del 
razonamiento jurídico” para nombrar la característica de los sistemas jurídicos que 
permiten a los subalternos participar en la lucha con alguna posibilidad de éxito. 
Entonces, “el discurso explotador” es retomado por manos ajenas y convertido en 
discurso del “explotado” ensayando su liberación. Es posible, pues, que se dé una 
apropiación de lo creado por el colonizador; de este el modo el derecho abre la 
posibilidad de que se den “rebeldías jurídicas” (1995).  
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1.3.3 El carácter emancipatorio del derecho para el movimiento 
indígena  
 
En Colombia, como ocurre en general en los estados latinoamericanos, es posible 
identificar una práctica jurídica que es señalada por García y Rodríguez (2003), como la 
ineficacia instrumental y eficacia simbólica del derecho: “Tanto más limitado es el margen 
de maniobra política de los gobiernos latinoamericanos, tanto menos operante es la 
democracia representativa y más necesidad tienen los gobiernos de recurrir al derecho 
para responder a las demandas sociales” (p.40).   
 
Es así que el reformismo jurídico y la producción normativa pasa a ser un sustituto para 
compensar la incapacidad política: A las demandas sociales, se responde con reformas 
normativas y con expedición de nuevas constituciones. Sin embargo, la eficacia 
instrumental que se logra con las reformas es mínima, el efecto es meramente simbólico. 
La dimensión simbólica supone entonces que la reforma es producida principalmente 
para establecer una comunicación legitimadora entre las instituciones de un lado, y los 
ciudadanos del otro, más que para satisfacer sus objetivos instrumentales declarados 
(García & Rodríguez, 2003).  
 
Esta reflexión de García y Rodríguez (2003) nos obliga a plantearnos la pregunta en 
torno al carácter emancipatorio del derecho. ¿Si los indígenas usan el derecho para 
defender su territorio, hay realmente esperanza en el derecho como herramienta de 
emancipación? Frente a esta pregunta hay varias respuestas:  
 
Por un lado, están aquellos que valoran el carácter emancipatorio del derecho en 
general, y del uso de acciones ante los tribunales, en particular (Lemaitre, 2009;  García 
Villegas, 2006; Brown, 1995; Brown & Williams, 2005; Crenshaw, 1998; McCann, 1992 y 
Ewick y Silbey, 1998)  
 
Así, García (2006) precisa, por ejemplo, que para que el constitucionalismo aspiracional, 
como el colombiano, sea efectivo y genere cambios sociales requiere el compromiso de 
los movimientos sociales, la opinión pública y en general, las fuerzas políticas que 
apoyaron la promulgación de la Constitución o que apoyan su aplicación efectiva, esto es 
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un constitucionalismo militante. Entendido en este sentido, el constitucionalismo 
aspiracional puede lograr que los movimientos sociales encuentren en la constitución, y 
en especial, en la jurisprudencia progresista de la Corte Constitucional, una especie de 
estandarte político a partir del cual articulan mejor sus luchas políticas y la defensa de 
sus derechos.  
 
En esta misma línea defensores de minorías (Crenshaw, 1998) o los estudios de 
conciencia jurídica (McCann, 1992; y Ewick y Silbey, 1998) consideran que las reformas 
legales de tipo social y contra la discriminación pueden ser un mecanismo útil de la lucha 
política.  
 
En segundo lugar, hay algunas posiciones teóricas moderadas que consideran que, aun 
cuando existe una tendencia a la dominación, el derecho por lo menos en algunos 
eventos, puede favorecer a los movimientos sociales. En este caso, Gordon (1998),  
considera que la expedición de leyes no siempre ha sido a favor de los capitalistas pues 
también, aunque en menor medida, ha beneficiado a trabajadores, mujeres, pobres, etc. 
Los marginados pueden entonces eventualmente revertir el fin de la retórica jurídica.  
 
Finalmente, otros más escépticos consideran que ninguno de los movimientos que ha 
acudido a las Cortes ha conquistado plenamente los objetivos que estaban a la base de 
sus demandas (Rosenberg, 1991). O bien, que el litigio ante los tribunales coopta las 
organizaciones y enfría la movilización política, de suerte que la estrategia jurídica es en 
realidad una ilusión pues se debilita la lucha política contra-hegemónica, al desviar la 
atención hacia el proceso jurídico de reforma. Dado el carácter individualista de los 
derecho, su eficacia colectiva termina siendo mínima (Brown Nagin, 2005; Balbus, 1996; 
Puga; 2012). En esta línea, Puga (2012), por ejemplo, precisa que las aspiraciones o 
demandas ciudadanas quedan atrapadas en un proyecto institucionalista de “juristas” 
antes que en uno realmente inclusionista o emancipador. Así, los “intereses concretos 
definidos por sus titulares son desplazados por los conceptos de la disputa técnica entre 
los profesionales del derecho, que así acrecientan su poder social” (p.49). 
 
En suma, para el caso de este trabajo final se plantea que es posible constatar cómo los 
indígenas, durante el periodo estudiado, han obligado al derecho a reconocer y reformar 
su propias formas de subordinación y discriminación, al utilizarlo ante los estrados 
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judiciales a su favor y al propiciar que se permee el ordenamiento jurídico de derechos a 
su favor, en particular en el ámbito de los derechos territoriales, elevando este debate de 
un plano legal a un plano constitucional. Teóricamente se cree en una fuerza 
emancipadora del derecho, en este caso a partir del litigio ante los estrados judiciales y 
que es visible si se analiza el tema desde una perspectiva histórica.  
 
  
 
2. CAPÍTULO 2: USOS DEL DERECHO EN LOS 
AÑOS 80´S Y MOVILIZACIÓN ANTE LOS 
TRIBUNALES JUDICIALES POR LA DEFENSA 
DEL TERRITORIO  
 
Este capítulo tiene como fin identificar los usos del derecho por parte de los indígenas 
ante los estrados judiciales en la década de los 80´s; es decir, tiene como objetivo, 
entender la reivindicación del derecho a la propiedad colectiva desde su “procesualidad” 
(Mesa, 2013). Sin embargo, teniendo en cuenta que se pretende reconstruir una historia 
crítica del derecho que entienda el derecho como un producto social y que tenga en 
cuenta los contextos sociales y políticos que lo enmarcan, se llevará a cabo este análisis 
en tres partes:  
 
Por un lado, es necesario identificar el contexto jurídico e institucional que enmarca la 
cuestión territorial indígena durante la época, pues este contexto es el que determina las 
condiciones de posibilidad del litigio ante los estrados judiciales y los resultados de ese 
litigio.  
 
En segundo lugar, es necesario hacer un contexto de los movimientos indígenas en este 
mismo periodo, pues la capacidad de acción ante los estrados judiciales, va de la mano 
del surgimiento y consolidación de un complejo entramado de movimientos indígenas 
(Rapapport, 2008) que surgen y se consolidan en los años 80´s, capaces de reclamar 
derechos.  
 
Finalmente, se analizarán algunos casos movilizados ante los tribunales judiciales por la 
defensa del territorio, así: en el nivel nacional, se analizarán los casos movilizados ante la 
Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado; en el nivel latinoamericano, se hará 
referencia a los primeros casos movilizados por indígenas colombianos ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.  
 
Como se ve, en el análisis se pretende aplicar el eje transversal sugerido por Santamaría 
(2009), en virtud del cual, por un lado, los movimientos indígenas se caracterizan por 
alternar acciones políticas y acciones jurídicas, es decir, participar en escenarios 
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políticos; y, simultáneamente, movilizar casos ante los tribunales, como medio para exigir 
sus reivindicaciones. Por otro lado, en las reivindicaciones étnicas es posible encontrar la 
alternancia entre escenarios nacionales y escenarios internacionales y/o regionales.  
2.1 El contexto jurídico e institucional en los años 80´s  
2.1.1 Un modelo legal indigenista o integracionista  
 
Según Lemaitre los modelos utilizado en Colombia para enfrentar, desde el Estado, la 
cuestión indígena han sido básicamente tres: el modelo católico, el indigenista, 
integracionista o asimilacionista; y el tercero, y vigente a partir de la Constitución de 
1991, el multicultural (Lemaitre, 2009).  
 
Para el modelo católico, que imperó durante el periodo de la Colonia, los indígenas eran 
cristianos potenciales y la iglesia debía tener poderes especiales en la administración y 
reducción de indígenas a la vida civilizada (Lemaitre, 2009). 
 
Para el indigenista o integracionista, imperante en el periodo republicano, los indígenas 
eran ciudadanos acreedores de los progresos y bienestar de la civilización y se pretendió 
encontrar formas amables de integrarlos progresivamente a la nación. Se trata del 
modelo asimilacionista planteado por Gall (2005) que fue explicado en el marco teórico 
(Capítulo 1). En su momento, el indigenismo fue un movimiento progresista que buscaba 
responder a las necesidades de los indígenas convirtiéndolos en ciudadanos plenos e 
integrándolos a la cultura dominante, sin embargo, suponía un modelo integracionista 
que desconocía las particularidades culturales de estas comunidades. Su origen, como 
política estatal, se remonta a los años 40 cuando el presidente mexicano Lázaro 
Cárdenas organizó la primera reunión intergubernamental para discutir la situación de los 
pueblos indígenas y trazar políticas comunes (Lemaitre, 2009).  
 
En Colombia, en los años 50´s se dieron algunos cambios de corte indigenista, por 
ejemplo, la creación en 1958 de una División de Asuntos Indígenas (DAI) con propósitos 
integracionistas, que tenía como función el estudio de las sociedades indígenas con el fin 
de establecer la planeación de los cambios aconsejables “con miras al progreso de 
dichas sociedades”. Además, la inclusión de los indígenas como beneficiarios especiales 
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de las leyes de reforma agraria de 1961 y 1967 se debió también al indigenismo, así 
como a la firma y ratificación del Convenio 107 de 1957 de la OIT. En la época, se 
promovió además el ingreso de una serie de organismos estatales a las zonas indígenas, 
como las Juntas de Acción Comunal, el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), el 
Instituto Colombiano de Reforma Agraria (INCORA) la Federación de Cafeteros, etc, con 
miras a ayudar a modernizar a los indígenas y asimilarlos a las mayorías. Estos cambios 
en la legislación y las políticas públicas reflejan la influencia del proyecto liberal y su 
pretensión de integrar a estos pueblos a la nación mestiza (Lemaitre, 2009, p.296).  
 
En lo que se refiere al tema de tierras, la política de tratamiento del Estado colombiano 
hacia las poblaciones indígenas ocupantes de tierras marginales o selváticas, durante 
todo el siglo pasado y por lo menos durante la primera mitad del siglo XX, estuvo 
orientada, casi exclusivamente, a procurar la integración e incorporación de tales grupos 
y sus territorios al modelo de vida económico, social, cultural y político del resto de la 
nación (Roque, 1993). Un precedente importante en materia de reconocimiento de 
tierras, se dio con la expedición de la Ley 135 de 1961 y la Ley 31 de 1967. La primera 
otorgaba al INCORA la facultad de constituir resguardos o reservas a favor de los 
indígenas. La segunda, supuso la aprobación del Convenio 107 de 1957 sobre pueblos 
indígenas (Roque, 1993). A pesar de este nuevo panorama normativo, el Estado 
colombiano reconoció durante los primeros 14 años de esta ley, es decir las décadas de 
los 60´s y 70´s, el derecho de los indígenas sobre la tierras, solo a título de reserva y por 
lo tanto de derecho a usufructo sobre las mismas (Borrero, 2003). Será necesario 
esperar hasta los años 80´s para que el Estado cambie su política hacia la constitución 
de resguardos y por ello el reconocimiento del derecho de propiedad colectiva de las 
comunidades sobre la tierra (Roque, 1993).  
 
Una vez hecha esta precisión, vale señalar que la temática tratada en este capítulo 2 
corresponde al periodo histórico de la década de los 80´s que, como se ve, se inscribe en 
el modelo indigenista, de tinte integracionista o asimilacionista, implementado por el 
Estado colombiano.    
 
Finalmente, en virtud del último modelo planteado por Lemaitre, a saber el 
multiculturalismo, se reconoce a los indígenas como sujetos colectivos de derechos cuyo 
fin es proteger culturas esencialmente diferentes. Este modelo, que fue ampliamente 
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explicado en el marco teórico, fue el que imperó en Colombia, a partir de 1991, y del que 
nos ocuparemos en el capítulo 3 de este trabajo.  
 
2.1.2 Contexto institucional y jurídico de la década de los 80´s  
 
Queda claro entonces que la década de los 80´s corresponde a un modelo legal 
indigenista, de carácter integracionista y asimilacionista, si seguimos la clasificación 
planteada por Lemaitre (2009) y Gall (2005). Sin embargo, ¿qué implicaciones tiene este 
modelo respecto al tratamiento de la cuestión indígena y, en particular,  en lo referente a 
sus territorios? Pasemos a analizar brevemente este contexto:  
 
Durante el cuatrienio 1978-1982, se encontraba en el poder Julio César Turbay quien 
llevó a cabo una represión política contra los movimientos indígenas. Es así que la 
década de 1980 inicia con una política en donde el Estado se propuso contener el 
movimiento indígena a través de un rígido Estatuto de Seguridad (Peñaranda, 2005, 
Gros, 1991). A su vez, este mandatario pretendió desarrollar un Estatuto Indígena (1979) 
que buscaba detener la insurgencia de los movimientos indígenas (Laurent, 2005) y en el 
que se proponía la creación del Departamento Administrativo de Desarrollo de la 
Comunidad y Asuntos Indígenas (DADCAI), entidad que tenía autoridad para “ejercer 
control, inspección y vigilancia sobre las asociaciones, corporaciones o fundaciones que 
adelantarán actividades entre los indígenas”. A su vez, le correspondía certificar la 
existencia de las comunidades indígenas, de su autoridad tradicional, así como 
reconocer o cancelar la personalidad jurídica de las comunidades indígenas, 
asociaciones, federaciones y demás organizaciones que desarrollaran actividades 
relacionadas con los indígenas” (Gros, 1991).  
 
En materia de tierras, el escenario, a finales de los 70´s y principios de los 80´s, tampoco 
era favorable: por un lado, porque los pocos reconocimientos territoriales que se hicieron 
durante los 70´s fueron a título de reservas indígena. Por otro lado, por la precaria 
situación de la tierra de esta población. Veamos.  
 
En cuanto a lo primero, el siglo XIX y la primera década del siglo XX se caracterizó por la 
implementación de una política de disolución de los resguardos coloniales reconocidos 
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durante el periodo colonial y de alguna forma protegidos mediante la Ley 89 de 1890. Si 
bien, mediante Ley 135 de 1961 se le otorgó la facultad al INCORA de adjudicar baldíos 
a favor de los indígenas, predominó durante las décadas de los 60´s y 70´s, la idea de 
adjudicar tierras a título de reservas indígenas, lo que les daba no un derecho de 
propiedad, sino de usufructo sobre la tierra (Gros, 1991). Esta adjudicación se dio en el 
marco de una política indigenista que buscaba modernizar al indígena e incorporarlo e 
integrarlo al desarrollo rural colombiano (Gros, 1991).  
 
En cuanto a lo segundo: el primer CONPES que se encarga de la problemática de las 
tierras indígenas, elaborado en 1980, da cuenta de la precaria situación de esta 
población. La mitad de los indígenas carecían de tierras legalmente asignadas por el 
Estado, y quienes la tenían, estaban sometidos constantemente a disputas territoriales 
con colonos y terratenientes. Sólo el 9% de las comunidades indígenas habían obtenido 
la tierra bajo la figura de reservas, que además era una figura ambivalente; mientras que 
el 21% de la misma población adelantaba procesos de legalización de reservas (Borrero, 
2003). El 22% de los indígenas carecían de tierra delimitada, el resto se distribuía en 
resguardos coloniales (36%), un 5% que habitaba en parcialidades o comunidades y un 
7% poseedores individuales (Borrero, 2003).   
 
Ahora bien, 1982 y los años posteriores, representan un cambio de actitud del Estado 
colombiano frente a las organizaciones indígenas, y en consecuencia, frente al 
reconocimiento de sus derechos territoriales (Laurent, 2005). Con el presidente Belisario 
Betancur, quien llega en 1982 al poder, se inicia una nueva política indigenista que 
pronto tuvo como efecto el reconocimiento de un estatus sin precedentes para las 
comunidades y organizaciones indígenas activas en el país en la medida en que se llegó 
a un diálogo con ellas (Gros, 2010). Es así que el gobierno colombiano favorecerá la 
institucionalización del movimiento indígena reconociéndole un protagonismo regional y 
convirtiendo a la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) en el interlocutor 
privilegiado a nivel nacional (Gros, 2010).  
 
A su vez, Belisario Betancur, disminuye los niveles de represión, levantando el estado de 
sitio y adopta una actitud positiva frente a los indígenas, lo que se refleja, por ejemplo, en 
la visita que realizó en 1982 a las autoridades guambianas en una tierra “recuperada”. 
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Ese día reconoció en su discurso público el derecho de los indígenas a la tierra ancestral 
(Lemaitre, 2009, p. 223).  
 
De la misma forma, en esta época iniciará la destinación de rubros para asuntos 
indígenas: uno de los rubros del Plan Nacional de Rehabilitación (PNR) asignados a las 
regiones damnificadas del país será destinado a las poblaciones indígenas (Gros, 2010).  
 
Finalmente, vale precisar, que en 1984 fue creada una de las más importantes entidades 
en materia indígena, que dan cuenta del cambio de la política respecto al tema, a saber, 
el  Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas (PRODEIN). Esta entidad 
fue constituida después de ser consultada con las comunidades indígenas, previa 
consolidación de un Consejo Nacional Indígena encargado de mantener una política de 
concertación y que reconoció los errores y límites de la política integracionista 
implementada durante las décadas anteriores (Gros, 1991).  
 
La llegada en 1986 de Virgilio Barco no pone en tela de juicio la política indigenista de 
Belisario Betancur y del PRODEIN. Durante este periodo las relaciones Estado- 
Indígenas se encausan a través del Programa Nacional de Rehabilitación (PNR) (Gros, 
1991).  
 
En materia de tierras, también los cambios se hacen sentir a partir de 1982: con 
fundamento en la misma Ley 136 de 1961, la estrategia estatal de reconocimiento de 
derechos territoriales varía hacia los llamados Nuevos Resguardos, aun cuando su efecto 
sólo se haría sentir una década después (Borrero 2003). Los gobiernos sucesivos 
extenderán masivamente la figura jurídica del resguardo a las poblaciones de las tierras 
bajas, admitiendo en este sentido una territorialidad indígena provista de una autoridad 
reconocida con rango político administrativo (cabildo o cualquier forma de autoridad 
tradicional) (Gros, 2010). Ello fue confirmado por la actitud de Virgilio Barco, quien hará 
presencia en el predio Putumayo y hará entrega, en 1986, de una gigantesca propiedad 
de 5,2 millones de hectáreas a los jefes indígenas, antigua propiedad de Arana (Gros, 
2010). Esto permite que en 1986, se cristalice la distribución de doce millones de 
hectáreas mediante la delimitación de 151 nuevos resguardos a favor de los pueblos 
indígenas, así como el reconocimiento legal de la autoridad política administrativa propia 
de estos territorios y de las poblaciones que ocupan (Laurent, 2005). De la misma forma, 
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los gastos en materia de tierras dan cuenta del interés del gobierno en el tema: 67 
millones de pesos en 1983 y 249 millones en 1986. 
 
En suma, a finales de 1986, la situación en materia de tierras indígenas era la siguiente:  
 
Tabla 1.Reservas y resguardos indígenas  
Superficie aproximada 12.010.136 hectáreas 
Número de personas 128.016 
Número de familias 22.462 
Número de resguardos constituidos 151 
Número de reservas constituidas 30 
TOTAL 181 
Fuente: Gros, 1991, p. 282. 
 
2.1.3 En el contexto latinoamericano  
 
Ahora bien, el cambio de política y de contexto jurídico de los años 80´s no fue un caso 
exclusivo de Colombia sino que, directa o indirectamente, se vio influenciado por el 
contexto latinoamericano. Por eso resulta pertinente hacer una breve referencia al 
contexto de la región.  
 
Durante el siglo XIX y luego, durante gran parte del siglo XX, las constituciones 
latinoamericanas desconocían la presencia de las poblaciones indígenas, a pesar de la 
existencia de una población indígena numerosa a lo largo y ancha de la región 
latinoamericana. Sólo algunas de ellas mencionaban esta realidad pero para precisar la 
necesidad del Estado de integrarlas a la civilización. Este fue el caso de las 
constituciones de Chile de 1882, de Paraguay de 1870 y de Argentina de 1853 (Clavero, 
2008). Es así que, durante este periodo el constitucionalismo latinoamericano era 
incompatible con la noción de propiedad colectiva de las comunidades indígenas y se 
inscribían, también, en el marco de un modelo asimilacionista (Gall, 2005). 
 
Por ello, es oportuno apreciar el importante giro que se produce en algunos estados 
latinoamericanos en el siglo XX, momento en que se empiezan a dar los reconocimientos 
territoriales a favor de los indígenas. Así lo precisa Clavero (2008):   
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Comienza en México y sigue por Perú, Bolivia, Ecuador, Guatemala. El cambio lo 
trae la Revolución mexicana, cuya constitución dispone en 1917 que los 
condueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, tribus y demás corporaciones 
de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal tendrán 
capacidad para disfrutar en común las tierras, bosques, aguas que les pertenezcan 
o que se les haya restituido o restituyeren… Sólo los miembros de la comunidad 
tendrán derecho a los terrenos de repartimento y serán inalienables los derechos 
sobre los terrenos mientras permanezcan indivisos.  
 
Ahora bien, los momentos culminantes del reconocimiento de los derechos indígenas y 
de sus territorios, a nivel internacional no se dieron solo a nivel de las constituciones 
latinoamericanas, sino que se retomaron en instrumentos internacionales de importancia. 
Muestra de ello fue la expedición, durante esta década, del Convenio 169 de la OIT de 
1989, que revisó el Convenio anterior (Convenio 107 de 1957) que estaba redactado 
desde una perspectiva “integracionista y/ asimilacionista”. Sánchez (2004) precisa que de 
este Convenio sobresalen 5 aspectos esenciales para los pueblos indígenas: i) el 
reconocimiento de los indígenas ante la normatividad internacional; ii) el reconocimiento 
de los pueblos indígenas como “miembros de una comunidad nacional”; iii) el paso de 
destinatarios de política a sujetos activos con autonomía de la voluntad para participar en 
las políticas que los afecten; iv) la estrecha relación indígena-medio ambiente; y 
finalmente, v) la tierra y el territorio de los pueblos indígenas.  
 
Así, los cambios constitucionales en los textos latinoamericanos y los instrumentos 
internacionales, contribuyen a la “internacionalización” de la lucha indígena y refleja la 
preocupación creciente a nivel mundial por la conservación de la diversidad cultural 
(Peñaranda, 2005).  
 
En suma, los cambios en materia indígena en los años 80´s fueron profundos tanto a 
nivel nacional, como a nivel internacional; y se hicieron sentir en todos los ámbitos: 
tierras, inversión de recursos, actitud del estado frente al movimiento indígena, etc. Sin 
embargo, este proceso no fue gratuito: detrás de esta nueva política indígena se dieron 
profusas movilizaciones regionales y nacionales por parte de las organizaciones 
indígenas (Borrero 2003).   
 
Para analizar esta otra historia de la década de los 80´s, es decir aquella historia de la 
movilización y del proceso organizativo indígena que presionó y propició, en gran parte, 
los cambios institucionales y jurídicos e institucionales aquí descritos, analizaremos a 
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continuación el surgimiento del movimiento indígena y las reivindicaciones de sus 
derechos, en particular a la tierra, durante la década de los años 80´s.  
2.2 El contexto de lo(s) movimientos indígena(s) en los 
80´s: el “despertar indígena”  
2.2.1 El surgimiento de un(os) movimientos(s) indígenas(s) que 
tienen como eje central la reivindicación de la tierra 
 
De protagonistas en la movilización social, los indígenas colombianos han pasado a ser 
también protagonistas en lo político (Peñaranda, 2005). Salvando enormes diferencias de 
corte cultural, lingüístico y económico, la lucha de los pueblos indígenas colombianos por 
proteger su territorio y conquistar su autonomía ha permitido la construcción de una 
identidad como movimiento indígena que no existía 30 años atrás (Peñaranda, 2005). En 
este sentido, en el presente apartado se pretende analizar el proceso de consolidación 
de los movimientos indígenas, teniendo en cuenta su heterogeneidad y su carácter 
dinámico, como lo sugiere Rappaport (2008). 
 
La década de los 80´s es testigo del surgimiento de un entramado de movimientos 
indígenas, que fueron primero regionales y luego adquirieron importancia a nivel 
nacional. Durante este periodo, los indígenas llevaron a cabo procesos de recuperación 
de tierra a través de diversas acciones: institucionales, no institucionales, e incluso 
mediante acciones armadas (Laurent, 2005). Así, durante este periodo los indígenas 
combinaron los diferentes tipos de acciones mencionadas por Gonzáles (2008): i) 
acciones nucleares comunitarias que fundan y mantienen la dinámica del movimiento; ii) 
acciones reactivas que hacen frente a las consecuencias del conflicto; iii) acciones 
proactivas que animan la legitimidad de su proceso político;  y finalmente, iv) acciones 
institucionales de tipo político. 
 
A su vez, progresivamente, los indígenas llegaron a un nuevo estatus: de grupos 
criminalizados y considerados subversivos (bajo el Gobierno de Turbay), hasta el 
reconocimiento de su estatus de interlocutores válidos ante el Estado, bajo el Gobierno 
de Belisario Betancur y los gobiernos sucesivos. Es por ello que uno de los factores que 
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explica el éxito del surgimiento de las organizaciones indígenas es el abandono del ideal 
de insurrección de éstas: Si bien al inicio de 1980 todo parecía indicar que la reacción de 
los indígenas frente a la política represiva del gobierno (Estatuto de Seguridad) iba a 
estar encaminada en una gran confrontación, lo que ocurrió a partir de 1982 fue el inicio 
de un proceso de interlocución entre el Estado y las nacientes organizaciones indígenas.  
 
Ahora, vale precisar que el inicio de los movimientos indígenas tiene antecedentes en los 
años 70´s, especialmente en el Cauca, bajo el Consejo Regional Indígena del Cauca 
(CRIC), pero será, a partir de los años 80´s, que los movimientos indígenas empiezan a 
consolidarse como un actor político que gana campo en Colombia.  En efecto, durante 
esta época surge una compleja trama de redes interétnicas, capaz de reclamar derechos 
(Rappaport, 2008). Si bien, podría argumentarse que las comunidades indígenas 
acumulan una lucha de 500 años de resistencia, la versión moderna de sus estructuras 
organizativas desde las cuales se agencian, en adelante, sus demandas sociales y 
culturales, es reciente, y data de los años 70´s y 80´s (Borrero, 2003). Por ello, es 
comúnmente aceptado que en esta época se produjo un “despertar indígena” en América 
Latina. Este es el despertar indígena que pasaremos a analizar a continuación. Veamos 
este proceso.  
 
Podría decirse que los movimientos indígenas surgen en el marco de la Asociación 
Nacional de Usuarios Campesinos (Lemaitre, 2009; Gros, 1990; Laurent, 2005, Archila, 
2005, Borrero, 2003;  Peñaranda, 2005). En efecto, la ANUC surgió de la acción del 
gobierno Lleras que buscaba organizar a los campesinos sin tierra para que participaran 
en la distribución de la misma a través del INCORA. Es así que la ANUC movilizó, 
inicialmente, a los campesinos indígenas en torno a su doble identidad de campesinos y 
de indígenas (Lemaitre, 2009). Sin embargo, rápidamente se dio una escisión al interior 
del movimiento: por un lado, la línea de Armenia favorable a la gestión del gobierno; y por 
otro lado, la línea Sincelejo, más cercana a las reivindicaciones de los campesinos sin 
tierras. Mucho más radical, la línea de Sincelejo, se compromete en múltiples tomas de 
tierra en varias regiones del país y atrae el interés de los indígenas mediante la 
conformación de una Secretaría Indígena Nacional (Laurent, 2005). No obstante, a lo 
largo de los meses, este espacio también se revela insuficiente como medio para 
adelantar las reivindicaciones de las comunidades indígenas que no eran solamente 
territoriales,  sino también identitarias.  
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En este contexto, el CRIC fue la primera organización indígena en nacer en 1971 
(Rappaport, 2008; Gros, 2010, 1991; Laurent, 2005; Borrero, 2003). Esta organización se 
constituyó a partir del ámbito local del resguardo (7 resguardos participaron en su 
conformación) y con base en la existencia del cabildo; dos instituciones de origen colonial 
reapropiadas por los indígenas para hacer valer sus derechos a la tierra y a la 
autogestión (Laurent, 2005; Borrero, 2003). A partir de allí, el CRIC asumió la doble 
bandera de “campesina” e “indígena”. Su bandera era esencialmente la recuperación de 
las tierras usurpadas a los indígenas por las haciendas vecinas (entre 1971 y 1974 logró 
la recuperación de  unas diez mil hectáreas de tierras), la erradicación de la terrajería y la 
creación de tiendas comunales,  entre otras acciones (Lemaitre, 2009; Gros, 2010).  
 
Es así que la estrategia del CRIC en la recuperación de la tierra tuvo varias facetas: por 
un lado se recurre a la recuperación de la tierra por las vías de hecho, toma de 
numerosas haciendas, marchas de protestas. Por otro lado, se llevan a cabo una serie de 
estrategias jurídicas que denotan el respeto y uso de la ley (acciones legales, peticiones 
ante el INCORA, litigio en procesos judiciales). Allí se confirma el uso de diversos tipos 
de acciones, como lo sugiere González (2008).  
 
Ahora, como se vio en el punto 1 de este capítulo, a finales de 1979 el gobierno 
colombiano, después de haber percibido claramente el peligro que representaban las 
comunidades indígenas, propone una reorganización de su administración indigenista y 
la promulgación de un estatuto indígena que deje sin valor jurídico toda la legislación 
anterior. Así, el mencionado proyecto de Ley será la ocasión para una sorprendente 
batalla que moviliza, a los Consejos del Cauca y del Tolima, pero también a todas las 
regiones indígenas del país contra el gobierno y su agencia de asuntos indígenas. En el 
espacio de un año, la oposición al proyecto de ley era de tal magnitud que el gobierno se 
ve obligado a retirarlo (Gros, 1991). Así, el accionar del gobierno contribuye a acelerar la 
aproximación entre los nacientes movimientos indígenas, lo que facilita un camino para 
superar sus particularismos y formular un punto de común de lucha. En este contexto de 
oposición frontal del gobierno, la heterogeneidad de las situaciones locales pierde 
importancia y se consolida, por su parte, un interés de todas las comunidades de 
oponerse al proyecto de ley.  
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Es por esto que, frente a esta política de opresión del Gobierno, del 8 al 12 de octubre de 
1980, se realizó el primer encuentro nacional en Lomas de Hilarco (Tolima) con la 
presencia de las organizaciones regionales indígenas del país. Se decidió, en esa 
oportunidad, crear una coordinadora Nacional Indígena encargada de preparar el Primer 
Congreso Nacional Indígena (Laurent, 2005; Gros, 1991). Este proceso desembocará en 
la creación de la Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC, en 1982, en el 
municipio de Bosa (Borrero, 2003), organización que definirá un programa de 8 puntos 
que incluía, entre otros, la recuperación de la tierra usurpada y el control de los recursos 
naturales en territorios indígenas. En este contexto, la ONIC exige la aplicación de la Ley 
89 de 1890 como medio de defensa del territorio y de la autonomía indígena (Borrero, 
2003). Por primera vez, una organización podrá hablar en representación de los intereses 
de los indígenas de todo el país.   
 
Simultáneamente, a nivel nacional, empiezan a surgir diversas organizaciones indígenas 
en la defensa de los derechos étnicos que adoptan un modelo moderno de organización, 
de suerte que se consolidan un estimado de 40 entidades regionales de este tipo 
(Borrero, 2003). De estas organizaciones pueden nombrarse las siguientes:  
 
En el Cauca, Gobernadores en Marcha, y luego Autoridades Indígenas del Sur de 
Colombia (AISO). También en el norte de este departamento, nació la Asociación de 
Cabildos Indígenas del Norte del Cauca (ACIN) (Lemaitre, 2009). A nivel nacional: el 
Consejo Regional Indígena del Vaupés en 1973, el Consejo Regional Indígena del Tolima 
CRIT en 1975, Organización Indígena de Antioquia en 1976, Consejo Regional Indígena 
de Risaralda en 1978, la Organización Regional Embera Wounaan OREWA en 1980, 
(Borrero, 2003; Gros, 2010; Laurent, 2005) Organización Indígena Cuna de Antioquia 
(1982), Cabildo Caguán Dujo de los Indígenas del Casanare (1983), Organización Ingano 
del Sur Colombiano (1985), Musu Runacuna Organización de las comunidades ingas del 
Valle del Sibundoy (1985), Consejo Regional Indígena del Medio Amazonas (1985), 
Consejo Indígena del Amazonas (1986), Organización Uitoto del Caquetá, Amazonas, 
Putumayo y la Organización Zonal Indígena del Putumayo (1987), Consejo Regional 
Indígena del Vichada (1988), Consejo Regional Indígena del Guaviare (1989), Consejo 
Regional Indígena de Arauca (1989), Movimiento Cívico Wayúu Waya Wayúu y 
Organización Zonal Indígena Wayúu del Sur de la Guajira. También los nasa crean la 
organización Regional Indígena del Valle del Cauca (1989), los indígenas del pacífico se 
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organizan en el Cabildo Mayor Eperara- Siapidara (1990). Surge también la Organización 
Zonal Indígena Mirití Amazonas (1990) y la Organización Indígena Binacional de los ríos 
Querari y Vaupés (1990) (Laurent, 2005). 
 
Fue tan profuso el número de organizaciones regionales y locales que surgieron durante 
los años 80´s que, a finales del año de 1990, la ONIC federaba 43 organizaciones 
regionales, departamentales, locales y zonales (Laurent, 2005). Como se ve, desde sus 
inicios el movimiento indígena se perfila de acuerdo a las características precisadas por 
Rappaport (2008), a saber su heterogeneidad, derivado de la diversa población indígena 
que se extiende a lo largo y ancho del territorio nacional. Cada una de las organizaciones 
locales creadas representan un mundo aparte y se encuentran inscritas en realidades 
muy disímiles (Gros, 1991).  
 
De la misma forma, al interior de estas organizaciones indígenas se dieron dificultades y 
escisiones. Es así, que desde 1980 surge otra tendencia que se perfila al interior del 
movimiento indígena: El Movimiento de Autoridades Indígenas del Suroccidente que 
concentra su actividad en Cauca y Nariño. Este movimiento reivindica el respeto, ante 
todo, de las autoridades tradicionales: cabildos, caciques, capitanes y mamos, en la 
medida en que el papel de éstas es velar por el orden político-social dentro de la 
comunidad y transmitir a sus miembros el saber ancestral, de lo que depende el equilibrio 
y la armonía dentro del grupo (Laurent, 2005).   
 
Sin embargo, a pesar de la heterogeneidad del movimiento indígena (43 organizaciones 
indígenas diferentes) para finales de la década de los 80´s las comunidades indígenas 
pueden presentarse también como un interlocutor organizado, que conoce de sus 
necesidades y sabe expresarlas, mediante un proyecto contestatario y reivindicativo: 
muestra de ello es el surgimiento de la ONIC y su consolidación como interlocutor válido 
ante el gobierno nacional (Laurent, 2005). Por ello, a pesar de su heterogeneidad y 
multiplicidad, todas estas organizaciones refieren a una identidad común y a la necesidad 
del reconocimiento de unos derechos diferenciados, principalmente el derecho al 
territorio y la propiedad colectiva sobre éste (Gros, 1991).  
 
En suma, mientras el movimiento campesino parecía estar desarticulándose en los años 
70´s y 80´s, se trataba en cambio de un momento favorable para los movimientos 
60 Uso del derechos de los indígenas en la defensa del territorio (1980-2000) 
 
indígenas (Gros, 2010). Son muchos los factores que explican este fenómeno, sin 
embargo podrían mencionarse los precisados por Peñaranda (2005): i) el cambio de la 
actitud institucional a partir de 1982, y en particular del gobierno nacional, frente a los 
indígenas; ii) un escenario internacional favorable; y finalmente, iii) el abandono del ideal 
de insurrección de los movimientos indígenas, lo que facilitó la interlocución con el 
Estado.  
 
Por otro lado, es importante precisar que el uso del derecho, en este caso la defensa de 
la Ley 89 de 1890, contra cualquier intento del estado de derogarla es muestra de que la 
ley es una herramienta importante de lucha para el movimiento indígena. Como lo 
precisa Gros (1991): Al estudiar más detenidamente la Ley 89 sobre indígenas, el CRIC 
descubrió los artículos que declaran que las tierras de resguardo son imprescriptibles, es 
decir, que no se pueden vender ni comprar y en caso de que se hayan vendido o 
comprado, esos negocios son nulos para la Ley. Esta Ley iba a servir mucho para 
reclamar los derechos de las parcialidades sobre las tierras que les habían sido 
arrebatadas (Gros, 1991p. 242).  
 
2.2.2 Contexto latinoamericano  
 
Ahora bien, el surgimiento de los movimientos indígenas en Colombia no es una realidad 
ajena a una dinámica internacional y regional en donde los indígenas tomaban cada vez 
más fuerza e importancia en el escenario político. Es así que en Latinoamérica, también 
se asistió desde los años 70´s y 80´s al “renacer o despertar indígena”.  
 
En Bolivia surgió con fuerza el movimiento katarista, en Ecuador fue la Federación Shuar. 
Así tanto los kataristas, como el CRIC, como los Shuar, produjeron nuevas maneras de 
formular la identidad y la resistencia indígena, repensando la pobreza de la vida rural a 
partir de la experiencia de la Conquista y de la propiedad colectiva de la tierra (Lemaitre, 
2009, p. 316). Como ocurrió en el caso colombiano, el centro de las reivindicaciones de 
este movimiento latinoamericano fue la demanda por el territorio (Bello, 2004).  
 
Los años 80´s trajeron entonces una transformación importante en las organizaciones 
indígenas, no sólo por su crecimiento sino por la formulación de un discurso 
latinoamericano pan-indigenista (Lemaitre, 2009.) De cara a la celebración de los 500 
Capítulo 2 61 
 
años de descubrimiento de América, las organizaciones indígenas empezaron a reunirse 
en 1987, primero en Quito, en donde se discutía que no se trataba de 500 años de 
descubrimiento sino 500 años de invasión y de resistencia indígena a la ocupación 
española. Luego en 1989, se hizo en Bogotá el Encuentro Continental de la Campaña 
500 años de resistencia indígena y popular (Lemaitre 2009, p. 325).  
 
Otra oportunidad bien aprovechada por los crecientes movimientos fue el proceso de 
adopción del Convenio 169 de la OIT en 1989. Esto demuestra que se trata de un 
movimiento que se encuentra globalizado. En este caso, vale precisar que fueron las 
organizaciones sindicales quienes intermediaron por la causa indígena, en la medida en 
que los indígenas no tenían asiento en la OIT (Lemaitre, 2009).  
 
Este fenómeno de internacionalización de la causa indígena, es analizado por 
Santamaria (2008) quien precisa que desde los años 80´s, en el contexto de producción 
del primer instrumento jurídico internacional sobre los derechos de los pueblos indígenas 
(La Convención 169 de la OIT) las organizaciones indígenas y los expertos en pueblos 
indígenas comienzan a insertarse en las redes de conocimiento experto en derechos 
humanos y practican activamente en discusiones de derecho internacional (OIT, ONU).  
 
Este proceso provocará, a su turno, una dinámica de institucionalización de la causa 
social, así como la profesionalización de sus militantes, posteriormente, en los años 
noventa.  En este sentido a partir del análisis de las biografías de los representantes 
indígenas que han participado en estos escenarios internacionales como lo fueron Luis 
Evelis Andrade (Presidente de la ONIC), Aparicio Ríos (Consejero mayor del CRIC), Luis 
Mila Amaya (miembro organización indígena local wayúu) o Leonor Zalabata 
(comisionada para los derechos humanos del CIT), la autora precisa que estos 
representantes indígenas se apropiaron del lenguaje del derecho internacional y del 
derecho internacional humanitario, dando paso a conceptualizaciones propias y prácticas 
concretas de defensa jurídica “alternativa” e propiciando la “internacionalización” de la 
cuestión indígena.  
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2.3 Movilización ante las Altas Cortes  
Ahora bien, en este contexto de cambio de la política institucional del gobierno, tanto a 
nivel nacional, como internacional y del surgimiento de una red de movimientos indígenas 
tanto en Colombia, como a nivel latinoamericano; es preciso destacar que en nuestro 
país este movimiento implementó diversas acciones para defender la tierra. 
 
Como se anticipó en el marco teórico, es posible identificar diferentes tipos de acciones 
para reclamar derechos: i) acciones nucleares comunitarias que fundan y mantienen la 
dinámica del movimiento; ii) acciones reactivas que hacen frente a las consecuencias del 
conflicto; iii) acciones proactivas que animan la legitimidad de su proceso político; iv) 
acciones institucionales de tipo político (González; 2008). Estas acciones también 
alternan las prácticas políticas y jurídicas, así como el ámbito nacional e internacional 
(Santamaría, 2008).  
 
En este apartado es de nuestro interés analizar la última de estas acciones, a saber las 
acciones instituciones de tipo político, en particular el litigio ante los estrados judiciales, e 
identificar sus puntos de encuentro con otros ámbitos de acción, tomando como referente 
la alternancia entre las prácticas jurídicas y políticas que advierte Santamaría (2008).  
 
Si bien el litigio ante los tribunales no es la principal de sus formas de lucha, es una que 
requiere ser analizada, pues denota su relación con el derecho occidental y la forma en 
que los indígenas han utilizado este lenguaje jurídico ante el sistema judicial, a su favor.  
 
Veamos algunos casos puntuales y analicemos estos usos del derecho en dos 
escenarios: i) en primer lugar, a nivel nacional, ante la Corte Suprema de Justicia y el 
Consejo de Estado; iii) en segundo lugar, se hará referencia brevemente a algunos casos 
de movilización y de usos del derechos ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos.  
 
2.3.1 Indígenas ante las Altas Cortes: Consejo de Estado y Corte 
Suprema de Justicia  
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De un proceso de revisión de sentencias de las Altas Cortes durante la década de los 
80´s se encontraron los textos de 6 de ellas directamente relacionadas con el tema de 
territorios indígenas en donde éstos litigaron sus causas y buscaron la defensa de sus 
derechos. Como se anticipó, algunas de estas sentencias se quemaron en la toma del 
Palacio de Justicia de 1985, según lo informado por la relatoría de estas Cortes, de 
suerte que no fue posible encontrar la totalidad de los textos.  
 
Pese a ello, a continuación se analizarán estos seis casos a la luz de cinco categorías: i) 
el tipo de acciones utilizadas, ii) el perfil de los accionantes, iii) el tipo de peticiones 
alegadas; iv) el tipo de argumentos construidos, v) las pruebas utilizadas; y finalmente, v) 
las decisiones adoptadas por las Cortes en los mencionados casos, con el fin de 
identificar la incidencia de las peticiones de los indígenas en la jurisprudencia.  
 
 Tipos de acciones judiciales  
 
Del estudio de las sentencias es posible identificar que estos casos se litigaban ante las 
altas cortes a través de acciones reivindicatorias, recursos de casación23 o acciones de 
nulidad y restablecimiento del derecho24. Algunas veces los indígenas interponían 
directamente las acciones, otras veces llegaban al proceso como demandados, o como 
intervinientes. Referenciemos brevemente estos 6 casos.  
 
En el primer caso25 , se encontró una sentencia en donde el Cabildo del Resguardo 
Indígena de Ipiales interpuso acción reivindicatoria contra unos colonos que pretendían 
adquirir tierras que hacían parte de su Resguardo. Dado que el Tribunal Superior de 
Distrito Judicial de Pasto negó la pretensión, el cabildo interpone recurso de casación 
ante la Corte Suprema de Justicia en donde se solicita el reconocimiento de unos 
terrenos como propiedad del Resguardo administrado por el cabildo de Ipiales- Nariño.  
 
                                               
 
23
 Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Civil- sentencia de 24 de septiembre de 1972. 
24
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección III. Sentencia del 9 de febrero de 1982.  
25
Sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 24 de septiembre de 1972 
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En el caso 226, el Resguardo Indígena del Municipio de Ipiales interpuso acción 
reivindicatoria contra Jaime Eduardo Ortega por el predio “Rumichaca” ante el Juzgado 
Único Civil del Circuito de Conocimiento de Ipiales. Este juzgado no declaró probadas las 
pretensiones del actor y considero que las pruebas documentales presentadas por el 
cabildo no eran suficientes para demostrar su propiedad sobre el predio y que, por ello, 
era mejor título sobre la propiedad el que presentó el demandado. Los actores 
interpusieron recurso de apelación contra la sentencia y en este caso el Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Pasto estuvo de acuerdo con las consideraciones del Juzgado, sin 
embargo se declaró inhibido, pues consideró que el actor no cumplió con los requisitos 
de la demanda, de conformidad con lo establecido en el artículo 76 del C.P.C en donde 
se dice que las demandas que versen sobre bienes inmuebles deben especificar 
ubicación, linderos, nomenclatura y demás circunstancias que lo identifiquen. Por esta 
razón, se interpone recurso de casación ante la Corte Suprema de Justicia. Teniendo en 
cuenta que en la mencionada sentencia la Corte deniega las pretensiones, el cabildo 
interpone posteriormente un nuevo recurso de casación que corresponde al caso 327.  
 
En el cuarto caso 428, el cabildo indígena del Cumbal, interpuso acción reivindicatoria 
contra José M. Erazo y Gloria Calpa de López por el predio “Cuasquer” que hace parte 
del Resguardo del Cumbal. Reconocen los actores que los demandados tienen la 
posesión material del bien, pues lo compraron a los indígenas Vicente Cuaical y María 
Juana Puerres de Cuaical. Sin embargo, argumentan que las tierras de indígenas no son 
enajenables y por ello se solicita que éstos sean condenados a restituir el bien. Los 
despachos de instancia deniegan las pretensiones y declaran terminado el proceso por 
cuanto se encuentra probada la excepción previa propuesta por el demandado, en la 
medida en que hay “cosa juzgada”. Esto, debido a que el cabildo había interpuesto 
demanda en 1978, por lo que se asiste a igualdad del objeto, de la causa y de las partes 
litigantes en el proceso. Frente a esta decisión, los actores interponen recurso de 
casación ante la Corte Suprema de Justicia.   
 
                                               
 
26
Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 28 de octubre de 1980  
27
Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 18 de octubre de 1982. MP. Dr. José 
María Esguerra  
28
Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de 7 de junio de 1982.  M.P Jorge Salcedo 
Segura.  
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El quinto caso29, se trata de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
interpuesto por la sociedad Corocora S.A. quien pretende que se anule una Resolución 
del INCORA en donde se reconoce la adjudicación de terrenos a la comunidad Guahíba 
y la constitución de este terreno como reserva indígena. Al interior de la reserva, dicen 
los accionantes, se encuentran terrenos de la sociedad Corocora S.A. En este caso, los 
indígenas Guahíbos participan como intervinientes en el proceso y fundamentándose en 
la ley 89 de 1890 y las leyes de reforma agraria, alegan que el proceder del INCORA fue 
conforme a derecho y por ello no debe anularse la Resolución correspondiente.  
 
Finalmente, respecto al sexto caso30 analizado, si bien no se trata de una acción incoada 
por indígenas, ni éstos participan como demandados, se considera importante tener en 
cuenta este proceso por cuanto el Consejo de Estado establece una serie de reglas en 
materia de territorios étnicos, recurriendo a la Ley 89 de 1890.  
 
 Perfil de los accionantes  
 
En lo que se refiere al perfil de los accionantes, en la tabla 2 se hace una síntesis de los 
actores, demandados y ubicación de los procesos. Del análisis de este cuadro, es posible 
constatar lo siguiente:  
 
En primer lugar, la mayoría de estos casos (4 de ellos) corresponden a litigios 
impulsados por cabildos indígenas del departamento de Nariño, lo que sugiere un 
impulso importante de litigios por los cabildos de este departamento.  
 
En segundo lugar, todos estos casos fueron interpuestos mediante apoderados. Estos 
apoderados pueden identficarse como los colaboradores mencionados por Rappaport 
(2008) que apoyaron el litigio de estas causas en la década de los 80´s.   
 
En tercer lugar, de los 6 casos analizados, en 4 de ellos fueron directamente los 
indígenas quienes interpusieron la acción judicial correspondiente, en los casos restantes 
participaron como intervinientes en el proceso.  
                                               
 
29
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección III. Sentencia del 9 de febrero de 1982. 
30
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 6 de julio de 1972. Sección III,  
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Finalmente, respecto a los demandados, como se ve, en 3 de ellos se trata de personas 
naturales, es decir colonos que buscaron apropiarse de los territorios del Resguardo 
mediante diferentes actos jurídicos; en los casos restantes se trató de personas jurídicas 
que buscaban desarrollar sus negocios y/o proyectos en los territorios de los resguardos.  
 
Tabla 2. Perfil de los accionantes 
 
N 
 
Sentencia      Perfil del 
Accionante 
Interviniente Demandado Departamento  
1 Corte Suprema de 
Justicia- Sala de 
Casación Civil. 24 
septiembre de 1972. 
 
 
Cabildo del 
Resguardo Indígena 
de Ipiales (Pasto).  
 Isaías Reina y a su 
sucesión  
(Ipiales) 
Nariño  
2 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
del 21 de octubre de 
1980.  
 
 
Cabildo del 
Resguardo Indígena 
de Ipiales   
 Jaime Eduardo 
Ortega.  
(Ipiales) 
Nariño  
3 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
del 18 de octubre de 
1982 
 
 
Cabildo del 
Resguardo Indígena 
de Ipiales 
 Jaime Eduardo 
Ortega  
(Ipiales) 
Nariño  
4 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
de 7 de junio de 1982.  
 
Cabildo indígena del 
Resguardo Indígena 
de  Cumbal   
 José M. Erazo y 
Gloria Calpa de 
López  
(Cumbal) 
Nariño 
5 Consejo de Estado. Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo. Sección 
III. Sentencia del 9 de 
febrero de 1982.  
 
 
Entidad Corocora 
LTDA.  
Guahíbos 
(Vichada). 
INCORA – Instituto 
Colombiano de 
Reforma Agraria 
Vichada 
6 Consejo de Estado. Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo. Sentencia 
del 6 de julio de 1972. 
Sección III.  
 
Acerías Paz del Río   La Nación, y 
contra la 
Compañía de 
Cementos Boyacá 
S.A., Sociedad 
Anónima 
colombiana 
Nobsa 
(Boyacá) 
Fuente: elaboración propia  
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 Peticiones  
 
En lo que se refiere a las peticiones de los accionantes, la síntesis de éstas puede 
apreciarse en la tabla 3. Del análisis de este cuadro, es posible señalar las siguientes 
conclusiones:  
 
En primer lugar, los tipos de pretensiones en los casos de acciones reivindicatorias son 
muy similares, a saber: que se declare que los predios son propiedad de los resguardos 
indígenas, que se condene a los demandados como poseedores de mala fe; y 
finalmente, que se condene a los demandados a restituir los frutos civiles y naturales 
percibidos.  
 
En segundo lugar, el tipo de peticiones denota un conocimiento del lenguaje jurídico 
exigido por el derecho occidental, que obliga a los indígenas a defender su territorio en el 
marco del derecho, y en este caso particular, en el marco del derecho civil, lo que los 
lleva a utilizar los códigos propios de este derecho: acción reivindicatoria, frutos naturales 
y civiles, poseedores de mala fe, errores de hecho y de derecho, indebida interpretación 
del acervo probatorio. 
 
En tercer lugar, y aunado a lo anterior, formular pretensiones desde el lenguaje del 
derecho civil, impide que haya una consideración respecto a la dimensión cultural y 
étnica del territorio. Como se ve en la tabla 3, las pretensiones versan sobre un nivel 
estrictamente jurídico y técnico y abandonan completamente la dimensión cultural del 
territorio. 
 
Tabla 3.Pretensiones de los accionantes  
 
N Sentencia Pretensiones 
1 Corte Suprema de 
Justicia- Sala de 
Casación Civil. 24 
septiembre de 1972.  
 
 
Ante los despachos de primera  y segunda instancia los actores solicitan 
que: i) se declare que los fundos “San Judas” y Chacuayale” pertenecen al 
dominio de la comunidad de Indios de Ipiales porque éstos hacen parte del 
Resguardo. En subsidio, reconocer que éstos adquirieron los mencionados 
predios por usucapión o prescripción adquisitiva extraordinaria con 
anterioridad al 26 de noviembre de 1940; ii) se condene al demandado 
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N Sentencia Pretensiones 
Isaías Reina, como poseedor de mala fe, a restituir el bien, así como sus 
frutos naturales o civiles; iii) que se declare nulo el contrato de compraventa 
pactado entre María Ascensión Inagán e Isaías Reina.  
 
Teniendo en cuenta que el Tribunal Superior de Pasto deniega la petición, 
el Cabildo interpone recurso de casación ante la Corte Suprema de Justicia 
frente a la cual demanda la sentencia y presenta el siguiente cargo: “Error 
de hecho en la apreciación de la prueba referente a la identidad de los lotes 
de terreno, pues el fallo concluye que los territorios solicitados no hacen 
parte del Resguardo. Sin embargo, ello se demostró con los títulos de 
propiedad, el acuerdo de adjudicación y acta de entrega n 7 de 1 de 
diciembre de 1951,  y con diversos testimonios de indígenas que explicaron 
los linderos del resguardo”.   
 
2 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. 21 de 
octubre de 1980. M.P. 
José María Esguerra.  
Teniendo en cuenta que los despachos de instancias deniegan las 
pretensiones de los actores, éstos interponen recurso de casación, en los 
siguientes términos:  
 
Error manifiesto de la apreciación de la demanda, por cuanto el Tribunal 
estimó que al no identificarse el predio, el proceso no se había iniciado con 
una “demanda en forma”, declarándose en este sentido inhibido. Sin 
embargo en la demanda aparece debidamente identificado el predio objeto 
de la acción reivindicatoria. Tal vulneración por falta de aplicación del 
ordenamiento sustancial, indujo a violar el derecho que tienen el 
demandante a obtener sentencia de mérito.   
 
3 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
del 18 de octubre de 
1982.  
 
 
Se trata de la continuación del caso anterior (caso 2). En esta ocasión, los 
demandantes interponen de nuevo acción reivindicatoria, pues el Tribunal 
al inhibirse y no proferir sentencia de mérito, no resolvió de fondo el asunto. 
Frente a ello los demandantes interponen acción reivindicatoria ante la 
Corte Suprema de Justicia, en el que formulan las mismas pretensiones:  
 
i) Que le pertenece en dominio y pleno absoluto el fondo rural denominado 
Rumichaca (Ipiales) al Cabildo de Ipiales;  y que ii) Que Jaime Eduardo 
Ortega debe ser condenado a restituir el mencionado fundo al Cabildo, 
junto con sus frutos naturales y civiles,  considerándolo como poseedor de 
mala fe.  
 
 
4  Ante los despachos de primera y segunda instancia los actores, en acción 
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N Sentencia Pretensiones 
Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
de 7 de junio de 1982.  
M.P José María Esguerra.  
 
reivindicatoria, plantean las siguientes pretensiones: i) Que se declare que 
al cabildo del Cumbal le pertenece el dominio pleno y absoluto del predio 
“Cuasquer” o “Llano de Dolores” situado en la vereda Cuaspud Ciquito del 
municipio de Cumbal y ii) Que se condene a los demandados a restituir el 
predio junto con sus frutos civiles y naturales, considerándolo como 
poseedores de mala. 
 
Teniendo en cuenta que los despachos de instancia deniegan las 
pretensiones, el cabildo de Cumbal interpone recursos de casación en los 
siguientes términos:  
 
El Tribunal cometió un error al considerar que en el presente caso había 
cosa juzgada, pues en el presente caso no hay identidad de partes, ni de 
objeto, y por ello no opera la cosa juzgada. En este sentido, i) la 
providencia impugnada es violatoria por la vía indirecta de normas 
sustanciales, debido a la falta de apreciación de las pruebas; ii) Por error de 
hecho por cuanto el Tribunal no vio que la primera demanda ordinaria fue 
promovida por el resguardo indígena del Cumbal, mientras que la segunda 
por la parcialidad indígena del Cumbal, por lo tanto no hay identidad de 
partes; iii) por errores de hecho, debido a la errónea apreciación del 
contenido de la primera demanda ordinaria, la segunda demanda ordinaria 
y las copias de la actuación surtida con ocasión de aquella, debido a que el 
predio de la primera demanda era “Dolores”, mientras que el de la presente 
demanda es el predio “Cuasquer” o “Llano de Dolores”, que son predios 
diferentes. Por lo tanto no hay identidad de objetos y no cabe atribuir en 
este caso los efectos de la cosa juzgada.  
 
 
 
 
5 
 
 
Consejo de Estado. Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo. Sección 
III. Sentencia del 9 de 
febrero de 1982.  
 
 
 
En el presente caso el demandante informa que el INCORA profirió las 
resoluciones N 145 de 1977 en donde se constituyeron dos reservas 
indígenas con destino a las poblaciones Guahíbo (Vichada) Sin embargo, 
en el área seleccionada se encontró un predio de propiedad de Fundación 
Corocoras donde existían 6 casas de habitación y 200 cabezas de ganado. 
Como consecuencia de esta resolución COROCORA ha sufrido grandes 
perjuicios, por el desconocimiento de su posesión del predio y por el 
desconocimiento de las inversiones realizadas en el mismo. Por esta razón 
solicita se declare la nulidad de la mencionada resolución del INCORA.  
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N Sentencia Pretensiones 
 
 
6 
Consejo de Estado. Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo. Sentencia 
del 6 de julio de 1972. 
Sección III.  
 
En este caso no se refieren las pretensiones puesto que los indígenas no 
participan ni como actores, ni como demandados, ni como intervinientes.  
Fuente: elaboración propia  
 Argumentos jurídicos  
 
Los argumentos jurídicos de los 6 casos analizados, se sintetizan en la tabla  4. Del 
análisis de este  cuadro se pueden sacar las siguientes conclusiones:  
 
En primer lugar y aunado al punto anterior, los argumentos jurídicos utilizados denotan 
un amplio conocimiento de los códigos del colonizador, a saber el derecho civil. En este 
sentido para fundamentar las pretensiones, los actores recurren a diversas normas del 
Código Civil y del Código de Procedimiento Civil. También la Ley 89 de 1890 es una 
herramienta importante pues es la única que ofrece medios para exigir jurídicamente la 
protección de los territorios étnicos. 
 
En segundo lugar, estos argumentos jurídicos son complementados con referencias al 
derecho indiano en donde se recuerda que estos territorios fueron otorgados a los 
indígenas en la época de la Colonia, y por ello han sido ocupados desde tiempos 
inmemoriales.   
 
Tabla 4.Argumentos jurídicos utilizados  
 
N Sentencia Argumentos jurídicos utilizados  
1 Corte Suprema de 
Justicia- Sala de 
Casación Civil. 24 
septiembre de 1972.  
 
 
En su argumentación, el actor afirma que los terrenos son del cabildo de Ipiales, pues 
hacen parte del Resguardo, como consta en los títulos de propiedad. Estos títulos de 
propiedad fueron expedidos en Quito el 11 de septiembre de 1772 y protocolizados en 
cumplimiento por lo ordenado por la Ley 89 de 1890 mediante escritura pública 525 de 
12 de febrero de 1906 en la Notaria de Ipiales.  
 
Cuando el demandado compró de María Ascensión Inagán los terrenos mencionados, 
los adquirió despojando con medios fraudulentos a la indígena adjudicataria pues el 
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N Sentencia Argumentos jurídicos utilizados  
comprador sabía que aquella no era la dueña o poseedora sino una simple tenedora 
del resguardo, adjudicataria según lo decidido por el cabildo de acuerdo al régimen de 
la Ley 89 de 1890.  
2 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. 21 de 
octubre de 1980. M.P 
José María Esguerra.  
Para demostrar la propiedad del resguardo, el cabildo de Ipiales recurre tanto a 
argumentos jurídicos, como a argumentos que denotan la propiedad desde tiempo 
coloniales e incluso, inmemoriales: i) El Resguardo de Ipiales fue creado por el 
Gobierno Real de la Corona Española y su posesión fue reconocida durante todo el 
periodo republicano; ii) Esta posesión desde tiempos inmemoriales fue protocolizada 
mediante Escritura Pública Nº 528 de 1906. 
 
A su  vez, cuando formula los cargos contra la sentencia del Tribunal que deniega sus 
pretensiones, recurre a diversos argumentos jurídicos, en particular al Código Civil y al 
Código de Procedimiento Civil. Entre éstos considera vulnerados los siguientes 
artículos por parte del Tribunal que denegó sus pretensiones: Arts. 305, 306 y 332 del 
CP.C y arts. 946,950,961 y 969 de C.C.  
3 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
del 7 de junio de 1982.  
 
 
En su argumentación el actor afirma que los terrenos son de propiedad del cabildo de 
Ipiales, por cuanto: i) El Resguardo fue creado por el Gobierno Real de la Corona 
Española y reconocida su existencia durante la Colonia y la República; ii) esta 
situación fue protocolizada mediante escritura pública N 528 del 12 de febrero de 1906 
ante la Notaría de Ipiales; iii) el predio objeto de revisión ha pertenecido al cabildo 
desde tiempos inmemoriales y ha sido usufructuado por diversos indígenas, 
adjudicatarios de la parcialidad de Quelua, perteneciente al mencionado resguardo 
indígena.  
4 Corte Suprema de 
Justicia. Sala de 
Casación Civil. Sentencia 
de 18 de Octubre de 
1982.  M.P José María 
Esguerra.  
 
Esta demanda es profusa en argumentos jurídicos: para fundamentar las pretensiones 
el cabildo, actuando mediante apoderado especial, argumenta los siguientes: Los tres 
cargos contra la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pasto se 
fundamentan en los siguientes artículos: i) el cargo uno en los artículos 332 y 260 del 
C.P.C y 740, 741, 749, 756, 1494, 1495, 1496, 1530 y 1536, 1849, 1857, 1880 del C.C. 
y 13,14,38 y 40 del Decreto 960 de 1970; ii) el cargo dos,  en los artículos 740, 741, 
745, 749, 756, 759, 1494, 1495, 1496, 1849, 1857 y 1880 del C.C.; 14, 38 y 40 del 
decreto 960 de 1970, y arts. 946, 947, 950, 952, 961, 963, 964 y 966 del C.C; iii) el 
cargo tres, en los artículos 332, 690 del C.P.C. y 1494, 1495, 1496, 1530, 1536, 1849, 
1857 ,1880, 946, 947, 950, 952, 961, 963, 964 y 966 del C.C.; 13, 14, 38 y 40 del 
Decreto 960 de 1970 y 699 inciso 2 del C.P.C   
5 Consejo de Estado. Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo. Sección 
III. Sentencia del 9 de 
febrero de 1982.  
No es posible identificar las argumentaciones jurídicas de los indígenas por cuanto no 
se hace referencia a ellos en la sentencia.  
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N Sentencia Argumentos jurídicos utilizados  
6 Consejo de Estado. Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo. Sentencia 
del 6 de julio de 1972. 
Sección III,  
 
No hay una intervención de indígenas en este caso.  
Fuente: elaboración propia 
  
 Pruebas  
 
En cuanto a las pruebas del proceso, los actores aportan aquellas que, dentro de los 
códigos y reglas del derecho civil, son idóneas para demostrar la propiedad sobre los 
predios: escrituras públicas, testimonios, cédulas reales del periodo colonial, certificados 
de los Registradores, planos de los predios reivindicados, entre otros. 
 
Como se ve, en estos procesos no es visible aún la incorporación de medios de pruebas 
que permitan avizorar la dimensión cultural de los litigios, debido a lo que representa el 
territorio para los indígenas. Sin embargo, pese a ello, es de anotar cómo los indígenas 
recurren a los antiguos títulos coloniales, para defender sus territorios.  
 
En la tabla 5 se pueden apreciar los tipos de pruebas aportadas a los procesos 
analizados.  
 
Tabla 5.Pruebas aportadas al proceso  
N Sentencia Pruebas presentadas por los actores al 
proceso 
1 Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación 
Civil. 24 septiembre de 1972.  
 
 
Entre las pruebas que incorporan el acervo 
probatorio presentado se tienen testimonios,  y 
títulos de propiedad que datan de 1772 otorgados 
por Quito. Así como una escritura pública 
protocolizada en 1940.  
2 Corte Suprema de Justicia Sala de Casación 
Civil. 21 de octubre de 1980. M.P. José María 
Esguerra.  
Entre las pruebas aportadas por los demandantes se 
encuentran: i) Escritura pública Nº 528 de 12 de 
febrero de 1906, ii) títulos coloniales en donde se 
demuestra que el Resguardo fue creado por el 
Gobierno Real de la Corona Española.  
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3 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación 
Civil. Sentencia del 7 de junio de 1982.  
 
 
Entre las pruebas que presentan los actores se 
tiene: i) la escritura pública del predio, ii) el 
certificado del Registrador de Instrumentos Públicos, 
iii) las copias del primer proceso ordinario.  
4 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación 
Civil. Sentencia de 18 de Octubre de 1982.  M.P 
José María Esguerra.  
 
Entre las pruebas que incorporan el acervo 
probatorio presentados por los demandantes está: i) 
copia de la escritura pública; ii) certificado del 
registrado de Ipiales. Adicionalmente la Corte 
practica las siguientes pruebas: i) inspección judicial 
acompañada de peritos para verificar la zona, ii) 
planos de la zona.  
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección III. Sentencia del 9 de 
febrero de 1982.  
 
 
Los actores no son indígenas, por lo que no se 
refieren las pruebas aportadas. Vale precisar que en 
su parte considerativa, el Consejo de Estado cita, en 
esencia, pruebas documentales, en particular las 
relacionadas con las resoluciones proferidas por el 
INCORA y los títulos de la empresa sobre la tierra. 
6 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sentencia del 6 de julio de 1972. 
Sección III.  
 
Los actores no son indígenas, por esa razón no se 
refieren las pruebas aportadas.  
Fuente: elaboración propia  
 Decisiones de la Corte  
 
Por último en la tabla 6 es posible identificar las decisiones de las Cortes en los casos 
analizados. De ello es posible constatar que: 
 
En primer lugar, como lo advierte Roque (2000), durante la década de los 80´s la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado construyen, en su jurisprudencia, las 
primeras reglas en materia de tierras de los indígenas, como producto del litigio 
impulsado por estas mismas comunidades. De las consideraciones de las Cortes, es 
posible constatar que existe la noción del respeto de los derechos de propiedad de los 
indígenas sobre sus tierras, de conformidad con la Ley 89 de 1890 y las normas de 
reforma agraria expedidas para la época, a saber, la Ley 135 de 1961. Ello es posible, en 
parte, por la existencia de un contexto institucional durante los años 80´s, como se vio en 
el punto 1, favorable a los territorios étnicos en donde se implementó una política de 
constitución de resguardos. Sin embargo, esta protección se entiende en el marco del 
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modelo legalista, integracionista y asimilacionista que imperaba en la época. De la misma 
forma, las sentencias analizadas establecen importantes reglas en materia de tierras de 
resguardo, a la luz de la Ley 89 de 1890 y las normas del derecho agrario. Veamos 
brevemente las decisiones de estos casos:  
 
La sentencia del caso 1, por ejemplo, analiza a fondo el régimen de tierras de los 
indígenas, precisando que éstos terrenos no se pueden enajenar sino por unas 
determinadas causales establecidas en la Ley.  
 
En la sentencia del caso 2, la Corte no hace referencia a consideraciones especiales 
respecto a los resguardos indígenas y la normatividad especial que rige a estos 
resguardos. Sin embargo, decide casar la sentencia del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial que era desfavorable a las pretensiones de los indígenas, pues considera, a 
diferencia de lo manifestado por el Tribunal, que la demanda del cabildo de Pasto, si fue 
presentada en debida forma. En este sentido, basado en consideraciones netamente de 
derecho civil, termina accediendo a las pretensiones del Cabildo de Ipiales.  
 
La sentencia del caso 3, establece las diferencias entre los conceptos de parcialidad, 
resguardo y cabildo, establecidas en la ley 89 de 1890, en donde el primero se refiere a 
las comunidades de personas propietarias de determinados territorios sujetos por ellas a 
explotación; la segunda se refiere a los territorios; y, la tercera a las corporaciones que 
gobiernan y representan las parcialidades antes las autoridades.  
 
La sentencia del caso 4 recuerda a los despachos de primera instancia que lo referido a 
las tierras de resguardos no le es aplicable la normatividad general del Código Civil, sino 
que en “asuntos de resguardos” se aplica la Ley 89 de 1890. 
 
La sentencia del caso 5 recuerda que el INCORA, en virtud de la Ley 135 de 1961, tiene 
la facultad de constituir resguardos a favor de los indígenas e incluso expropiar predios 
de propiedad privada para este fin, tal como lo dice el art. 23 de la Ley 14 de 1978. 
 
La sentencia del caso 6, hace importantes consideraciones respecto a los resguardos 
indígenas, sus antecedentes, finalidad, proyecciones políticas y las consiguientes 
repercusiones jurídicas en cuanto a la propiedad privada del suelo y del subsuelo de las 
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tierras comprendidas en los mencionados resguardos. En su parte considerativa precisa 
que, durante el periodo Colonial, la Corona mantuvo “una permanente preocupación por 
la situación de los aborígenes frente a las desorbitadas ambiciones de los 
Conquistadores quienes, so pretexto de convertirlos a la fe católica, prácticamente los 
sometían a la esclavitud”. A su vez, durante el periodo colonial “se respetó la propiedad 
comunal de los aborígenes”. Se concluye claramente que España sólo se reputaba 
dueña de las tierras de América por ella realmente ocupadas y que los indios habían 
abandonado, (subraya la Sala) más no de las que éstos conservaban en su poder. El 
mismo análisis se hace del periodo republicano, para llegar a concluir que “las tierras de 
los Resguardos Indígenas jamás pertenecieron a la Corona, ni a la república, pues los 
únicos propietarios eran los aborígenes mismos”. En consecuencia, los aborígenes eran 
también los propietarios del subsuelo de estos resguardos.  
 
Finalmente y en segundo lugar, pese a la existencia de una política favorable al 
reconocimiento de territorios indígenas, lo que es visible en la parte considerativa de las 
sentencias; lo cierto es que la parte resolutiva no termina beneficiando a los indígenas, 
por las mismas formalidades y protocolos del derecho civil, en el que se enmarcan este 
tipo de pretensiones. Se terminan denegando los derechos pues éstos se ven 
desconocidos por los vericuetos propios del derecho civil. Los únicos casos exitosos 
fueron los casos 1 y 2 en donde se conceden las pretensiones a los demandantes 
indígenas. En los demás casos, se deniegan sus pretensiones, por razones de derecho 
civil procesal.  
 
Tabla 6.Decisiones de la Corte 
 
N Sentencia Decisión de la Corte  
1 Corte 
Suprema de 
Justicia- Sala 
de Casación 
Civil. 24 
septiembre de 
1972.  
 
 
Frente a los cargos presentados por la parte actora en el recurso de casación, la Corte 
decide:  
 
1) Los mencionados terrenos hacen parte del Resguardo. Por ello, por no haber 
apreciado el tribunal de instancia estas pruebas, la sentencia incurre en error de 
hecho.   
 
2) La Corte precisa que teniendo en cuenta que es un hecho probado que los terrenos 
hacen parte del Resguardo de la comunidad de Ipiales, de conformidad con la 
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N Sentencia Decisión de la Corte  
legislación vigente las tierras de Resguardos Indígenas no pueden adquirirse por 
usucapión, como lo pretendieron los demandados. Es así que en este caso no opera la 
prescripción adquisitiva por cuanto los indígenas no son propietarios exclusivos de 
ninguna porción determinada de las tierras del resguardo. Es cierto que el cabildo 
señala a los miembros (de conformidad con la ley 89 de 1890) porciones ciertas de 
terreno en usufructo. Sin embargo, este derecho de cuota no puede enajenarse, lo 
contrario se opondría a la finalidad de los resguardos (art 7 ley 89 de 1890). Tampoco 
pueden los indígenas traspasar el usufructo, ni la propiedad del terreno, ni hipotecarlo. 
Además los art 40 ley 89 de 1890, 34 ley 1927 y 7 ley 81 de 1958 imponen nulidad 
absoluta si dentro de los 15 años siguientes a la adjudicación, la venta o hipoteca se 
verifica sin las formalidades que las leyes prescriben para la enajenación de inmuebles 
de menores. 
 
3) Las tierras de resguardos indígenas, son divisibles para su goce únicamente entre los 
indios del respectivo resguardo. Además son enajenables, según las leyes de la 
Corona. Según las leyes de la República (leyes 89 de 1890, ley 19 de 1927 y ley 81 de 
1958) las terrenos de resguardo son divisibles y adjudicables en propiedad, con 
carácter enajenable pero con los requisitos de las ventas de inmuebles a menores de 
edad en los primeros quince años.  
 
En suma, las tierras de resguardo están en un régimen de excepción como lo dispone 
el art 2 de la Ley 89 de 1890, que implica su carácter de imprescriptibles, mientras no 
se haya extinguido el resguardo conforme a la ley. Las tierras de Resguardo dejan de 
existir i) por la división de resguardos previsto en la Ley 89 de 1890, 104 de 1919, 38 
de 1921, 19 de 1927 y 81 de 1858 y decreto extraordinario 1421 de 1921; ii) porque 
cuentan con menos de 30 familias y menos de 200 indígenas mediante la declaración 
oficial de extinción (ley 104 de 1919, Decreto 1421 de 1940; iii) por falta de títulos y de 
la prueba supletoria de estos, con derecho de los indios usufructuarios para que le 
sean adjudicados las parcelas como baldíos nacionales ( art 12 ley 89 de 1890, art 9 
ley 81 de 1958). Mientras no ocurra ninguno de estos casos que marcan el fin de la 
parcialidad y el comienzo del dominio privado y exclusivo de los terrenos en cabeza de 
los indios son imprescriptibles por los mismos indígenas, gocen  o no de ellas, y a 
fortirori por los extraños.  
 
4) En consideración a este análisis, la Corte decide: i) casar la sentencia; ii) declarar que 
pertenecen en propiedad  los terrenos “San Judas” y “Chacuayulé” al cabildo de la 
parcialidad indígena de Ipiales; iii) el demandado deberá restituir los frutos de los 
terrenos; y finalmente, iv) se condena al demandado en costas. 
2 Corte La Corte considera que, a diferencia de lo considerado por el Tribunal, la demanda del 
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N Sentencia Decisión de la Corte  
Suprema de 
Justicia. Sala 
de Casación 
Civil. 21 de 
octubre de 
1980. M.P. 
José María 
Esguerra.  
cabildo de Ipiales fue presentada en debida forma, pues el predio fue plenamente 
identificado. En este sentido, decide CASAR la sentencia.  
3 Corte 
Suprema de 
Justicia. Sala 
de Casación 
Civil. 
Sentencia de 
18 de Octubre 
de 1982.  M.P 
José María 
Esguerra.  
 
La Corte Suprema de Justicia recuerda a los despachos de primera instancia que lo 
referido a las tierras de resguardos no le es aplicable la normatividad general, pues en 
“asuntos de resguardos” se aplica la Ley 89 de 1890. Adicionalmente, se precisa que 
las mencionadas normas deben interpretarse para una población con la que la 
República tiene una profunda deuda y con mayor razón cuando se trata de tierras que 
la Corona reconoció a la población indígena, ocupante originaria de la misma.  
 
Seguidamente la Corte considera que las pruebas documentales presentadas por los 
actores si son idóneas para demostrar la propiedad del predio, ello se verificó además 
con una inspección judicial, acompañada por peritos en donde se constató lo 
mencionado por los actores. 
 
Sin embargo, decide finalmente la Corte declararse inhibida en el presente asunto, con 
el fin de no vulnerar el non reformatio in pejus  que le asiste al demandado, por cuanto 
el Tribunal de instancia se declaró inhibido en el presente proceso.  
4 Corte 
Suprema de 
Justicia. Sala 
de Casación 
Civil. 
Sentencia del 
7 de junio de 
1982.  
 
 
La Corte decide no casar la sentencia del Tribunal de instancia y denegar las 
pretensiones del Cabildo de Cumbal, pues considera que en este caso hay identidad 
de objeto, de causa y de partes litigantes, por cuanto para la reivindicación de este 
predio el mencionado cabildo ya había presentado demanda en 1974 y se le habían 
denegado las pretensiones. Por ello opera la cosa juzgada.  
 
Sin embargo, vale precisar que la Corte en su argumentación hace una breve 
referencia a la Ley 89 de 1890 para señalar las diferencias entre los conceptos de 
parcialidad, resguardo y cabildo, en donde el primero se refiere a las comunidades de 
personas propietarias de determinados territorios sujetos por ellas a explotación; la 
segunda se refiere a los territorios; y la tercera a las corporaciones que gobiernan y 
representan las parcialidades antes las autoridades.  
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N Sentencia Decisión de la Corte  
5 Consejo de 
Estado. Sala 
de lo 
Contencioso 
Administrativo. 
Sección III. 
Sentencia del 
9 de febrero 
de 1982.  
 
 
El Consejo de Estado decide denegar las súplicas de la demandante por cuanto el 
INCORA tiene efectivamente la facultad de constituir reservas a favor de las 
comunidades indígenas en virtud de lo establecido por el artículo 27 de la ley de 1968 
que adiciona el art 94 de la Ley 135 de 1961. Es así que para ello el INCORA puede 
incluso expropiar predios de propiedad privada adecuadamente explotados, tal como lo 
dice el art. 23 de la Ley 14 de 1978. 
6 Consejo de 
Estado. Sala 
de lo 
Contencioso 
Administrativo. 
Sentencia del 
6 de julio de 
1972. Sección 
III.  
 
De la extensa exposición histórica y doctrinal respecto a los resguardos indígenas,  la 
Sala concluye que, sin lugar a dudas, las tierras de los Resguardos indígenas jamás 
pertenecieron ni a la Corona española, ni a la República.  Es así que en el caso 
concreto, considera que i) los predios objeto del presente libelo pertenecían a los 
Resguardos de Tibasosa, Nobsa y chámeza; ii) Como consecuencia de las leyes 
proferidas a partir de 1834, estos resguardos fueron repartidos y convertidos en 
propiedad privada; iii) a partir de la constitución de 1958 se dispuso que los dueños del 
suelo, eran a su vez, dueños del subsuelo; iv) Del citado croquis se concluye que el 
lote dado en concesión a “Cementos Boyacá” se halla dentro de los linderos del 
Resguardo indígena de Nobsa y Chámeza, tierras que se superponen, en parte, al 
globo de terreno que “Acerías Paz del Río” alega ser de su propiedad. 
 
En suma,  si los terrenos que comprenden Resguardos Indígenas nunca fueron de la 
Corona española ni posteriormente de la Nación; si el Resguardo de Nobsa y 
Chámeza fue legalmente repartido entre los comuneros en el año de 1833; y si 
“Acerías Paz del Río” demostró haber adquirido varios lotes que pertenecieron en un 
principio a dichos Resguardos legal y debidamente repartidos, es necesario concluir 
que el subsuelo correspondiente a dichos lotes es de su propiedad. Las minas a que 
se viene haciendo referencia, por ser de propiedad particular de “ACERIAS PAZ DEL 
RIO”, NO pueden ser dadas en contrato de exploración y explotación por parte del 
Estado. 
En consecuencia se accede a las pretensiones del demandante, a saber Acerías Paz 
del Río, de suerte que por haber comprado esos predios al Resguardo de Nobsa, tanto 
el predio como el subsuelo son de su propiedad.  
Fuente: elaboración propia  
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2.3.2 Algunas experiencias internacionales: el inicio del litigio 
ante la Corte Interamericano de Derechos Humanos en los años 
80´s 
 
Una vez analizados algunos casos en el ámbito nacional ante las Altas Cortes, no puede 
perderse de vista el fenómeno de internacionalización de la cuestión indígena y de la 
dinámica y fortaleza de los movimientos indígenas a nivel latinoamericano. Para ello, es 
necesario referirse brevemente a las experiencias del litigio de los indígenas ante el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Si bien la  movilización de casos ante el 
Sistema, se dio con fuerza a partir del año 2000, se registran algunos casos litigados 
durante los años 80´s, e incluso años antes, que pasaremos a referir a continuación.  
 
En este sentido, Ariza (2013) ha hecho un juicioso estudio de los casos movilizados por 
los indígenas colombianos ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
constatando que a la fecha se registran un total de 19 casos, que se encuentran en 
diferentes etapas, es decir algunos se encuentran ante la Comisión, otros ante la Corte. 
De estos 1931 casos, se ha proferido hasta la fecha únicamente una sentencia en el 
2007, que corresponde a un proceso por hechos acaecidos en el año de 1988. A su vez, 
el primer caso litigado ante el sistema data del año 1960 y no cuenta aún con sentencia.  
 
Vale precisar que los casos movilizados por indígenas ante el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, no se refieren propiamente a los derechos colectivos de los pueblos 
indígenas, sino a la vulneración de los derechos humanos de individuos indígenas, en 
particular en donde se alega la vulneración de la vida  y la integridad. De estos 19 casos, 
2 de ellos fueron litigados durante la década de los 80´s lo que demuestra entonces que 
los indígenas no fueron ajenos al uso del derecho ante tribunales internacionales, 
durante la época que nos convoca. Veamos brevemente estos dos casos:  
 
                                               
 
31
De estos 19 casos:  2 peticiones se encuentran ante la Comisión con informe de fondo, 14 se encuentran 
con medidas cautelares otorgadas por la Comisión, 1 única petición con sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos; y finalmente, 2 casos con medidas provisionales por parte de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. (Ariza, 2013) 
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 El primer caso movilizado ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos: 
Guahíbos vs Colombia. 
 
El primer caso interpuesto por indígenas ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos data de 1960, y sorprendentemente no cuenta aún con sentencia. Esto quiere 
decir que desde los años 60´s, incluso con anterioridad al periodo de consolidación de las 
organizaciones indígenas, los indígenas empezaron a movilizar casos en el escenario 
interamericano, aunque el enfoque no era la protección de la propiedad colectiva.  
 
En esta ocasión, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió el 26 de 
agosto de 1960, una denuncia por persecución y tortura a poblaciones indígenas de la 
región de Planas, departamento del Meta, presuntamente cometidos por fuerzas del 
Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y las fuerzas armadas”. Sin embargo, 
este caso fue archivado y no cuenta para la fecha con sentencia condenatoria contra el 
Estado colombiano.  
 
 El único caso con sentencia: Germán Escúe Zapata vs Colombia 
 
Por otro lado, la única sentencia proferida por la Corte IDH sobre temas étnicos (que data  
del año 2007) se pronuncia sobre hechos acaecidos en 1988, es decir casi 20 años 
después de que sucedieron los sucesos (Ariza, 2013). Este segundo caso, también fue 
entonces movilizado durante la década de los 80´s.  
 
Se trata de la sentencia “Germán Escúe Zapata vs Colombia” pronunciada el 4 de julio de 
2007, por hechos acaecidos el 1 de febrero de 1988. : En la noche del 1 de febrero de 
1988 agentes del Ejército colombiano entraron de manera violenta a la casa del señor 
Germán Escúe, tumbaron la puerta de entrada, lo amarraron y lo sacaron a golpes. 
Posteriormente, su cuerpo sin vida fue encontrado en las inmediaciones del caserío en el 
resguardo de Jambaló. Ahora bien, se trata del único caso con sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos por violación de derechos humanos a indígenas 
colombianos. Sin embargo, esta decisión deja mucho que desear, por ser proferida 
tardíamente, 23 años después de los hechos; y por qué no se pronuncia respecto a la 
vulneración de los derechos colectivos de la comunidad, sino únicamente a los derechos 
individuales de la víctima.  
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En su parte decisoria, la Corte declara la vulneración de los siguientes derechos: 
violación del derecho a la vida, violación del derecho a la integridad personal, a la 
integridad psíquica y moral de los familiares de la víctima, violación al derecho a la 
libertad personal, violación a la protección a la honra y la dignidad, injerencia arbitraria y 
abusiva en el domicilio de la víctima, violación a los derechos a las garantías judiciales, a 
la protección judicial. Frente a los derechos colectivos, dice la Corte: “que los miembros 
de la comunidad indígena no fueron identificados como víctimas en la demanda de la 
Comisión, por lo que no fueron declarados víctimas en la sentencia, y 
consecuentemente, no serán considerados como “parte lesionada”. Pierde entonces la 
Corte una importante oportunidad para hacer una reflexión en torno a la dimensión 
colectiva de la afectación de los derechos del pueblo nasa, y en particular respecto a su 
territorio. Decide, entonces, dejar la decisión sólo en el ámbito individual.  
2.4 Conclusiones  
Cerramos entonces una década de movilizaciones indígenas en donde la reivindicación 
de la tierra ha sido el motor principal. Este fenómeno es cierto tanto para Colombia, como 
en el contexto latinoamericano. Para la defensa de la tierra, los indígenas han recurrido a 
diversos tipos de acciones, en este caso se analizaron algunos casos de interposición de 
acciones judiciales ante los tribunales: acciones reivindicatorias y recursos de casación 
(ante la Corte Suprema de Justicia), participación en acciones de nulidad y 
restablecimiento del derecho como intervinientes (ante el Consejo de Estado).  En este 
litigio los indígenas, sea directamente o mediante apoderado, dan cuenta de una 
estrategia que consiste en usar el derecho para la defensa de la tierra, es decir utilizar el 
código del colonizador, a su favor. Para ello se analizaron los tipos de pretensiones 
formuladas, los argumentos jurídicos planteados, el tipo de pruebas aportadas y las 
decisiones de las altas cortes frente a estos litigios; categorías, todas ellas, que dan 
cuenta de cómo los indígenas se han convertido en expertos en el uso del lenguaje y de 
las estrategias jurídicas. A su vez, se hace una breve referencia al inicio del litigio ante el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en donde los indígenas colombianos 
movilizan los primeros casos ante esta instancia. Sin embargo, este litigio no se da en el 
marco de las reivindicaciones de derechos colectivos, sino netamente de derechos 
individuales.  
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La complementación de este tipo de luchas en los tribunales judiciales, con otras más 
directas, como los actos de recuperación de tierra, las movilizaciones sociales; aunado a 
un contexto institucional y jurídico más favorable, permite que a finales de los 80´s la 
situación de las tierras para los indígenas mejore sustancialmente.  
 
En efecto, a comienzos de los años 80´s la repartición de la tierra entre las diferentes 
formas reconocidas por el Gobierno Nacional a favor de los indígenas, es como se 
muestra en la tabla 7. En ese momento, menos de la mitad de los indígenas (47%) tienen 
la tierra amparada bajo una modalidad jurídica eficaz. 
 
Tabla 7. Situación legal de las comunidades indígenas en materia de tierras- 1982  
 
SECTORES NÚMERO POBLACIÓN PORCENTAJE 
Resguardos 73 138.253 36 
Reservas 79 39.981 11 
Comunidades civiles 13 19.800 5 
Reservas (proyectos) 71 76.371 19 
Poseedores individuales 
(baldíos) 
23 25.555 7 
Pendientes de estudio 3 85.854 22 
TOTALES 262 385.814 100 
Fuente (Gros, 1991) 
 
Por su parte, entre 1966 y 1981 el gobierno había adquirido 17.270 hectáreas destinadas 
a comunidades indígenas. Entre 1982 y 1985 la tasa de crecimiento por adquisiciones de 
nuevos predios se mantiene en un ritmo moderado (2.729 en 1982, 3.761 en 1983, 2.897 
en 1984, 7.119 en 1985 y 4.561 en 1986). Desde 1987 y hasta 1993, el número de 
hectáreas adquiridas pasa  a una tasa superior a las 10.000 por año, lo que lleva a que 
en sólo dos años se alcance casi el total de adquisiciones de dos décadas (12.993 en 
1987, 12.311 en 1988, 10.965 en 1989, 13.389 en 1990, 10.893 en 1991, 15.233 en 
1992, 14.021 en 1993) (Borrero, 2003, p.65).  
 
Finalmente, vale precisar que en esta lucha es visible la alternancia entre las prácticas 
jurídicas y las prácticas políticas, así como el escenario nacional con el internacional. Por 
ello durante este escrito, se hizo referencia tanto al contexto de los movimientos sociales 
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indígenas durante los 80´s, como a las dinámicas que respaldaron, directa o 
indirectamente, la interposición de este tipo de acciones judiciales. El “despertar 
indígena” de los años 80´s consolidó un movimiento capaz de exigir derechos en varios 
escenarios, entre estos, ante los tribunales judiciales. Por otro lado, un contexto jurídico e 
institucional más favorable, como el iniciado desde 1982 con el Gobierno Turbay, hace 
viables las exigencias en materia de tierras ante los canales institucionales, en este caso 
ante los tribunales judiciales. Todo este proceso, se ve facilitado también por una 
dinámica latinoamericana favorable a los derechos indígenas y consolidado por las 
primeras movilizaciones ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos  
 
  
 
3. CAPÍTULO 3: USOS DEL DERECHO EN LOS 
AÑOS 90´S Y MOVILIZACIÓN ANTE LA 
CORTE CONSTITUCIONAL POR LA DEFENSA 
DEL TERRITORIO  
 
Este tercer capítulo tiene como fin identificar los usos del derecho por parte de los 
indígenas ante la Corte Constitucional, esta vez, en la década de los años 90´s. Para 
llevar a cabo este análisis, es necesario de nuevo referirse, previamente, al contexto 
político y jurídico en el que se inscribe este uso del derecho y sus conexiones con otros 
campos de acción de los indígenas en sus reivindicaciones por la tierra.  
 
Con este cometido, este capítulo tiene tres partes: En primer lugar, se identificará el 
contexto jurídico e institucional que enmarca la cuestión indígena territorial durante la 
época, pues este contexto es el que determina las condiciones de posibilidad del litigio 
ante la Corte Constitucional y los resultados de ese litigio. En segundo lugar, se 
analizarán las transformaciones sufridas por el movimiento indígena en los años 90´s, al 
ser el actor esencial de este tipo de reivindicaciones. Finalmente, se analizará el litigio 
ante la Corte Constitucional en la defensa de la tierra, en materia de acciones de tutela y 
acciones públicas de inconstitucionalidad. 
 
Vale recordar que de forma transversal, se hará referencia constante al nexo entre el 
ámbito nacional e internacional,  
 
3.1 El contexto jurídico e institucional en los años 90´s  
3.1.1 El constitucionalismo necesario  
 
La década de 1990 se ve caracterizada por un nuevo marco jurídico e institucional: la 
Asamblea Nacional Constituyente y la posterior expedición de la Constitución de 1991, 
que abre un nuevo espacio para los indígenas y para el uso del derecho.  
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Como se vio en el capítulo anterior, la utilización de la ley y el hecho de tener que recurrir 
a jueces y abogados fueron situaciones conocidas de tiempo atrás por las comunidades 
indígenas. A su vez, las disposiciones que favorecían las demandas indígenas, en 
particular la Ley 89 de 1890, y las normas de reforma agraria (ley 136 de 1961) fueron 
exploradas y puestas en práctica en diversos escenarios, entre éstos las Altas Cortes. 
 
Pero la Constitución de 1991 es una gran innovación en materia jurídica. Las acciones de 
tutela o las acciones públicas de inconstitucionalidad incorporadas en este texto 
constitucional, abren la posibilidad a un individuo o a un grupo de acceder a la justicia 
cuando se considera que sus derechos constitucionales están siendo violentados lo que 
conllevará, con rapidez, a una serie de decisiones judiciales a favor de los indígenas, y 
en particular de su tierras, en el que los indígenas tuvieron un importante protagonismo 
(Gros, 2010). Para que eso fuera posible, fue necesario un cambio en el contexto 
institucional y jurídico de la época: a saber la Asamblea Nacional Constituyente y la 
expedición de la Constitución de 1991.  
 
La Asamblea Nacional Constituyente surge como una respuesta a un contexto de crisis 
política e institucional en nuestro país. En este sentido, Buenahora (1997) identifica una 
serie de factores y sucesos que explican el surgimiento de la Asamblea Nacional 
Constituyente de la siguiente forma: Por un lado, unos factores estructurales; y por otro 
lado, unos sucesos que aceleraron el proceso.  
 
En cuanto a lo primero, a saber los factores estructurales, Buenahora (1997) refiere los 
siguientes: i) la democracia restringida que se dio durante el Frente Nacional (1957-1991) 
de suerte que por más de 30 años el poder estuvo en cabeza de liberales y 
conservadores de forma alternada, sin que fuese posible la participación de otros 
partidos políticos en la arena política; ii) la existencia de movimientos guerrilleros que, 
como consecuencia de esa democracia pactada y la imposibilidad de participar por la vía 
institucional, deciden recurrir a la vía armada (Farc, ELN, EPL, M-19); iii) el uso 
recurrente del estado de sitio por parte de los gobiernos sucesivos lo que implicó las 
restricciones frecuentes a las principales libertades públicas de los ciudadanos; iv) la 
corrupción administrativa; v) el tráfico de estupefacientes y el narcotráfico; y por último, 
vi) la escasa movilidad social que se caracteriza por la paulatina concentración de 
riqueza en ciertos sectores minoritarios de la población nacional, a la vez que se 
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presentaba simultáneamente un fenómeno de pauperización del grueso de la población.  
 
Ahora bien, en cuanto a lo segundo, a saber, los sucesos que aceleraron el proceso de la 
Asamblea Nacional Constituyente, se tienen los siguientes, según lo explica Buenahora 
(1997): i) la idea de una Asamblea Nacional Constituyente hace rato que estaba presente 
en distintos núcleos de la sociedad colombiana, ejemplo de ello es la pequeña 
constituyente impulsada por López Michelsen o la reforma constitucional propuesta por 
Turbay Ayala, entre otros intentos; ii) la oleada terrorista que imperaba en la época: la 
muerte de Luis Carlos Galán el 18 de agosto de 1989, la toma de Palacio de Justicia en 
1985, el asesinato de cuatro candidatos presidenciales en menos de tres años, la 
arremetida narcoterrorista contra la población civil, el fortalecimiento del paramilitarismo, 
entre otros aspectos; y por último, iii) la izquierda democrática, una vez intenta participar 
en la arena política, fue físicamente acribillada: Bernardo Jaramillo y Carlos Pizarro León 
Gómez, candidatos a la presidencia de la República por la Unión Patriótica, UP y la 
Alianza Democrática, respectivamente, fueron blanco de los sicarios al servicio de 
organizaciones criminales.  
 
Todos estos sucesos generaron un sentimiento de incertidumbre y terror en la sociedad 
colombiana (Quintero, 2002). Así, ganó espacio la idea de superar la crisis mediante el 
refuerzo de la legitimidad de las instituciones democráticas y el Estado y posteriormente, 
por la refundación del Estado a través de la convocatoria de una Asamblea Constituyente 
que dotara al país de una nueva constitución. Es en este sentido en que se entiende el 
constitucionalismo necesario al que hacen referencia Viciano y Dalmau (2011), como un 
proceso constituyente que busca responder a una situación de crisis política y social 
generalizada.  
 
En este contexto, en el marco del movimiento estudiantil, surge la idea de aprovechar las 
elecciones de las corporaciones públicas del 11 de marzo de 1990 para conseguir un 
plebiscito. Al haber seis votos para ese día, la propuesta contemplaba que los 
ciudadanos depositaran un séptimo voto en el cual decidieran la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente. Dicha propuesta se denominó “la séptima papeleta” 
(Quintero, 2002).  
 
El día de las elecciones se dio a conocer un comunicado en el cual se expresaron que de 
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las mesas escrutadas se encontraron dos millones de séptimas papeletas, en donde el 
89% votó a favor de la convocatoria. Posteriormente, fundamentado en el éxito de la 
séptima papeleta, el presidente recién electo, Cesar Gaviria, expidió el decreto 1926 por 
el cual se reglamentó la forma de elección de la Asamblea Constituyente y el temario de 
la reforma (Quintero, 2002). Es así que, posteriormente, ese 9 de diciembre de 1990, se 
eligieron los 70 miembros de la Asamblea Nacional Constituyente (Quintero, 2002).  
 
Ahora bien, vale precisar que este proceso constituyente es de resaltar no sólo por su 
carácter democrático, sino porque además permitió la participación de varias minorías 
antes excluidas del escenario político colombiano (Uruburu, 1991). Respecto a las 
minorías indígenas en la Asamblea Nacional Constituyente participaron inicialmente dos 
delegados que buscaron plasmar en el texto constitucional los diferentes derechos de 
sus comunidades: Lorenzo Muelas Hurtado (guambiano) y Francisco Rojas Birry 
(Embera). Posteriormente, se incorporó un tercer delegado que provenía del proceso de 
desmovilización del Movimiento Armado Quintín Lame: Alfonso Peña.  
 
En efecto, estos delegatarios proponían en la Constitución la inclusión de un título 
especial denominado “de los derechos de los grupos étnicos”, lo que incluía el derecho a 
la propiedad colectiva sobre la tierra, entre otros derechos. Su solicitud no fue escuchada 
integralmente, sin embargo en la Constitución fueron incorporados de forma transversal 
diversos derechos favor de los indígenas de forma atomizada (Gaceta constitucional, 
1991), como se explicará con mayor detalle en el punto 3.1.2 de este capítulo. 
 
En 1991, al plasmar en el nuevo texto constitucional el reconocimiento de los derechos 
de los pueblos indígenas, abriendo el paso a su participación política, el Estado 
contribuyó a la evolución de estas organizaciones hacia movimientos políticos 
(Peñaranda, 2005). La actitud contestataria de las organizaciones indígenas, en 
particular, en áreas de conflicto armado, forzó al Gobierno colombiano a tomar en cuenta 
a los pueblos indígenas durante las décadas de negociaciones que marcaron el final del 
siglo XX. Los líderes indígenas fueron impelidos a la arena legislativa con su 
participación en la redacción de la Constitución de 1991, que reconoce a Colombia como 
una nación pluri-étnica y multicultural (Rappaport, 2008). 
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3.1.2 El nuevo texto constitucional y los derechos de los 
indígenas 
 
La Constitución de 1991 de muchas maneras cambió la relación legal de la nación con 
los indígenas. Esta constitución reconoce el carácter multiétnico y pluricultural de la 
nación (art. 7 CP) y por primera vez, un texto constitucional colombiano utiliza la palabra 
“pueblos o comunidades indígenas” (arts, 246, 7, etc.). A su vez, este texto constitucional 
reconoce 5 tipos de derechos diferenciados, lo que da cuenta de su carácter multicultural, 
según lo precisado por Kymlicha (2006). Veamos, brevemente, cada uno de ellos:  
 
Primero, se reconoce el derecho a la autonomía de los pueblos indígenas y el derecho 
propio (arts. 286, 287 y 330 CP.)  
 
En segundo lugar, se reconoce el derecho a la participación política de los indígenas, 
además del derecho al sufragio que tiene todo indígena, por ser ciudadano colombiano. 
Este derecho a la participación se ve reflejado en dos aspectos: Por un lado, en virtud de 
los artículos 171 y 176, se reservan cupos especiales, tanto en el Senado como en la 
Cámara de Representantes, para asegurar la representación de los pueblos indígenas y 
grupos étnicos. Por otro lado, derivado del derecho a la participación, se reconoce el 
derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas, en los casos de explotación de 
recursos naturales (art 338 CP).  
 
En tercer lugar, la Constitución colombiana le otorga un nuevo carácter a la tierra 
indígena, bajo la protección de bienes “inalienables, imprescriptibles e inembargables” 
(Art. 60 CP) y, en este sentido, les otorga a estas comunidades un derecho de propiedad 
colectiva sobre las tierras. Así, a nivel constitucional la propiedad colectiva de los grupos 
étnicos está regulada básicamente en cinco artículos: el ya mencionado artículo 60; el 
artículo 286, en donde se le da carácter de entidades territoriales a los territorios 
indígenas; el artículo 329, en donde se precisa que los resguardos indígenas son de 
propiedad colectiva; el artículo 330, en donde se precisa que los territorios indígenas 
están gobernados por consejos conformados por sus usos y costumbres; y el artículo 55 
transitorio en donde se hace una alusión a la propiedad colectiva de los afrocolombianos.  
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En cuarto lugar, la Constitución colombiana señala que los idiomas indígenas serán 
considerados como oficiales en los territorios que habitan los grupos étnicos, como se 
predica del artículo 10 de este texto. En desarrollo de esta reivindicación, la constitución 
de Colombia hace referencia a la enseñanza bilingüe en ese mismo artículo.   
 
En quinto lugar, la constitución de Colombia reconoce, en el artículo 246, el derecho de 
las comunidades indígenas a administrar justicia en sus territorios, lo que se conoce 
como la Jurisdicción Especial Indígena.  
 
Ahora, si bien inicialmente el texto constitucional hace alusión sólo a estos cinco 
derechos, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha desarrollado y ampliado el 
número y contenido de los mismos.  
3.2 Contexto del movimiento indígena en los 90´s: “ el 
nuevo despertar indígena”  
En lo que tiene que ver con el desarrollo de los movimientos indígenas, la década de los 
años 90´s representa un cambio: es lo que algunos autores han llamado como “el nuevo 
despertar indígena”. Veamos este nuevo despertar indígena  en Colombia y, brevemente, 
en la región latinoamericana.  
 
3.2.1 A nivel nacional  
 
La Constitución de 1991 debe interpretarse como un punto de llegada de un largo 
proceso que concluye con la aceptación de los pueblos indígenas de integrarse a la 
nación colombiana, a cambio del pleno reconocimiento por parte del Estado de sus 
derechos ciudadanos y del establecimiento de mecanismos especiales para su 
promoción (Peñaranda, 2005). Al reclamar y defender su lugar en la nación multicultural 
refundada en 1991, el movimiento indígena ha aceptado ser parte de ella. Es decir, la 
Constitución de 1991 logra lo que no se había logrado en los siglos anteriores, que es la 
integración de los indígenas a la vida política de la nación mestiza. El modelo 
multicultural de 1991, explicado ampliamente en el marco teórico, se diferencia del 
proyecto de la asimilación del indigenismo en cuanto esta integración se hace bajo el 
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signo de la diferencia y del respeto de la sociedad mayoritaria por esta diferencia 
(Lemaitre, 2009, p. 310).  
 
En efecto, el movimiento indígena estaba acostumbrado a rechazar todo tipo de 
participación dentro de un sistema del cual, de hecho, estaba excluido. Es así que en la 
Constituyente de 1991, se planteó la disyuntiva de proseguir en el abstencionismo 
electoral y la oposición frontal al sistema o asumir la posibilidad de asumir sus 
reivindicaciones participando en el acontecer político (Laurent, 2005). El movimiento 
indígena opta finalmente por interlocutar con la sociedad y el derecho, lo que se hace 
evidente en su participación en el proceso constituyente; y posteriormente, en el uso que 
hacen del nuevo escenario jurídico y político planteado por la Constitución de 1991, 
recurriendo, por ejemplo a las acciones de tutelas y acciones públicas de 
inconstitucionalidad para defender sus derechos.  
 
En este contexto, el Movimiento de Autoridades fue el primero en aceptar el desafío. 
Posteriormente, la ONIC también reaccionó a favor de la constituyente y fijó las 
siguientes condiciones: i) se pronunció en pro de la convocatoria de una asamblea 
amplia y democrática apta para tomar en cuenta las reivindicaciones de los sectores 
populares a nivel regional y local; ii) pidió que las decisiones tomadas en la constituyente 
se adoptaran por consenso, antes de ser ratificadas por las bases; y finalmente iii) exigió 
la conformación de una comisión representativa de los distintos sectores políticos, 
sociales, regionales para definir su modo de funcionamiento (Laurent, 2005).  
 
Después de semanas de trabajo y preparación se presentaron finalmente tres candidatos 
en representación de las comunidades indígenas: Dos de ellos eran ya figuras 
destacadas dentro del movimiento indígena: Por un lado, Francisco Rojas Birry, que 
lideraba la lista propuesta por la ONIC; y por otro lado, Lorenzo Muelas que representaba 
el movimiento de Autoridades. Además de ellos, se registró un tercer candidato menos 
conocido en representación de un movimiento llamado Movimiento Nacional en pro de la 
Recuperación del Suelo y el Subsuelo de la Comunidad Indígena (Citado en Laurent, 
2005).  
 
De estos tres candidatos, resultaron electos los dos primeros. Su elección se dio por la 
fuerza de un voto de opinión de las poblaciones urbanas a favor del movimiento indígena 
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(Gros, 2010). Ellos simbolizaban la apertura democrática y la aparición de la sociedad 
civil en contra de una clase política deslegitimada (Gros, 2010). Estos candidatos 
indígenas recibieron el apoyo de las principales ciudades del país: Cali, Medellín y 
Bogotá (Laurent, 2005). Ahora, si bien el apoyo de las ciudades fue importante, también 
se trataba de un voto étnico: como lo precisa Laurent (2005) Francisco Rojas Birry recibió 
apoyo en los departamentos con fuerte presencia de población indígena: Cauca, 
Córdoba, Caldas, Tolima y Putumayo. En Chocó, este candidato también fue apoyado no 
sólo por un electorado indígena, sino también afrocolombiano. Lorenzo Muelas obtuvo la 
mayoría de sus votos en los departamentos de Cauca y Nariño, cuna del Movimiento de 
Autoridades que representaba.  
 
A su vez, del proceso de desmovilización del Movimiento Quintín Lame surgió un tercer 
representante indígena en la Constituyente, que participó a partir de Mayo de 1991: 
Alfonso Peña (Laurent, 2005). En efecto, vale precisar que en el contexto de la 
Constituyente de 1991 el Gobierno se encontraba negociando la desmovilización con el 
Movimiento Armado Quintín Lame. El grupo y el gobierno llegaron a un último acuerdo el 
27 de mayo de 1991 que incluía, entre otros aspectos, la participación de uno de sus 
delegados en la Asamblea Nacional Constituyente, con voz y voto, que, como se vio, fue 
Alfonso Peña (Laurent, 2005).  
 
En la Asamblea Nacional Constituyente, estos representantes indígenas, reclamaron no 
sólo en términos de necesidades, de justicia, sino en términos de derechos. No sólo 
conocían la constitución y las leyes, sino que además estaban dispuestos a cambiarlas: a 
diferencia de los indígenas de los años 70´s, los de los 90´s sabían hacerse oír porque 
tenían un movimiento ya consolidado que los respaldaba, y porque sabían “hablar 
derecho”, el lenguaje con el que se expresa la cultura dominante (Lemaitre, 2009).  
 
Además de la participación directa de los tres representantes indígenas en la 
Constituyente de 1991, César Gaviria propició, como presidente electo, mecanismos 
destinados a tomar en cuenta las aspiraciones del pueblo colombiano y en todo el país 
se organizaron las llamadas mesas de trabajo y comisiones preparatorias para que sus 
exigencias fueran centralizadas y sistematizadas. En estas mesas, también participaron 
las comunidades indígenas (Laurent, 2005). 
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Ahora bien, luego de todo este proceso, en donde participaron directamente (a través de 
los tres representantes indígenas) e indirectamente (a través de las mesas de trabajo) los 
pueblos indígenas, se logra incorporar en la Constitución una serie de derechos a favor 
de estos pueblos (5 derechos diferenciados), como se vio en el punto 1.1 de este 
capítulo. La Constitución es finalmente promulgada el 5 de julio de 1991.  
 
Este texto constitucional abre, entonces, un nuevo espacio político para el movimiento 
indígena. Es así que a partir de 1991 los candidatos indígenas representaban una de las 
expresiones más fuertes y novedosas de las llamadas “Terceras Fuerzas” o movimientos 
“Alternativos” que han irrumpido en el escenario político durante las últimas dos décadas. 
Aunque hay antecedentes de candidatos indígenas en el pasado, desde la lejana 
candidatura presidencial de Eutiquio Timoté a comienzos de los años 30, la novedad en 
este caso la constituye el hecho de que en los 90´s los candidatos se presentan a 
nombre de organizaciones indígenas que defienden un proyecto político orientado hacia 
la población indígena y que han logrado en un periodo muy corto, consolidar un 
electorado indígena que puede llegar a ser la base de un proceso de identidad política 
(Peñaranda, 2005).  
 
Ahora, sin dejar de lado la heterogeneidad del movimiento y de las dificultades y 
conflictos que se desarrollan en su interior, a partir de 1991, el movimiento indígena con 
su crecimiento se dividió internamente. Estos conflictos corresponden a tensiones que 
venían de los años 80´s, por ejemplo entre el CRIC y organizaciones nuevas que 
representaban comunidades mucho más pequeñas y menos politizadas. A estos se 
sumaron otras diferencias importantes entre los líderes mayores y las autoridades 
tradicionales; también entre una nueva generación con mayores niveles de educación 
formal, más ambiciones políticas y más urbanos que sus mayores y por tanto más 
alejados de sus comunidades de base (Lemaitre, 2009, p. 332). Otras tensiones surgen 
también de otros grupos indígenas que habían perdido su identidad y la redescubren 
después del proceso constitucional (Este es el caso de los kankuamos).  
 
Es así que a partir de 1991, cuatro organizaciones indígenas manifiestan defender los 
derechos indígenas: Por un lado, la ONIC y el Movimiento de Autoridades, 
organizaciones ya conocidas. Por otro lado, surgen dos nuevas: La Alianza Social 
Indígena (ASI) y el Movimiento Indígena Colombiano (MIC). De origen y trayectorias 
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diversas, estas organizaciones, que pretenden todas defender “la” causa indígena, se 
basan en una serie de objetivos o discursos propios (Laurent, 2005).  
 
Esto no hace más que confirmar el carácter heterogéneo del movimiento indígena, 
precisado por Rappaport (2008). Sin embargo, a pesar de estas divisiones y tensiones 
que todavía perduran el movimiento indígena sigue siendo un actor político nacional  y 
sus actuaciones siguen teniendo una relación íntima con el derecho. A su vez, su 
reivindicación de la tierra siguió teniendo frutos:  
 
Para 1997 la situación de la tenencia de la tierra en términos globales guardaba la 
siguiente composición: los resguardos coloniales representaban el 34,77% de la 
población, las reservas indígenas el 0.51%, las parcialidades o resguardos 
representaban el 46,76% de la población. De un porcentaje total de 22% indígenas sin 
territorio definido en el CONPES de 1980, se pasa a sólo un 5,71% en 1997 (Borrero, 
2003, p.65). De la misma forma, entre 1992 y 1997 el INCORA adquirió más de 60.000 
hectáreas y cerca de 100 mejoras a colonos, aun cuando el ritmo de titulación se 
mantuvo bajo (Borrero, 2003, p.65).  
 
Esto demuestra entonces una consolidación de las demandas territoriales de los 
indígenas durante los años 90´s, aunque no al ritmo de los años 80´s.  
 
3.2.2 En la región latinoamericana  
 
En la región latinoamericana el movimiento indígena se caracteriza a su vez, por un 
impulso importante que se dio en varios países. En este sentido Yashar (2005) manifiesta 
que por ejemplo en Ecuador, en 1990, surge un fuerte movimiento indígena y una 
agenda indígena específica. A su vez, una marcha indígena cubre 650 kilómetros en la 
parte baja de la Amazonía Boliviana hasta la capital de la Paz ese mismo año. Los 
indígenas en Chiapas confrontaban el Estado Mexicano en enero de 1994 y articularon 
posteriormente una serie de demandas étnicas. Los Indios Mayas en Guatemala 
coordinaban la Segunda Reunión Continental de los Indígenas y de la Resistencia 
Popular en 1994 y ello coincidió con el surgimiento de varias organizaciones indígenas 
Mayas. En 1992 florecieron los foros internacionales sobre temas étnicos, lo que se vio 
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precedido por la decisión de las Naciones Unidas de solicitar una década internacional de 
los pueblos indígenas del mundo (1995 y 2004).  
 
A su vez, los líderes indígenas empiezan a jugar en América Latina un rol más activo en 
el debate de las políticas y los grandes cambios constitucionales: En Colombia, como se 
vio, y en Ecuador, los derechos indígenas fueron discutidos en las Asambleas Nacionales 
Constituyentes en 1990-1991 y 1997-1998, respectivamente. En Ecuador, Bolivia y 
Guatemala, los movimientos indígenas lograron postular candidatos en las elecciones 
locales y nacionales. Y a través de toda Latinoamérica, los movimientos indígenas 
empezaron a jugar un papel clave en las discusiones sobre las reformas sobre la tierra, el 
uso de la tierra, educación bicultural, y otros temas (Yashar, 2005). 
 
El impulso de este nuevo despertar indígena obedece, según Yashar (2005), 
esencialmente a tres factores: cambios en los regímenes (citizenship regime) que 
desafían la autonomía local, redes transnacionales y espacios políticos asociativos. En 
donde se presentaron estos tres factores simultáneamente se dio el “nuevo despertar 
indígena” en el país correspondiente.  Este es el caso de Ecuador, Bolivia, Guatemala, 
México, entre otros.  
 
En cuanto a lo primero, fue común en Latinoamérica en los años 50´s del siglo XX el 
surgimiento de regímenes corporativistas que desarrollaron políticas encaminadas a 
garantizar los derechos sociales. Estos regímenes no atacaron frontalmente la autonomía 
indígena, de hecho los indígenas se vieron beneficiados por las reformas agrarias (1934 
en México, 1936 en Colombia, 1953 en Bolivia,  1952 en Guatemala, 1964 en Ecuador, 
1968 en Perú) y por el surgimiento de corporaciones campesinas, lo que les permitió 
generar nuevos espacios de interlocución con el Estado (Yashar, 2005). Sin embargo, el 
modelo corporativista comienza a erosionarse y es reemplazado, en los años y 90´s por 
un régimen neoliberal, en virtud del cual se empieza a abogar por la autonomía, la 
responsabilidad individual, los derechos civiles y políticos, a la vez que se produce la 
promoción del mercado libre de tierras y trabajo. Estos cambios en los regímenes 
latinoamericanos que empiezan a poner en riesgo, frontalmente, la autonomía indígena 
es lo que facilita la politización de los movimientos indígenas y su auge (Yashar, 2005).  
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En este sentido, las organizaciones indígenas, que venían organizándose desde 1970, a 
partir de líneas de bases étnicas, se ven frontalmente atacadas en los 90´s por políticas 
neoliberales, lo que explica este nuevo despertar indígena. En algunos países la 
autonomía local de los indígenas fue desafiada no sólo por la implementación de las 
políticas neo liberales, sino también, por el desarrollo de guerras civiles, como fue el caso 
de Guatemala y Perú, y el conflicto armado en Colombia (Yashar, 2005)  
 
En cuanto a lo segundo, Santamaría (2009) precisa que las redes transnacionales 
indígenas que fueron surgiendo en los 80´s, se consolidaron en los 90´s. Así en la 
década de los 90´s se constituye en Colombia un claro ejemplo de internacionalización 
de la “causa indígena” como una de las temáticas más importantes del debate 
internacional de los derechos humanos. En este contexto emerge un personal político y 
jurídico atípico, compuesto por jueces y dirigentes indígenas que movilizaron un tipo 
especial de capital (el capital étnico) para “entrar en política” e insertarse en el espacio 
jurídico internacional. Por ello, si bien los 80´s representaron el inicio de la participación 
de los indígenas en la producción de las herramientas jurídicas internacionales, los años 
90´s implicó la profesionalización de estos agentes.  
 
Finalmente, el último elemento, a saber, los espacios políticos asociacionales, se refiere 
a la existencia de facto de la libertad de asociación y expresión y esto es posible en 
varios escenarios: en donde los Estados han estado ausentes, en los estados 
democráticos en donde se protegen los derechos civiles en la práctica, y en los 
regímenes transnacionales en donde las autoridades inician un proceso de políticas 
liberales lo que incluye un declive en la represión y en el correspondiente aumento del 
respeto de los derechos civiles. El hecho común en estos tres escenarios es que el 
estado no trunca la capacidad de asociarse y expresarse (Yashar, 2005).  Así, solo en 
donde se daban espacios políticos asociacionales fue posible el surgimiento de los 
movimientos indígenas: CONAIE en Ecuador, CSUTCB y CIDOB en Bolivia, COMG en 
Guatemala y el EZLN en México. Ello es especialmente cierto si se tiene en cuenta que 
en los años 90´s se asiste a cambios constitucionales democráticos en los países 
latinoamericanos, en donde no sólo se reconocen los derechos indígenas, sino que 
además se reconocen mayores derechos y libertades que permiten la asociación y la 
demanda por los derechos.  
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3.3 Movilización y usos del derecho ante la Corte 
Constitucional en los años 90´s  
Una vez precisado el contexto político y jurídico y referenciada la dinámica del 
movimiento indígena en la década de los años 90´s, tanto a nivel nacional, como en el 
contexto latinoamericano; pasemos a analizar los usos del derecho de estos pueblos 
ante la Corte Constitucional, guardiana de la Constitución.  Ahora,  teniendo en cuenta 
los nexos entre lo nacional y lo internacional, se hará referencia a la movilización de 
algunos casos por parte de los indígenas ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos.  
 
3.3.1 La movilización ante la Corte Constitucional  
 
Como se vio, con anterioridad a la Constitución de 1991 la protección jurídica de los 
territorios colectivos de los pueblos indígenas era claramente deficiente. Estos eran 
protegidos únicamente a nivel legal, en particular mediante las leyes 89 de 1890 y la Ley 
135 de 1961 en donde se estableció la facultad al INCORA de constituir resguardos a 
favor de las comunidades indígenas. Sin embargo, esta facultad del INCORA sólo se 
empieza a concretar, en la práctica, en los años 80´s cuando las organizaciones 
indígenas, haciendo uso de esta ley, exigen e impulsan el proceso de demarcación y 
legalización de territorios indígenas bajo la figura del “nuevo resguardo” (Houghton, 
2008).  
 
A su vez, durante la vigencia de la Constitución anterior, es decir la de 1886, la 
estabilidad y perdurabilidad de los territorios indígenas era bastante precaria ya que no 
podía haber bienes inmuebles que no fueran de libre enajenación, como lo hace evidente 
el artículo 37 de la anotada constitución (Roque, 1993). Ello suponía que los indígenas 
perdían sus tierras fácilmente, por lo que fueron sometidos en la mayoría de los casos al 
terraje.  
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Con la nueva norma constitucional, por su parte, se le otorga un nuevo carácter a la tierra 
indígena, bajo la protección de bienes “inalienables, imprescriptibles e inembargables”32. 
Como se vio, a nivel constitucional la propiedad colectiva de los grupos étnicos está 
regulada básicamente en cinco artículos: art 63, 330, 28, 330 y 55 transitorio. Es por ello 
que, a partir de 1991, las normas de protección de los territorios indígenas se 
“constitucionalizan”. Desde este momento, los indígenas hacen uso de las herramientas 
jurídicas ofrecidas por el nuevo ordenamiento constitucional, a saber la acción de tutela, 
en un primer momento, y la acción pública de inconstitucionalidad, en un segundo 
momento, para defender su territorio. Ello genera importantes impactos respecto a este 
derecho, como se verá a continuación.  
 
En este punto, vale precisar que durante la década de los 90´s la mayoría de los casos 
en los que la Corte Constitucional ha tratado los derechos de los pueblos indígenas ha 
sido en revisiones de tutela (Olsen, 2008). Hay apenas una acción pública de 
inconstitucionalidad sobre el tema en este periodo. Sin embargo, el uso de este tipo de 
acciones por parte de los indígenas empieza a aumentar, a partir de los años 2000, 
cuando se vincula la protección de los territorios con el derecho fundamental a la 
consulta previa.  
 
A su vez, vale precisar que a pesar del notable avance de la Constitución de 1991 frente 
al texto constitucional del 86 en lo que se refiere a la protección de los territorios 
indígenas, el contenido mismo del derecho a la propiedad colectiva de los grupos étnicos, 
como derecho fundamental y las diversas aristas y limitaciones del mismo, sólo serán 
desarrolladas por la jurisprudencia de la Corte Constitucional; inicialmente, por vía de 
acción de tutela; y posteriormente, por vía de acción pública de inconstitucionalidad. Ello 
fue posible gracias a las diversas acciones instauradas, en su gran mayoría, por las 
mismas organizaciones o gobernadores indígenas ante esta Corporación.  
 
 El uso de las acciones de tutela como una herramienta para la defensa del 
territorio y su impacto en la jurisprudencia constitucional   
 
                                               
 
32
 Art 60. Constitución Política de Colombia 
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Frente al panorama constitucional de 1991 las organizaciones indígenas optan 
rápidamente por interponer acciones de tutela con el fin de proteger su territorio, logrando 
con ello la definición del contenido de este derecho. Ahora bien, las comunidades que 
interponen tutelas se caracterizan por estar vinculadas desde tiempo atrás con el sistema 
nacional (Sánchez, 2004). De una u otra forma estuvieron vinculadas a las grandes 
luchas para conseguir la tierra, que se dieron en el marco del despertar indígena de los 
“80´s” y el nuevo despertar de los “90´s. En este sentido, todo el contexto referido en los 
puntos anteriores no puede desligarse del litigio ante la Corte Constitucional. Por ello, el 
expertise de los derechos de los pueblos indígenas se caracteriza por una alternancia 
entre las prácticas políticas (el mundo de las organizaciones y su participación e 
inserción en escenarios políticos) y las prácticas jurídicas (los usos del derecho y el litigio 
ante los tribunales) (Santamaría, 2008).  
 
Así, de un estudio de la jurisprudencia proferida por la Corte Constitucional es posible 
encontrar aproximadamente 17 sentencias de tutela directamente relacionadas con el 
tema de propiedad colectiva de los pueblos indígenas sobre su territorio. Como se 
observa en la tabla 8, el grueso de estas acciones de tutela (10 de ellas), fueron 
interpuestas en los primeros años de la Corte Constitucional: 92-98. 
 
Tabla 8.Tutelas sobre propiedad colectiva 1992-2013 
 
1
9
9
2
 
1
9
9
3
 
1
9
9
4
 
1
9
9
5
 
1
9
9
6
 
1
9
9
7
 
1
9
9
8
 
1
9
9
9
 
2
0
0
0
 
2
0
0
1
 
2
0
0
2
 
2
0
0
3
 
2
0
0
4
 
2
0
0
5
 
2
0
0
6
 
2
0
0
7
 
2
0
0
8
 
2
0
0
9
 
2
0
1
0
 
2
0
1
1
 
2
0
1
2
 
2
0
1
3
 
2 4 0 0 0 1 3 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 1 1 4 0 1 
Fuente: Elaboración propia.      
 
La sentencia T-428 de 1992 es la primera sentencia que llega a la Corte sobre temas 
indígenas. Esta, además, versa sobre la protección de la propiedad colectiva de los 
pueblos indígenas, en concordancia con el derecho a la vida. Esta sentencia representa 
la apertura real del sistema judicial al tema étnico y el tratamiento de la cuestión étnica a 
la luz de la nueva constitución multicultural, lo que supuso para el magistrado ponente del 
caso, Ciro Angarita: i) reconocer que su marco de referencia general, desde el derecho 
positivo, no necesariamente coincidía con el del grupo étnico implicado; ii) abrirse a la 
incorporación de conocimientos interdisciplinarios; iii) ampliar pruebas que van más allá 
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de las ordinariamente practicadas en el marco de los procesos civiles (Sánchez, 2004).  
 
Con este precedente, se dan con posterioridad 10 sentencias directamente relacionadas 
con el tema de propiedad colectiva de indígenas, durante la década analizada. 
Pasaremos a analizar estas acciones de tutela a la luz de las cinco categorías 
planteadas: a) el perfil de los accionantes y/ o intervinientes indígenas, b) la petición de 
los accionantes, c) los fundamentos jurídicos argumentados; d) las pruebas aportadas y/o 
practicadas; y finamente, e) la decisión de la Corte Constitucional frente a esta petición y 
por ello el impacto de este litigio en la jurisprudencia constitucional.  
 
o El perfil de los actores 
 
Como lo precisa Sánchez (2004) en lo que se refiere a los actores de la tutela en materia 
de propiedad colectiva, hay tres escenarios: i) miembros de comunidades indígenas que 
interponen directamente la acción de tutela para defender su territorio; ii) agentes 
externos a la comunidad indígena que interponen la acción; y finalmente, iii) acciones de 
tutela interpuesta por agentes o particulares contra las autoridades indígenas, quienes 
buscan desarrollar actividades en su territorio.  
 
i) En el primer caso se trata o bien de un miembro cualquiera de la comunidad, un grupo 
de la comunidad o una autoridad propia, todos ellos actuando por sí mismos o por medio 
de un apoderado. Seis de las sentencias (T 428 de 1992, T 567 de 1992 , T 188 de 1993, 
T 405 de 1993, T 525 de 1998, T 652 de 1998) fueron interpuestas por miembros de 
pueblos indígenas, directamente o mediante apoderado.  
 
ii) En cuanto a lo segundo, en menor medida, la acción de tutela ha sido interpuesta por 
un agente oficioso (2 sentencias): las sentencias T 380 de 1993 y la SU 039 de 1997. La 
sentencia T 380 de 1993, por ejemplo, se refiere a una acción de tutela interpuesta por la 
Organización Indígena de Antioquia, por intermedio de apoderado, y en calidad de 
agente oficioso de la comunidad indígena Embera- Catío de Chageradó (Antioquia). En la 
sentencia Su 039 de 1997, esta acción fue interpuesta por el Defensor del pueblo como 
agente oficioso. 
 
Capítulo 3 101 
 
iii) Finalmente, respecto al tercer escenario, es decir aquel en que particulares interponen 
una acción de tutela en contra de las comunidades indígenas con el fin de desarrollar 
actividades en sus territorios, tenemos dos sentencias. En este caso, termina la Corte 
Constitucional tutelando el derecho a la propiedad colectiva de los indígenas: 
 
La sentencia SU 510 de 1998 en donde la Iglesia Pentecostal interpone una acción de 
tutela contra la comunidad indígena Arhuaca pues manifiesta que las autoridades 
tradicionales han prohibido el desarrollo de cultos a dios en el resguardo. Por ello, 
manifiestan vulnerados los derechos a libertad de culto, libre desarrollo de la 
personalidad, libertad de expresión, honra, buen nombre y libertad de conciencia. 
 
Finalmente, en la sentencia T- 257 de 1993 la Asociación Evangélica Nuevas Tribus de 
Colombia (Vaupés) interpone acción de tutela contra la aeronáutica civil por no permitir la 
renovación del permiso ante la Aeronáutica para transitar en el aeródromo de Yutica-
Yapima, ubicado en tierras del Resguardo Indígena de la comunidad Wanano.  
 
En suma, como se observa  del análisis de la tabla 9, el grueso de las acciones de tutela 
sobre propiedad colectiva son acciones interpuestas por indígenas directamente en 
calidad de gobernadores o autoridades, o miembros de estas comunidades: 98% de los 
casos. Esto hace pensar, en un principio, que fueron ellos mismos quienes litigaron este 
derecho ante la Corte Constitucional. Sólo residualmente algunos particulares 
interpusieron acciones de tutela, como agentes oficiosos, para la defensa del territorio (2 
casos). Por otro lado, se observa sólo un caso de una organización indígena que 
interpone la acción de tutela como agente oficioso: el caso de la OIA (Sánchez, 2004).  
 
De la lectura de las sentencias, podría pensarse, a priori, que la gran mayoría de las 
acciones fueron interpuestas, de forma aislada, por parte de gobernadores indígenas que 
buscan proteger sus territorios en zonas como: Tolima, Chocó, Valle del Cauca, 
Antioquia, Vaupés, Cauca y Córdoba. Como se dijo, sólo en una de estas sentencias, a 
saber el caso de los Embera Katío, se denota la presencia de una organización regional 
indígena, como lo es la OIA, quien directamente recurre a esta herramienta 
constitucional. Es decir, en principio podría pensarse que el uso de acciones de tutela 
para la defensa de la propiedad colectiva no es preferente de las organizaciones 
indígenas, sino esencialmente de los cabildos gobernadores o autoridades tradicionales 
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quienes buscan, localmente, proteger sus territorios frente a situaciones coyunturales que 
ponen en riesgo el mismo.  
 
Sin embargo, todo el contexto jurídico e institucional de la época y un movimiento 
organizativo indígena que respalda la defensa de la tierra, determina el éxito de estas 
reivindicaciones ante los tribunales judiciales. Adicional a ello, en la mayoría de los casos 
estas peticiones o estos procesos, se ven respaldadas y/ o facilitadas por las 
organizaciones indígenas de diferentes niveles. Este es posible identificarlo en 
prácticamente todas las entrevistas realizadas a diferentes líderes que conocieron o 
participaron en estos procesos: 
 
Como lo precisa Bienvenido Arroyo y Álvaro Torres, cabildo gobernador y líder 
comunitario arhuaco, respectivamente; para el caso de la sentencia SU 510 de 1998, los 
dos entrevistados coinciden en que la contestación de la demanda fue apoyada por “la 
organización arhuaca”.  Lo propio ocurre en el caso  T 257 de 1993, en donde Jhon 
Moreno precisa que la petición del Pueblo Wanano en el sentido de que no querían que 
los evangélicos volvieran al territorio indígena fue articulada por el Consejo Regional 
Indígena del Vaupés, organización que se encargó de comunicar al Ministerio del Interior 
y la Aeronáutica Civil esta decisión de la comunidad, con el fin de que fuera manifestada, 
a su turno, a la Corte Constitucional, antes de proferir el fallo correspondiente, que 
finalmente le dio la razón a la comunidad indígena.  
 
De la misma forma, según lo explica Lizardo Domicó, líder de la Organización Indígena 
de Antioquia (OIA) en el momento en que se dan los hechos de la sentencia T 380 de 
1993 “Una vez enterada de la situación y una vez la empresa inicia la explotación 
maderera, en el territorio de los embera, de mala fe; la comunidad a través de sus 
autoridades locales, es decir los cabildos, entran a hacer una denuncia ante la  
administración municipal y ante la OIA. Se informa que la comunidad y los líderes fueron 
engañados porque les ofrecieron elementos como un motor, canoa, hojas de zinc, dinero, 
etc a cambio de entrar al territorio. El cabildo al enterarse del engaño, llama a la OIA y 
hace la denuncia. La OIA envía una comisión de verificación a terreno y al corroborar la 
explotación a cielo abierto a gran escala, utilizan la norma y disponen un abogado para 
que se encargue del caso. La comunidad faculta entonces a la OIA para que interpusiera 
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la acción de tutela y construyera toda la demanda, se recogieran pruebas, testimonios, 
entre otros elementos” (Lizardo, 2014). 
 
Finalmente, la sentencia T 652 de 1998, en donde los embera katíos del Alto Sinú 
(Córdoba) interponen acción de tutela para frenar el proyecto hidroeléctrico de Urra en 
sus territorios, también da cuenta de la movilización de los indígenas a nivel de sus 
organizaciones para la interposición de esta acción de tutela. Así lo precisan Rodríguez y 
Orduz (2012) quienes explican que se trató, en realidad, de dos tutela interpuestas por 
parte de los embera Katíos: i) por un lado, la acción de tutela interpuesta por los cabildos 
mayores de los Ríos verde y Sinú; ii) del otro lado, las autoridades de la Alianza de 
Cabildos Menores, quienes interpusieron una acción de tutela en contra del Gobierno 
Nacional (Presidente y Ministerios del Medio Ambiente, Ministerio del Interior, de 
Agricultura, y Minas y Energía) por este proyecto, teniendo en cuenta que el Gobierno 
Nacional lo estaba impulsado directamente y pretendía facilitar el proceso de consulta, 
mediante la expedición del Decreto 1320 de 1998. La Corte decide juntar los dos 
expedientes en uno sólo, y de allí surge la sentencia T 652 de 1998.  
 
Ahora bien, se hace necesario mencionar el papel de los asesores de los procesos, que 
recibieron el poder formal de las comunidades para asesorarlas en las tutelas, quienes 
ocupan un lugar preponderante en esta nueva relación entre comunidades indígenas y 
aparatos de justicia (Sánchez, 2004).  
 
De las 10 sentencias analizadas, en 4 de ellas los indígenas actúan por intermedio de 
apoderado: sentencias T 428 de 1992, T 567 de 1992, T 380 de 1993 y T 405 de 1993. 
De la misma forma, en algunas de las acciones de tutela que fueron interpuestas 
directamente por indígenas, éstos recibieron colaboración de abogados y/o 
organizaciones en la redacción de memoriales:  
 
Para el caso de la sentencia SU 510 de 1998, Bienvenido Arroyo, cabildo gobernador 
durante la época en que se litigó el caso ante la Corte, narra cómo en la redacción de la 
contestación de la demanda recibió apoyo de “dos personas que ayudaron a hacer la 
tutela y que entendía de esa cosa. No eran arhuacas y la mandaron directo a la Corte 
Constitucional”. Lo mismo precisa Álvaro Torres, líder comunitario de la zona quien dice 
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que “para las entrevistas de derecho contaron los arhuacos con asesoría de abogados”. 
“Las autoridades arhuacas entraron al proceso con mucha seguridad de que eso no 
fallaría nunca en contra de esa autonomía (…) para cuestiones que tenían que hacerse, 
contaron con asesoría de abogados”. Se trata de “abogados y personas de ciencias 
sociales que han ayudado a los indígenas de muchos años atrás, para toda la lucha, para 
el reconocimiento del territorio, la creación de reservas indígenas, luego la conformación 
del resguardo, y la defensa en la tutela, eso ha sido un apoyo de muchos abogados 
condescendientes con ese pensamiento”.  
 
Lo mismo precisa Lizardo Domicó, cuando explica que para la sentencia T 380 de 1993 
la OIA contrató un abogado para que construyera la demanda: “El Abogado lo puso la 
OIA, entonces la comunidad debía brindar toda la información al abogado y éste prestar 
su asesoría jurídica. Él recogió toda la información de los hechos que iba verificando en 
terreno. Fue una persona muy buena en el proceso porque ayudó a que la comunidad 
despertara y pudiera hacer una buena defensa de los derechos” (Domicó, 2014) 
 
Estos “abogados” mencionados por los actores entrevistados, corresponden a los 
denominados colaboradores de la causa que menciona Rappaport (2009), de suerte que 
éstos cumplen también un papel importante en el litigio ante la Corte Constitucional en el 
marco de la defensa de la propiedad colectiva sobre el territorio.  
 
Tabla 9. Perfil de los actores de las acciones de tutela  
 
  
N 
 
DEPARTAME
NTO 
 
IDENTIFICACIÓ
N SENTENCIA 
 
PERFIL  DE LOS 
ACCIONANTES  
 
APODERADO Y/0 
ASESORÍA JURÍDICA 
 
DEMANDADO  
    
1 
 
Antioquia 
     
T 428 de 1992 
 
Amado de Jesús Carupia 
Yagari: Gobernador 
comunidad indígena 
Cristianía.  
 
Dr. Juan de Jesús Álvarez 
 
Compañía 
Solarte y 
Ministerio de 
Obras Públicas 
    
2 
 
Cauca  
 
 T 567 de 1992  
 
Eugenia Méndez 
(Gobernadora), Fabriciano  
García (Alcalde mayor) y 
Angélica Guetio  (Fiscal) 
Cabildo de la parcialidad 
indígena de La Paila, 
 
 
Por medio de apoderado 
judicial.  
 
Gerente general 
y representante  
 
Representante 
legal del 
NCORA 
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N 
 
DEPARTAME
NTO 
 
IDENTIFICACIÓ
N SENTENCIA 
 
PERFIL  DE LOS 
ACCIONANTES  
 
APODERADO Y/0 
ASESORÍA JURÍDICA 
 
DEMANDADO  
corregimiento de Timbá, 
jurisdicción del municipio 
Buenos Aires (Cauca).  
    
3 
 
Ortega 
(Tolima)  
 
T 188 de 1993 
Sentencia 
fundacional 
 
 
Miembros de la comunidad 
indígena Paso Ancho, 
asentada en la Vereda de 
Chicuambe, Municipio de 
Ortega, Departamento del 
Tolima. Crispin Loaiza Vera, 
Argemiro Loaiza Díaz, 
Eliserio Loaiza Diaz, Crispin 
Loaiza Diaz, Pedro Moreno, 
Martha Loaiza, Jose de la 
Cruz Loaiza, Vicente Loaiza 
Parra, Jesus Aguja, Elena 
Aguja, Ines Aguja, Fermin 
Quimbay, Florencio Loaiza, 
Rosario Alcali y Loaiza 
Isidro.   
 
No 
 
Gerente 
General del 
INCORA 
   
4 
       
 Vaupés 
 
T 257 de 1993  
Sentencia 
fundacional  
 
Víctor Velásquez Reyes 
representante de la 
Asociación Evangélica 
Nuevas Tribus de Colombia 
(Vaupés) 
 
El Pueblo Wanano no contó 
con un apoderado. La 
defensa se hizo a través del 
Consejo Regional Indígena 
del Vaupés quien manifestó 
la voluntad de la asamblea 
comunitaria del pueblo 
wanano en el sentido de 
que no querían la presencia 
de los evangélicos en su 
territorio. Esta misma 
organización se encargó de 
comunicar esta decisión al 
Ministerio del Interior y a la 
Aeronáutica Civil, entidades 
que así lo manifestaron en 
el marco del proceso  e 
intermediaron por las 
comunidades ante la Corte 
Constitucional (Entrevista 
Jhon Moreno 2014) 
 
 
Departamento 
Administrativo 
de la 
Aeronáutica 
Civil y 
Funcionarios de 
la División de 
Asuntos 
Indígenas del 
Ministerio de 
Gobierno 
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N 
 
DEPARTAME
NTO 
 
IDENTIFICACIÓ
N SENTENCIA 
 
PERFIL  DE LOS 
ACCIONANTES  
 
APODERADO Y/0 
ASESORÍA JURÍDICA 
 
DEMANDADO  
     
 
 
 
5 
          
 
 
 
Antioquia  
 
 
 
 
T 380 de 1993 
 
Organización Indígena de 
Antioquia (OIA) agente 
oficioso de la comunidad 
EMBERA CATÍO de 
Chajerado  
 
Por medio de apoderado 
contratado por la OIA  
 
Corporación 
Nacional de 
Desarrollo del 
Chocó y la 
Compañía de 
Maderas del 
Darién  
     
 
 
6 
 
 
 
Caquetá  
 
 
 
T 405 de 1993 
 
Comunidades indígenas del 
Medio Amazonas (Pueblos 
Huitoto, Muinane, Andoque, 
Nonuya y Yucuna) 
Resguardo Monochoa  
 
Por medio de apoderado. 
ONIC interviene brindado 
concepto respecto a 
permanencia de tropas en 
el resguardo.  
 
Ministerio de 
Defensa 
Nacional y la 
Misión Aérea de 
los Estados 
Unidos 
     
 
 
7 
 
Norte de 
Santander, 
Santander, 
Arauca y 
Casanare 
 
 
 
 
SU 039 de 1997  
 
Defensor del Pueblo, Jaime 
Córdoba Triviño en 
representación de los UWA 
(artículos 86 y 241, numeral 
9, de la Constitución y el 
decreto 2591 de 1991) 
  
Contra el 
Ministerio del 
Medio Ambiente 
y la empresa 
Occidental de 
Colombia, Inc., 
    
 
 
 
 
8 
    
 
 
 
 
Magdalena 
 
 
 
 
 
SU 510 de 1998 
 
Álvaro de Jesús Torres 
Forero, representante legal 
de la Iglesia Pentecostal 
Unida de Colombia -IPUC- y 
31 indígenas arhuacos  
 
 
Las autoridades 
tradicionales arhuacas 
recibieron apoyo de 
abogados y profesionales 
de las ciencias sociales en 
la contestación de la 
demanda (Entrevista 
Bienvenido Arroyo y Álvaro 
Torres, 2014)   
 
Autoridades 
tradicionales de 
la Comunidad 
Indígena 
Arhuaca de la 
zona oriental de 
la Sierra 
Nevada de 
Santa Marta  
 
 
  9 
 
 
   Cauca  
 
 
T 525 de 1998 
 
Ovidio Yasno, Gobernador 
del Resguardo Indígena 
Ricaurte- municipio Paéz- 
Departamento del Cauca.  
  
Ministerio del 
Interior  
 
 
 
 
 
 
        
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La Sala unifica el 
conocimiento de dos 
expedientes: i) Rogelio 
Domicó Amarís (miembro 
comunidad cabildo de 
 
La ONIC participó en el 
proceso de consulta previa: 
suscribió el acta de 
entendimiento en donde se 
establecía la metodología 
 
Presidente de la 
República, los 
Ministros del 
Interior, 
Agricultura, 
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10 
 
 
 Córdoba  
 
 
T 652 de 1998  
Iwagadó) pueblo embera 
katío. / ii) Alirio Pedro Domicó, 
Miguel Restrepo Domicó, Luis 
Pernía Pernía, Alejandro 
Domicó, Arceli Domicó, Luce 
Chara y otro (Todos del 
pueblo embera katío del alto 
sinú) 
 
Agencia oficiosa de dos 
organizaciones y de 
Defensoría del Pueblo.  
para la consulta.  Medio Ambiente, 
y Minas y 
Energía, la 
Alcaldía 
Municipal de 
Tierralta 
(Córdoba) y la 
Empresa 
Multipropósito 
Urrá S.A. - E. S. 
P.  
Fuente: elaboración propia  
 Las peticiones de los accionantes 
 
Es manifestación de una gran claridad la que los demandantes exponen ante la 
posibilidad constitucional de configurar una nación multicultural, donde la diferencia sea 
valiosa. Las pretensiones siempre buscan fortalecer esta condición, como puede 
confirmarse haciendo seguimiento a cada una de las sentencias de tutela (Sánchez, 
2004). Frente a las peticiones de los accionantes que pueden observarse en la tabla 10, 
pueden extraerse las siguientes dos conclusiones:  
 
En primer lugar, en las acciones de tutela analizadas los indígenas, sea directamente o 
por intermedio de abogado, solicitan explícita y conscientemente que se tutele el 
derecho a la propiedad colectiva. Es decir, que en estas tutelas éste es el centro de 
sus reivindicaciones, lo que es natural si se tiene en cuenta que el movimiento indígena 
surgió, específicamente, en el marco de la demanda por el reconocimiento y legalización 
de la tierra, como se vio en el capítulo 2 de este escrito y parte de este capítulo.   
 
En segundo lugar, este derecho, por lo general no se solicita de forma individual, sino 
que siempre se vincula a otros derechos: a la integridad étnica y cultural de los grupos 
étnicos, a la vida, el de petición, entre otros. Ello es muestra del concepto amplio de 
territorio, inherente en el discurso de las comunidades indígenas, en donde el territorio, 
como se vio en el marco teórico, se comprende de forma integral y ligado a la dimensión 
cultural y social de las comunidades. De suerte que se argumenta la vinculación estrecha 
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entre el territorio y la supervivencia de la misma cultura, noción que es apropiada por la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, en sus decisiones.  
 
Tabla 10.Peticiones de los accionantes de las acciones de tutela  
     
N 
 
IDENTIFICACIÓN  
DE LA SENTENCIA  
 
PETICIÓN  DE LOS ACCIONANTES      
 
 
1 
 
 
T 428 de 1992  
 
Protección de los derechos fundamentales a la propiedad y a la vida :  
Se pretende que se suspendan los trabajos de ampliación en el tramo de la carretera 
Remolinos Jardín, que atraviesa la falla geológica y que corresponde a la zona afectada. Los 
actores ejercen la tutela como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
 
 
 
 
 
2 
 
 
 
 
 
T 567 de 1992  
 
El día 10 de julio de 1985 las comunidades indígenas de La Paila y Río Naya se dirigieron a 
la División de Asuntos Indígenas del Instituto de Reforma Agraria -INCORA-, con el fin de 
que, una vez organizados como Cabildo, se les titulara un territorio como resguardo, 
conforme al censo y alinderamiento señalado en la solicitud. Hasta la fecha no se ha titulado 
el territorio. 
 
Manifiestan los actores que estos hechos generaron la vulneración de sus derechos a la vida, 
honra, bienes y creencias, derecho de petición, el derecho a la igualdad y el reconocimiento y 
protección de la diversidad  étnica y cultural de la nación. 
 
 
 
 
 
 
 
3 
 
 
 
 
 
 
 
T 188 de 1993 
Sentencia fundacional 
 
El 1986, le fue adjudicado a las parcialidades indígenas de Paso Ancho y de San Antonio el 
predio CHICUAMBE  a título de resguardo. Debido a los conflictos internos que se han 
presentado entre estas dos parcialidades, la comunidad de Paso Ancho solicita al INCODER 
la división del mismo. Sin embargo, el INCODER manifestó que la división interna de los 
resguardos era un asunto de la autonomía propia de las comunidades y por ello no podía 
intervenir.  
 
Frente a esto, los peticionarios interponen acción de tutela por violación al derecho a la 
propiedad colectiva, a la vida de los integrantes de la comunidad pues la comunidad de San 
Antonio pretende desalojarlos de su territorio. Interponen la acción de tutela como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
 
 
 
 
 
4 
 
 
 
T 257 de 1993 
Sentencia 
fundacional  
 
La Asociación Evangélica Nuevas Tribus de Colombia solicitó renovación de permiso ante la 
Aeronáutica para transitar en el aeródromo de Yutica-Yapima, ubicado en tierras del 
Resguardo Indígena de la comunidad Wanano. La Aeronáutica negó el permiso pues indicó 
que para ello se requiere consentimiento de la comunidad indígena propietaria del resguardo. 
La Asociación Evangélica interpone acción de tutela contra la aeronáutica por considerar  
violados los derechos de igualdad jurídica -discriminación por razones de nacionalidad y 
religión- , de difundir una religión, de petición y libre circulación por el Territorio Nacional.  
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PETICIÓN  DE LOS ACCIONANTES      
 
 
 
 
 
 
5 
 
 
 
 
 
 
T 380 de 1993 
Entre 1988 y 1990 se llevó a cabo una explotación forestal  de 3.400 a 4.300 hectáreas por 
parte de un particular, en Chajeradó, Municipio de Murindo (Ant.), zona de reserva forestal y 
en donde se constituyó el resguardo de la comunidad indígena Embera Katío. CODECHOCO 
tuvo conocimiento de la extracción que se venía haciendo sin permiso de la entidad y omitió 
velar por el cumplimiento de las normas en materia de reserva forestal.  
 
Los actores interponen la acción de tutela, por considerar que la omisión de la primera y la 
acción de la segunda vulneran y amenazan los derechos fundamentales de la comunidad 
indígena, entre ellos los derechos a la vida, al trabajo, a la propiedad, a la integridad étnica - 
cultural y territorial -, el derecho a la especial protección del Estado como grupo étnico y el 
Convenio 169 de la O.I.T. 
 
 
 
 
 
 
 
 
6 
 
 
 
 
 
 
 
T 405 de 1993 
 
A comienzos de septiembre de 1992, llegaron al resguardo indígena de Monochoa efectivos 
militares norteamericanos que comenzaron a ejecutar trabajos en el aeropuerto de 
Araracuara, ubicado en predios del mencionado resguardo. El trabajo consistía en la 
instalación de un radar para operaciones de la DEA, cuya ejecución y operación estaría a 
cargo de un grupo militar de ese país, bajo la dirección del Comando General de las Fuerzas 
Militares de Colombia. Los accionantes consideran vulnerados sus derechos fundamentales a 
la existencia como pueblos indígenas y el derecho a la igualdad y dignidad con las otras 
culturas, el derecho a la integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas, el derecho a la autonomía y a las autoridades tradicionales, el derecho a los 
resguardos y a los territorios tradicionales y comunales. Igualmente, estima vulnerado el 
Convenio 169 de la O.I.T, y en lo relativo a los derechos a la participación previa y al derecho 
a escoger el modelo de desarrollo propio de las comunidades indígenas. 
 
 
 
 
 
 
 
7 
 
 
 
 
 
 
 
SU 039 de 1997  
 
En el año de 1992 la Sociedad Occidental de Colombia, Inc solicitó licencia ambiental para 
exploración de petróleos. El Ministerio del Medio Ambiente consideró viable la ejecución del 
proyecto aunque advirtió la presencia de comunidades indígenas en la zona (Uwa). Para ello 
se llevó a cabo una reunión con algunos miembros de esas comunidades. Sin embargo la 
celebración de esa reunión no puede entenderse como un escenario de consulta previa.  
En consecuencia, el defensor del pueblo, como agente oficioso, solicita que se tutelen los 
derechos fundamentales de la comunidad mencionada, a la vida, al territorio, a la 
autodeterminación, a la defensa de la cultura étnica, a los recursos naturales y a los 
beneficios de su explotación, a vivir y a trabajar por el país y a su organización propia, "así 
como el derecho fundamental a la participación social y comunitaria, especialmente en las 
decisiones que puedan afectarlos como segmentos de población social, económica y 
culturalmente sensible y vulnerable" 
 
 
 
 
9 
 
 
 
 
SU 510 de 1998 
 
Hace 39 años la IPUC se estableció en la Sierra Nevada de Santa Marta. A partir de allí 
varios indígenas arhuacos adoptaron la religión evangélica, haciéndose miembros de la 
IPUC. El representante legal de la Iglesia Pentecostal y un grupo de evangélicos interponen 
acción de tutela contra varias autoridades tradicionales de la comunidad arhuaca, pues 
110 Uso del derecho de los indígenas en la defensa del territorio (1980-2000) 
 
     
N 
 
IDENTIFICACIÓN  
DE LA SENTENCIA  
 
PETICIÓN  DE LOS ACCIONANTES      
manifiestan que las autoridades han prohibido el desarrollo de cultos a dios en el resguardo. 
Por ello manifiestan vulnerados los derechos a libertad de culto, libre desarrollo de la 
personalidad, libertad de expresión, honra, buen nombre, libertad de conciencia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
10 
 
 
 
 
 
 
 
T 525 de 1998 
 
La parcialidad indígena de Ricaurte -municipio de Páez, Departamento del Cauca-, instauró 
acción de tutela contra el Ministerio del Interior por violación del derecho a la propiedad 
colectiva de la tierra del Resguardo.  
 
A partir de 1994 se han dirigido en numerosas ocasiones al INCORA, Regional Cauca, y al 
Ministerio del Interior, para que éste certifique que su territorio es un Resguardo legalmente 
constituido. Para ello, han aportado las pruebas y documentos solicitados pero, hasta la 
fecha, las entidades han respondido de forma negativa. Por su parte, el INCORA ha sometido 
a estudio jurídico la titularidad del legítimo derecho de la parcialidad indígena, que es anterior 
a la llegada de los españoles, en busca de su actual vigencia. Ello implica vulneración a la 
propiedad colectiva. También se están vulnerando los derechos a la autonomía, a la 
identidad étnica y cultural y a la vida, pues con la actitud descrita sienten coartada la potestad 
de gobernarse según sus normas y procedimientos. 
 
 
 
 
10  
 
 
 
 
T 652 de 1998  
 
El Gobierno Nacional declaró de utilidad pública e interés social el territorio necesario para la 
construcción del proyecto hidroeléctrico Urrá I bajo la administración de la Corporación Eléctrica de 
la Costa Atlántica (CORELCA) y manejado por la Empresa Multipropósito Urrá S.A. El proyecto 
estaba ubicado en el Rio Sinú y supuso la inundación de unos terrenos, parte de ellos 
correspondían a dos resguardos de los embera katíos. A pesar de que no hubo consulta previa se 
entregó licencia ambiental para la desviación del rio Sinú y la construcción  de las obras  civiles.  
Por esta razón, se considera la vulneración del derecho a la propiedad colectiva, consulta previa e 
integridad cultural.  
Fuente: elaboración propia  
 
 Tipos de argumentos jurídicos alegados  
 
Ahora bien, es preciso señalar que los argumentos jurídicos alegados en estos procesos, 
presentan importantes diferencias respecto a la década de 1980 por cuanto: 
 
Los actores recurren, esencialmente, a argumentos de carácter constitucional en donde 
se alega la vulneración de derechos constitucionales específicos: derecho a la propiedad 
colectiva, derecho a la vida, al trabajo, a la honra, bienes, creencias, derecho de petición, 
a la igualdad, al reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, a la participación en las 
decisiones que les afecten, esencialmente.  
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Esos argumentos de carácter constitucional se ligan, sin embargo, a la normatividad en 
materia de resguardos indígenas que es, en esencia, la legislación de la reforma agraria: 
ley 131 de 1965 y decreto 2011 de 1998 (Sentencia T 188 de 1993). Excepcionalmente 
(es el caso de la sentencia T 188 de 1993 y T 525 de 1998) se recurre a la ley 89 de 
1890. Esto representa una diferencia en la década de los 80´s, pues en esta época éste 
era el fundamento jurídico por excelencia.   
 
A su vez, desde las primeras acciones de tutela interpuestas ante la Corte Constitucional, 
es visible como los indígenas se apropian del lenguaje jurídico internacional recurriendo a 
instrumentos de derecho internacional de los derechos humanos, como lo es el Convenio 
169 de la OIT (sentencia T 380 de 1993, T 405 de 1993, Su 039 de 1997). Esto 
demuestra, una vez más, la alternancia entre las prácticas jurídicas nacionales e 
internacionales, como lo pone de presente Santamaría (2008).  
 
Finalmente, vale precisar que estos argumentos jurídicos se complementan con 
argumentos históricos y de derecho propio. Es así que en algunos casos se precisa la 
importancia del respeto del territorio por la presencia de lugares sagrados (T 405 de 
1993), por la Ley de Origen  o Ley Madre ( Su 510 de 1998) o bien porque los terrenos 
pertenecen a los indígenas desde tiempos ancestrales o inmemoriales ( T 525 de 1998). 
Este tipo de argumentaciones, en cambio, no aparecen en los casos de la década de los 
años 80´s, en donde los argumentos se daban casi exclusivamente en un plano jurídico y 
técnico y a la luz del derecho civil. Por su parte, la dimensión multicultural de la 
constitución de 1991, permite este tipo de argumentos en donde el campo jurídico se 
complementa con la dimensión cultural, en la defensa de la tierra.  
 
Tabla 11.Argumentos jurídicos  
N IDENTIFICACIÓN  
DE LA 
SENTENCIA  
TIPO DE FUNDAMENTOS JURÍDICOS ALEGADOS       
   
 1 
 
T 428 de 1992  
 
Los demandantes consideran que los hechos dan lugar a la vulneración de dos derechos 
constitucionales: la vida y la propiedad colectiva.  
 
 
 2 
 
 
T 567 de 1992  
 
Los demandantes argumentan que los hechos que dan lugar a la acción de tutela, generaron la 
vulneración de los siguientes derechos constitucionales: a la vida, honra, bienes y creencias, 
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N IDENTIFICACIÓN  
DE LA 
SENTENCIA  
TIPO DE FUNDAMENTOS JURÍDICOS ALEGADOS       
derecho de petición, el derecho a la igualdad y el reconocimiento y protección de la 
diversidad  étnica y cultural de la nación.  
  
 
    3 
 
T 188 de 1993 
Sentencia 
fundacional 
 
Los actores precisan que en su actuación los demandados desconocen la Ley 136 de 1991 
(decreto 2011 de 1998) en lo referente a constitución de resguardos, la Ley 89 de 1890; pero 
también el derecho a la propiedad y a la vida  de sus integrantes.  
 
 
 
 4 
 
T 257 de 1993  
Sentencia 
fundacional 
 
La demanda es de un particular contra comunidad indígena, de suerte que en este caso los 
indígenas no son actores de la acción de tutela.  
 
 
 
 5 
 
 
 
T 380 de 1993 
 
Consideran vulnerados los siguientes derechos constitucionales: a la vida, al trabajo, a la 
propiedad, a la integridad étnica - cultural y territorial -, el derecho a la especial protección del 
Estado como grupo étnico, los derechos de los niños y los derechos consagrados en tratados 
internacionales sobre Pueblos Indígenas, particularmente el Convenio 169 de la O.I.T. 
ratificado por la ley 21 de 1991. A su vez se consideran vulneradas las disposiciones del D. 
2811 de 1974, en lo que se refiere a las normas ambientales en materia de reservas forestales.  
 
 
 
 
 
 6 
 
 
 
 
 
T 405 de 1993 
 
Consideran los demandantes que se están violando a la comunidad indígena sus derechos 
fundamentales a la existencia como pueblos indígenas y el derecho a la igualdad y dignidad 
con las otras culturas (CP. artículos 7 y 70); el derecho a la integridad cultural, social y 
económica de las comunidades indígenas (CP. artículo 330); el derecho a la autonomía y a las 
autoridades tradicionales (CP. artículos 246, 287, 329 y 330); el derecho a los resguardos y a 
los territorios tradicionales y comunales (CP. artículos 63, 72, 329, 330 y 357). Igualmente, 
estiman vulnerado el Convenio 169 de la O.I.T, y en particular los artículos 6o. y 7o. relativos a 
los derechos a la participación previa y al derecho a escoger el modelo de desarrollo propio de 
las comunidades indígenas. Se argumentó, adicionalmente, que el lugar en donde los efectivos 
militares ubicaron el radar, es un lugar sagrado.  
 
 
 
 7 
 
 
 
SU 039 de 1997  
 
Los demandantes argumentan vulnerado el derecho a la  consulta previa (330 CP), la ley 99 de 
1993. A su vez, se desconocieron los derechos contenidos en los artículos 7, derecho a las 
minorías étnicas; 286, 329 y 357, derecho al territorio; 330, derecho a la autodeterminación; 10, 
derecho a la lengua; 70, 95-8, 72, derecho a la cultura étnica; derecho a seguir viviendo; 40, 
79, derecho a la participación social y comunitaria. Artículos 8, 79, 80, 330 parágrafo, de la 
Constitución Política, arts. 6 y 15 del Convenio 169 de la O.I.T. y art. 76 de la ley 99 de 1993. 
 
 
 
 
 8 
 
 
 
SU 510 de 1998 
 
El cabildo gobernador,  Bienvenido Arroyo, en el presente caso, argumenta, que se vulneró el 
derecho constitucional de las comunidades indígenas a administrar justicia (246 CP) y la 
propiedad colectiva (329), por cuanto son los indígenas quienes autorizan el ingreso de 
personas foráneas a su territorio y quienes procesan a los indígenas cuando se viola la ley de 
origen. El cabildo Gobernador, también precisa que las autoridades arhuacas actuaron de 
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DE LA 
SENTENCIA  
TIPO DE FUNDAMENTOS JURÍDICOS ALEGADOS       
acuerdo a la Ley de Origen o Ley Madre.  
 
 
 9 
 
 
T 525 de 1998 
 
Precisa el demandante que dando cumplimiento a los preceptos de la Ley 89 de 1890, 
procedió a legitimar la propiedad de los terrenos de resguardo y acató en su totalidad las 
formalidades exigidas. Se trata de una titularidad que es anterior a la llegada de los españoles 
y por lo tanto un territorio ocupado desde tiempos inmemoriales.  
 
10  
 
T 652 de 1998  
 
En la sentencia no se transcriben las peticiones y fundamentos jurídicos de los actores.  
Fuente: Elaboración propia 
 
 Uso de nuevas pruebas:  
 
Ahora bien, el tipo de pruebas aportadas por los actores y las decretadas y practicadas 
por la Corte en estas acciones judiciales también denotan unas diferencias respecto al 
periodo anterior: Por un lado, se sigue recurriendo  a las pruebas ordinarias de los 80´s, 
como las inspecciones judiciales y/o testimonios. Sin embargo, a la luz de los procesos 
de tutela, éstas tienen otro alcance, pues incorporan la dimensión cultural y su nexo con 
el territorio. Por otro lado, surgen nuevas pruebas como los peritazgos antropológicos, los 
conceptos de expertos en materia ambiental y antropológica; y el uso de bibliografía 
especializada sobre el tema que vienen a complementar el acervo probatorio y que 
denotan los nexos entre el derecho y las ciencias sociales y ambientales, y por ello, el 
desarrollo de procesos judiciales inter-disciplinarios. Veamos.  
 
Por un lado, las “inspecciones judiciales” practicadas en los procesos, no sólo buscan 
definir los linderos de los predios, como se pretendía en los años 80´s, sino también 
establecer los daños “culturales, sociales y económicos a la comunidad” (Sentencia T 
428 de 1992). De la misma forma, los testimonios rendidos no sólo buscan definir e 
identificar el predio reivindicado, sino también determinar los daños culturales y sociales 
derivados de la vulneración del derecho a la propiedad colectiva: En la sentencia SU 510 
de 1998,  se oyó la declaración del Cabildo Gobernador, Bienvenido Arroyo, quien 
manifestó que “sentían temor de que las prácticas religiosas evangélicas pudieran acabar 
con la conciencia y costumbres indígenas tradicionales. Qué solo estaban haciendo 
respetar la voluntad de los mamos, quienes son los encargados de administrar la religión 
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arhuaca, de la cual se derivan las leyes que los rigen "desde la creación del mundo", por 
ello consideran que tienen el derecho a expulsar de su territorio a la iglesia evangélica”.  
 
Por otro lado, y respecto a el nuevo tipo de pruebas utilizadas; a diferencia de los años 
80´s, la Corte Constitucional, se basa en peritazgos antropológicos y en conceptos de 
expertos antropólogos o investigadores de las ciencias sociales que entienden las 
particularidades sociales y culturales de estas comunidades y las afectaciones en su 
territorio (Sentencia T 428 de 1992, SU 510 de 1998). De la misma forma, se recurre a 
conceptos de Universidades sobre el impacto ambiental causado por las actividades de 
colonos en los territorios étnicos (T 380 de 1993). Estas pruebas se complementan con 
bibliografía de expertos sobre el tema, con el fin de determinar la importancia del territorio 
para los indígenas y su dimensión cultural, así como su nexo con la supervivencia e 
integridad étnica de estas comunidades ( Su 510 de 1998, T 652 de 1998).  
 
Esto nuevo tipo de pruebas exalta la evaluación del daño cultural e institucionalmente 
diferenciado, la legitimidad de las autoridades comunitarias indígenas, la diferenciación 
en el estatus reconocido a las autoridades comunitarias indígenas, la diferenciación y 
relatividad para medir el impacto del daño, más allá de los cuantificable materialmente. 
Entonces, lo que supuso este nuevo tipo de prueba fue romper una estrategia lineal por 
una multi-lineal, en la que participaron incluso los mismos afectados (Sánchez, 2004).  
 
En la tabla 12 es posible ver la síntesis del tipo de pruebas aportadas por los actores y 
decretadas y practicas por la Corte.   
 
 
Tabla 12.Pruebas aportadas por los actores/ Pruebas decretadas y practicadas por 
la Corte 
 
N 
 
IDENTIFICACIÓN 
DE LA 
SENTENCIA  
 
PRUEBAS APORTADAS POR LOS ACTORES/ PRUEBAS DECRETADAS Y 
PRACTICADAS POR LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Pruebas decretadas y practicadas por la Corte:  
 
El magistrado ponente ordena inspección ocular en la zona con el fin de determinar el daño 
de la construcción de la carretera en el territorio indígena y tener un conocimiento de los 
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N 
 
IDENTIFICACIÓN 
DE LA 
SENTENCIA  
 
PRUEBAS APORTADAS POR LOS ACTORES/ PRUEBAS DECRETADAS Y 
PRACTICADAS POR LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
 
1  
 
 
T 428 de 1992  
aspectos culturales, sociales y económicos de la comunidad.  
 
A su vez, se recurre a conceptos de expertos de las Facultades de Antropología (Universidad 
de los Andes) y a Luis Javier Caicedo ex constituyente y consultor de organizaciones 
indígenas. El primer concepto, pone de presente la falta de consulta previa a las 
comunidades para la construcción de la carretera. El segundo, se refiere a la importancia de 
la protección de los derechos de los pueblos indígenas en el marco de la Asamblea Nacional 
Constituyente.  
 
 
   2 
 
 T 567 de 1992  
 
La sentencia no hace referencia a pruebas.  
     
  3 
 
T 188 de 1993 
 
 
La sentencia no hace referencia a pruebas.  
  
4 
 
T 257 de 1993 
 
 
La sentencia no hace referencia a pruebas.  
     
 
 
 
 
 
 
5 
 
 
 
 
 
 
 
T 380 de 1993 
 
Pruebas aportadas por los actores:  
Se aporta el plano topográfico del INCORA en donde se evidencian los linderos del 
resguardo indígena embera katío y se demarca el área de extracción forestal que afecta el 
territorio.  
Se adjuntan oficios en donde se advierte, a diferentes entidades, el riesgo sufrido por el 
resguardo de los embera katío, a diferentes entidades. En estos mismos oficios se solicita la 
intervención de las entidades en el caso. 
Se incorpora al acervo probatorio, un estudio del Departamento de Ciencias Forestales de la 
Universidad de Antioquia sobre el impacto ambiental causado por la explotación industrial de 
los bosques húmedos tropicales en la zona del Atrato Medio. En el estudio se reconoce el 
alto grado de dependencia entre el aspecto nutricional y cultural de la etnia Emberá-Catío y 
se concluye que la devastación del bosque no sólo afecta el medio ambiente sino que pone 
en peligro su vida e integridad cultural. 
Se adjuntan testimonios de afectados por los hechos, entre éstos el de Reinerio Palacios. 
     
6 
 
T 405 de 1993 
 
Pruebas aportadas por los actores: Se aportan oficios del Ministerio de Defensa  
Pruebas decretadas y practicadas por la Corte: Se practicó inspección Ocular en zona 
afectada  y se oyó en declaración a las partes interesadas.  
 
 
    7 
 
SU 039 de 1997  
 
 No hay referencia especial a pruebas en la sentencia.  
 
 
 
 
 
 
 
Pruebas decretadas y practicadas por la Corte:  
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N 
 
IDENTIFICACIÓN 
DE LA 
SENTENCIA  
 
PRUEBAS APORTADAS POR LOS ACTORES/ PRUEBAS DECRETADAS Y 
PRACTICADAS POR LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
   8 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SU 510 de 1998 
Se oyó la declaración del Cabildo Gobernador, Bienvenido Arroyo. 
Se solicitaron los conceptos de reconocidos expertos en la problemática indígena de la 
Sierra Nevada de Santa Marta, entre éstos: Autoridades Tradicionales del pueblo Arhuaco de 
la Sierra Nevada de Santa Marta, Concepto presentado a la Corte Constitucional, Valledupar, 
1997 (Autoridades Tradicionales, 1997); Instituto Colombiano de Antropología, Concepto 
presentado a la Corte Constitucional, Santa Fe de Bogotá, 1997 (ICAN, 1997); Defensoría 
del Pueblo, Concepto presentado a la Corte Constitucional, Santa Fe de Bogotá, 1997 
(Defensoría del Pueblo, 1997); Dirección General de Asuntos Indígenas del Ministerio del 
Interior, Concepto presentado a la Corte Constitucional, Santa Fe de Bogotá, 1997 (DGAI, 
1997); Comisión de Asuntos Indígenas del Cesar, Concepto presentado a la Corte 
Constitucional, Valledupar, 1997 (CAIC, 1997); Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, 
Concepto presentado a la Corte Constitucional, Santa Fe de Bogotá, 1997 (IPUC, 1997); 
Carlos Alberto Uribe, Consulta de la Honorable Corte Constitucional, Santa Fe de Bogotá, 
1997 (Uribe, 1997); Esther Sánchez, Concepto presentado a la Corte Constitucional, Santa 
Fe de Bogotá, 1998 (Sánchez, 1998); Fundación Pro-Sierra Nevada de Santa Marta, Plan de 
Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta, Santa Fe de Bogotá, 1997 
(Fundación Pro-Sierra, 1997); 
 
Se hizo inspección ocular en zona que dio lugar al conflicto.  
 
Se recurrió a bibliografía sobre los aspectos culturales y sociales de la comunidad ika: 
Gerardo Reichel-Dolmatoff, "La Conquista de los Tairona", en Gerardo y Alicia Reichel-
Dolmatoff, Estudios Antropológicos, Bogotá, Colcultura, 1977 (Reichel-Dolmatoff, 1951); 
Gerardo Reichel-Dolmatoff, "Contactos y Cambios Culturales en la Sierra Nevada de Santa 
Marta", en Gerardo y Alicia Reichel-Dolmatoff, Estudios Antropológicos, Bogotá, Colcultura, 
1977 (Reichel-Dolmatoff, 1953); Gerardo Reichel-Dolmatoff, "Notas sobre el Simbolismo 
Religioso de los Indios de la Sierra Nevada de Santa Marta", en Gerardo y Alicia Reichel-
Dolmatoff, Estudios Antropológicos, Bogotá, Colcultura, 1977 (Reichel-Dolmatoff, 1967); 
Gerardo Reichel-Dolmatoff, "El Misionero ante las Culturas Indígenas", en Gerardo y Alicia 
Reichel-Dolmatoff, Estudios Antropológicos, Bogotá, Colcultura, 1977 (Reichel-Dolmatoff, 
1969); entre otros. 
 
   
9 
 
T 525 de 1998 
 
Pruebas aportadas por los actores: Oficios del INCORA en donde da respuesta al estudio 
jurídico y de títulos que se está llevando a cabo frente a la solicitud de los peticionarios.  
   
10 
 
T 652 de 1998  
 
Pruebas aportadas al proceso:  
Resoluciones del INCORA que dan cuenta de la constitución del Resguardo Indígena. 
 
Pruebas decretadas y practicadas por la Corte:  
 
Se solicitó a la Empresa Multipropósito Urrá S.A., a los cabildos de Karagabí y de Iwagadó, y a las 
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N 
 
IDENTIFICACIÓN 
DE LA 
SENTENCIA  
 
PRUEBAS APORTADAS POR LOS ACTORES/ PRUEBAS DECRETADAS Y 
PRACTICADAS POR LA CORTE CONSTITUCIONAL  
demás autoridades que han intervenido en los hechos, que informaran detalladamente a la Corte 
sobre lo ocurrido.  
 
 Ordenó la Corte  la práctica de inspecciones judiciales en el embalse, al área por inundar y los 
actuales resguardos. 
 
Recurre la Corte a bibliografía sobre derechos diferenciados: política de reconocimiento de Taylor 
y E OBIETA CHALBAUD, José A., El Derecho Humano de la Autodeterminación de los 
Pueblos, Editorial Tecnos, Madrid, 1989. P. 43 
Fuente: elaboración propia  
 Las decisiones de la Corte y el impacto sobre la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional 
 
Finalmente, en lo que respecta a las decisiones de la Corte Constitucional frente a estas 
acciones de tutela, pueden constatarse lo siguiente:  
 
De las acciones de tutela interpuestas por indígenas, la mayoría de ellas fueron 
concedidas por la Corte Constitucional: el 98%. 
 
Las diversas acciones de tutela permitieron definir el contenido del derecho a la 
propiedad colectiva, pues sólo mediante la jurisprudencia que se profiere, como producto 
de las acciones de tutela interpuestas por organizaciones o gobernadores indígenas, la 
Corte Constitucional define y precisa el contenido del derecho fundamental a la 
propiedad colectiva de los territorios, así como sus límites.  
 
Para ello, a continuación se presenta la ratio controladora de la línea jurisprudencial 
sobre el tema. Se analizarán brevemente las siguientes 10 sentencias: La primera 
sentencia sobre propiedad colectiva presentada ante la Corte Constitucional, a saber la T 
428 de 1992. Las sentencias fundacionales: i) T- 188 de 1993 y T-257 de 1993; ii) las 
restantes: T 380 de 1993, T 405 de 1993, SU 039 de 1997, SU 510 de 1998, T 525 de 
1998, T 652 de 1998. Del análisis de esta línea, se tiene lo siguiente:  
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En la primera sentencia sobre propiedad colectiva presentada ante la Corte 
Constitucional (T 428 de 1992), aunque la Corte no precisó propiamente el contenido de 
este derecho si consolidó unas pautas para el análisis de los casos en que se está 
vulnerando presuntamente este derecho: Es así que esta corporación precisó que el 
interés de las comunidades indígenas sobre sus territorios es un interés general, y estos 
casos deben analizarse a la luz de la ponderación. En el caso analizado, se trata del 
conflicto entre dos intereses generales: el interés de los cafeteros de la zona a verse 
beneficiados por la ampliación de la carretera Jardín y el interés de la comunidad 
indígena a la propiedad colectiva, la integridad étnica y cultural y la vida de sus 
integrantes que se ven amenazados por la ampliación de la carretera. En esta 
oportunidad, la Corte da mayor prevalencia al interés general de la comunidad indígena 
pues encuentra que con la ampliación de la carretera se ven vulnerados los derechos 
fundamentales mencionados, pues los terrenos afectados son fundamentales para su 
subsistencia como pueblo indígena, a la vez que estas actividades no le fueron 
consultadas. Así, la Corte establece el precedente de que en materia de territorios 
indígenas, el juez debe valorar y ponderar los intereses generales en juego, de acuerdo a 
las circunstancias del caso.  
 
En las dos sentencias fundacionales, a saber la sentencia T-188 de 1993 y T-257 de 
1993, la Corte buscó definir el derecho a la propiedad colectiva de las comunidades 
indígenas y precisar su fundamento:  
 
Así, en la primera sentencia, a saber, la sentencia T 188 de 1993 la Corte precisó que la 
propiedad colectiva es un derecho fundamental de las comunidades indígenas que se 
fundamenta en la especial relación que éstas tienen con su territorio y determinó que 
este derecho se adquiere, no sólo sobre los territorios titulados, sino también sobre los 
territorios tradicionales y aquellos que configuran su hábitat, estableciendo, en temprana 
jurisprudencia, un concepto amplio de propiedad colectiva de las comunidades indígenas. 
En esta sentencia se establece uno de los primeros componentes del derecho a la 
propiedad colectiva, a saber el derecho a la constitución de resguardos indígenas.  
 
Por su parte, en la sentencia T-257 de 1993 la Corte definió el contenido de este 
derecho, precisando que le otorga a las comunidades indígenas todas las actuaciones de 
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señor y dueño propias del derecho a la propiedad privada, consagrada en el artículo 58 
CP: “la propiedad sobre un resguardo es un derecho-deber, así: 
 
a) Para el propietario -comunidad indígena-, es un derecho subjetivo que goza de las 
características consagradas en el artículo 669 del Código Civil, de suerte que se exige la 
necesidad de contar con el consentimiento del propietario para circular en él.  
b) A su vez, la propiedad también es un deber  porque tiene una función social 
c) Finalmente, para los terceros, es un deber  respetar la propiedad ajena (art. 95.1) y no 
circular por ella sin el consentimiento del propietario. 
 
A su vez precisa la Corte que el derecho a la propiedad colectiva, incluye además el 
derecho que tienen las comunidades indígenas a la utilización, administración y 
conservación de los recursos naturales existentes en sus tierras.  
 
En suma, de esta noción básica del derecho a la propiedad colectiva, definida en las dos 
sentencias fundacionales mencionadas, la jurisprudencia posterior comienza a precisar el 
contenido de este derecho y sus diversas aristas, así como los límites del mismo. Todo 
ello es posible identificarlo a partir de las 7 sentencias que se refieren a continuación:  
 
La sentencia T 380 de 1993 establece que el reconocimiento del derecho a la propiedad 
colectiva de los resguardos (CP art. 329) a favor de las comunidades indígenas 
comprende la propiedad colectiva de éstas sobre los recursos naturales no renovables 
existentes en su territorio. Sin embargo, este derecho colectivo debe ejercerse dentro de 
los límites constitucionales y legales necesarios para preservar el medio ambiente (CP 
arts. 8, 79, 80, 333, 334) y los recursos naturales renovables (D. 2811 de 1974, arts. 202 
y ss.). Es por ello, que en favor de la comunidad indígena siempre podrá aducirse la 
doctrina ultra vires frente a actuaciones de sus autoridades que hayan dispuesto ilegal o 
arbitrariamente de las riquezas naturales comprendidas en su territorio. De esta forma, la 
Corte establece un primer límite al derecho de la propiedad colectiva de las comunidades 
indígenas.   
 
Por su parte, la sentencia T 405 de 1993 establece un nuevo límite al derecho de la 
propiedad colectiva de las comunidades indígenas, en este caso, la seguridad nacional 
de los ciudadanos. En esta ocasión, indígenas del Vaupés (Resguardo Monochoa) 
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interponen acción de tutela por vulneración del derecho a la propiedad colectiva por 
cuanto efectivos militares instalaron un radar en su territorio étnico con el fin de hacer 
seguimiento a redes de narcotráfico de la zona. Frente a esta petición, la Corte dispuso 
que si bien se trata de un conflicto entre dos intereses colectivos (la propiedad colectiva 
de las comunidades indígenas vs la seguridad nacional) en este caso el segundo prima 
sobre el primero, pues la seguridad nacional abarca a un mayor número de personas, 
que incluye incluso a los mismos indígenas.  
 
La sentencia SU 039 de 1997 establece que el derecho a la propiedad colectiva, que 
incluye la integralidad del territorio, se materializa mediante el derecho que tienen las 
comunidades a participar cuando se exploten recursos naturales en sus territorios. La 
explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas hace necesario 
armonizar dos intereses contrapuestos: la necesidad de planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales en los referidos territorios para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución (art. 80 C.P.), y la de 
asegurar la protección de la integridad étnica, cultural, social y económica de las 
comunidades indígenas que ocupan dichos territorios, es decir, los elementos básicos 
que constituyen su cohesión como grupo social y que, por lo tanto, son el sustrato para 
su subsistencia. Es decir, que debe buscarse un equilibrio o balance entre el desarrollo 
económico del país que exige la explotación de dichos recursos y la preservación de 
dicha integridad que es condición para la subsistencia del grupo humano indígena. 
 
Ahora bien, la sentencia SU 510 de 1998 establece que el derecho a la propiedad 
colectiva de los pueblos indígenas incluye el derecho que tienen sus autoridades de 
excluir de su territorio a personas y/o tercero no deseados. En esta ocasión, las 
autoridades tradicionales arhuacas excluyeron de su territorio a los integrantes de una 
iglesia evangélica que predicaba la religión en el resguardo indígena, por cuanto estaban 
poniendo en riesgo la integridad cultural del grupo. En este evento, también recordó la 
Corte que el derecho de propiedad colectiva supone que las autoridades tradicionales de 
la comunidad son autónomas para hacer las divisiones internas de su territorio y repartir 
tierras a los indígenas del resguardo, de acuerdo a sus usos y costumbres.  
 
La sentencia T 525 de 1998 establece que la constitución de resguardos a favor de una 
comunidad indígena, componente de la propiedad colectiva, supone además que los 
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resguardos indígenas son asimilados a los municipios para fines de participar en los 
ingresos corrientes de la Nación. Sin embargo, para estos efectos, se establecen unos 
requisitos, que fueron definidos por el legislador: i) la previa constitución legal del 
respectivo resguardo; y ii) el reporte del Ministerio del Interior al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y al Departamento Nacional de Planeación, antes del 30 de junio del año 
anterior a aquél para el cual se tendrá la participación, según el programa 
correspondiente. 
 
Finalmente, la sentencia T 652 de 1998 reitera el carácter fundamental del derecho a la 
propiedad colectiva de los grupos étnicos no sólo por lo que significa para la supervivencia 
de los pueblos indígenas y raizales, sino porque este derecho hace parte de las 
cosmogonías amerindias y es substrato material necesario para el desarrollo de sus formas 
culturales. A su vez, precisa que los componentes de este derecho no se reducen a la 
constitución de sus resguardos, sino también el derecho a unificar los resguardos cuando la 
división este afectando el dominio del mismo. En este caso el INCORA había reconocido dos 
resguardos en la zona, y la Corte establece entonces que, derivado del principio de la 
integralidad territorial, los Embera Katío tienen derecho a que se les unifique su resguardo en 
uno solo.  
 
En suma, vale precisar que, durante la década de los 90´s, la línea jurisprudencial de la 
Corte Constitucional en materia de propiedad colectiva es coherente desde las dos 
sentencias fundacionales, a saber la sentencia T 188 de 1993 y la sentencia T 257 de 
1993. La jurisprudencia posterior, no ha hecho sino reiterar el carácter fundamental de la 
propiedad colectiva y ampliar el contenido de este derecho. De la misma forma, desde 
los primeros años de funcionamiento, la Corte ha establecido los límites de este derecho: 
seguridad nacional y explotación de recursos naturales de acuerdo al desarrollo 
sostenible. A continuación, se presenta en la tabla 13, brevemente, una síntesis de las 
decisiones de la Corte en las 10 tutelas analizadas.   
 
Tabla 13.Síntesis de las decisiones de la Corte Constitucional en materia de 
propiedad colectiva  
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N 
 
IDENTIFICACIÓN 
SENTENCIA  
 
DECISIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
    
1 
 
T 428 de 1992  
 
La Corte tutela el derecho a la propiedad colectiva, la vida y la integridad étnica y cultural de los 
indígenas. 
     
 
2 
 
 
T 567 de 1992  
 
La Corte tutela el derecho a la igualdad material pues existe el deber constitucional de adoptar 
las medidas pertinentes en favor de grupos discriminados o marginados y el derecho de 
petición. 
     
 
3 
 
T 188 de 1993 
Sentencia   
Fundacional    
 
La Corte tutela el derecho a la propiedad colectiva, entre otros derechos, y precisa que las 
comunidades indígenas tienen el derecho fundamental a la propiedad colectiva sobre sus 
territorios y que ello incluye: i) el derecho a la constitución de sus resguardos; pero también, ii) 
el derecho a la división de sus resguardos.  
   
 
 
 
 
 
 4 
 
 
 
 
 
 
T 257 de 1993  
Sentencia  
Fundacional    
 
La Corte decide no tutelar el derecho a la locomoción de la Asociación Evangélica, por cuanto: 
i) el resguardo indígena del Vaupés fue creado mediante resolución 086 de 1982, ii) el 
aeródromo de Yutica-Yapima se encuentra ubicado en tierras del Resguardo de suerte que se 
hace necesario el consentimiento de la comunidad, para la operación de la Asociación, iii) el 
derecho a la locomoción no es absoluto sino que está limitado por la propiedad privada, en 
este caso el derecho a la propiedad colectiva de las comunidades indígenas.  
 
El entrevistado, considera que la decisión de la Corte en este caso si fue efectiva en su 
momento. Aunque reconoce que hoy en día hay otro tipo de afectaciones en el territorio: 
traslapes con Parques Nacionales, explotaciones mineras, turismo (Jhon, 2014) 
 
   
 
 
 
 
 
 
 
5 
 
 
 
 
 
 
 
 
T 380 de 1993 
 
La Corte concede la acción de tutela por cuanto: i) la explotación de los recursos naturales por 
particulares, en territorios indígenas sólo es posible si media la autorización previa del Estado y 
de la comunidad indígena, ii) El reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva de los 
resguardos en favor de las comunidades indígenas comprende a la propiedad colectiva de 
éstas sobre los recursos naturales no renovables existentes en su territorio. Este derecho 
colectivo debe, en todo caso, ejercerse dentro de los límites constitucionales y legales 
necesarios para preservar el medio y los recursos naturales renovables. Por ello ordena a 
CODECHOCO que dé inicio a las actuaciones necesarias para restaurar los recursos naturales 
afectados por el aprovechamiento forestal ilícito. 
El entrevistado considera que la decisión de la Corte fue efectiva en su momento, “pero 
hoy en día como hay tantas tutelas interpuestas por las comunidades ya no le paran 
tanta atención. En ese momento muchos medios de comunicación se enteraron” 
(Domicó, 2014) 
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N 
 
IDENTIFICACIÓN 
SENTENCIA  
 
DECISIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
 
 
 
 
6 
 
 
 
 
 
T 405 de 1993 
 
La Corte no concede la acción de tutela, por cuanto se trata de un conflicto entre dos intereses 
de tipo colectivo: i) el de la comunidad indígena del Medio Amazonas en relación con el 
derecho a la propiedad colectiva sobre su resguardo y su afectación por la instalación de un 
radar; y por otro lado, ii) la seguridad nacional en donde se busca el control del narcotráfico en 
el Amazonas y el bajo Caquetá, que abarca, por su parte, un mayor número de personas, que 
incluye, incluso, la protección de la misma comunidad indígena. Así, las pretensiones del 
Estado, poseen un mayor peso que las de la Comunidad Indígena del Medio Amazonas, por 
cuanto el interés de todo el pueblo colombiano, y en concreto, del Estado está respaldado y 
fundamentado en el derecho a la soberanía nacional, en la necesaria conservación del orden 
público y la garantía fundamental de la seguridad de los habitantes del territorio colombiano. 
 
 
7 
 
SU 039 de 
1997 
 
La Corte tutela los derechos a la propiedad colectiva, el derecho a la participación, la integridad 
étnica, cultural, social y económica y el derecho al debido proceso de la comunidad U´wa. 
 
 
 
 
 
 
 
8 
 
 
 
 
 
 
 
SU 510 de 
1998 
 
En el caso concreto la Corte no concede la acción de tutela por cuanto las actividades 
desarrolladas por el grupo evangélico en el resguardo de los arhuacos, amenazan la integridad 
étnica de esta comunidad. Así, en cuanto al derecho fundamental a la propiedad colectiva que 
tienen las comunidades indígenas  sobre su territorio, se deriva que la propietaria absoluta del 
resguardo es la comunidad Ika quien puede decidir, en forma autónoma, quién puede o no 
entrar al mismo y, con aún mayor razón, está facultada para prohibir que se construyan 
instalaciones por parte de grupos extraños a su cultura. La propiedad colectiva implica que esta 
comunidad tiene las potestades del artículo 669 del Código Civil,  es decir que los terceros 
deben respetar esta propiedad.  
 
Los entrevistadas de este caso consideran que la decisión de la Corte si fue efectiva en 
su momento, aunque persisten otro tipo de afectaciones: testigos de Jehová (Arroyo y 
Torres, 2014) 
 
 
 
 
9 
 
 
 
T 525 de 1998 
 
La Corte concluye que en el caso concreto no se revela vulneración de ninguno de los 
derechos fundamentales de los indígenas demandantes pues las entidades competentes están 
procediendo en desarrollo de la normatividad aplicable, pues justamente lo que se encuentran 
haciendo actualmente los organismos competentes es efectuar el estudio de títulos del 
resguardo, lo que constituye uno de los requisitos para la certificación que haya de expedir el 
Ministerio.  
 
 
10 
 
T 652 de 1998 
 
La Corte decide tutelar el derecho a la supervivencia, integridad étnica, cultural, social y 
económica, el derecho a la participación y al debido proceso del pueblo Embera Katío del Alto 
Sinú.  
Fuente: elaboración propia  
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En suma, del análisis de las sentencias sobre propiedad colectiva de acuerdo a las 5 
características mencionadas puede constatarse que, sin duda, la acción de tutela ha 
permitido fortalecer espacios de lucha local, consolidando nuevas prácticas y 
mecanismos que comunican, socializan y rescatan las diversas identidades colectivas 
que conforman el todo social. También ha relativizado formas de lucha propia, que han 
demostrado su eficacia. En este sentido, la tutela ha permitido democratizar el aparato de 
justicia permitiendo el acceso de grupos antes marginados. Por parte, las tutelas han 
facilitado que se amplíe el corpus de conocimiento de los Magistrados y de otros 
funcionarios judiciales y del Estado sobre realidades culturales que deben ser 
incorporadas en el quehacer de la administración de justicia (Sánchez, 2004).  
 
 Usos de acciones públicas de inconstitucionalidad en la defensa de la 
propiedad colectiva sobre el territorio indígena  
 
Ahora bien, si el grueso de las acciones de tutela en materia de propiedad colectiva se 
dan en los primeros años de la Corte; la estrategia, en la segunda década del siglo XXI, 
es recurrir a las acciones públicas de inconstitucionalidad, en donde la defensa del 
territorio se vincula ésta vez al derecho fundamental a la consulta previa para una mayor 
efectividad en la protección del territorio. De este tipo de sentencias, pueden enunciarse 
las siguientes: Sentencia C 027 de 1993, C-139 de 1996, C-891 de 2002, C-620 de 2003, 
C-180 de  2005, C- 030 de 2008 y C-175 de 2009.  
 
Como se ve, la mayoría de estas sentencias fueron interpuestas a partir del año 2000 y  
buscaban declarar la inexequibilidad de importantes normas que afectaban los territorios 
étnicos, como lo son el estatuto de desarrollo rural, algunos artículos de la Ley 89 de 
1890 que rigió por más de 100 años la cuestión indígena en nuestro país, la Ley Forestal, 
entre otras. En estas acciones de inconstitucionalidad participaron en mayor medida las 
organizaciones indígenas. 
 
Sin embargo, teniendo en cuenta que nuestro foco de análisis es la década de los años 
90´s, nos centraremos sólo en la primera de ellas, a saber la sentencia C-139 de 1996 en 
donde se demandó la Ley 89 de 1890 que fue el arma jurídica reina de las 
organizaciones indígenas durante los años 80´s. Veamos brevemente el perfil de los 
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accionantes, las peticiones, los argumentos jurídicos utilizados y la decisión de la Corte, 
en este caso:    
 
Respecto al perfil de los actores, vale precisar que no se trató en esta ocasión de una 
acción pública de inconstitucionalidad interpuesta por indígenas. Como se anticipó, el uso 
de este tipo de acciones constitucionales por parte de los indígenas en la defensa del 
territorio será recurrente a partir del año 2000. En este ocasión, se trata de los 
ciudadanos Jaime Bocanegra Izquierdo, Rosalba Coll Rojas, Norma Hurtado Sánchez, 
Amparo Mosquera de García y Alberto Ospina Cardona quienes deciden interponer esta 
acción contra algunos artículos de la Ley 89 de 1890, que rigió por más de 100 años la 
cuestión indígena, en particular respecto a sus territorios.  
 
Sin embargo, en esta acción interviene la Organización Nacional Indígena de Colombia, 
como vocera de los representantes indígenas. En su escrito, la ONIC defiende la 
constitucionalidad de las normas demandadas pues considera que  la Ley 89 de 1890, es 
una conquista de los pueblos indígenas de Colombia, que ha representado la posibilidad 
de conservar una legislación propia, conforme con los usos y costumbres indígenas y de 
poseer tierras comunales bajo la figura del resguardo. En consecuencia, manifiesta que 
la demanda objeto de la presente decisión significa la puesta en peligro del fuero especial 
indígena, de la jurisdicción propia y de la inalienabilidad de la propiedad de los 
resguardos.  
 
Respecto a las peticiones, los actores solicitan a la Corte que declare inexequibles los 
artículos 1, 5 y 40 de la Ley 89 de 1890 por cuanto: i) la Ley califica como salvajes a los 
indios, lo que se opone al principio de la dignidad humana incorporado en la Constitución 
de 1991, ii) es inconstitucional pues se le da facultades de administración de justicia a los 
indígenas cuando ésta potestad corresponde a los jueces y no se ha proferido aún la Ley 
de Coordinación que permita el funcionamiento de la Jurisdicción Especial Indígena, iii) 
Fija la mayoría de edad para los indígenas en 21 años para vender las tierras, lo que 
vulnera la constitución pues la mayoría de edad, según este texto constitucional, es 18 
años. 
 
Ahora en lo que se refiere a los argumentos jurídicos utilizados, en su escrito la ONIC da 
cuenta de un amplio conocimiento de argumentos de tipo constitucional para efectos de 
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garantizar la conservación de la ley 89 de 1890. En este sentido plantea que en vez de 
declararla inexequible, debería interpretarse la Ley 89 de 1890, a la luz de la Constitución 
Política, de la siguiente forma: el artículo 1 de la ley acusada no es inconstitucional por el 
sólo hecho de utilizar una terminología anacrónica, que ha sido reemplazada por la 
contenida en la legislación nacional reciente y en los tratados internacionales; el 
anacronismo en los términos es común en estatutos legales antiguos, como el Código 
Civil, y no implica la violación automática de normas constitucionales. Por el contrario, el 
artículo 1 es compatible con la Constitución porque desarrolla la potestad de los pueblos 
indígenas de regirse por normas acordes con sus usos y costumbres. Por otra parte, las 
facultades otorgadas a las misiones católicas en el gobierno de los indígenas fueron 
declaradas inconstitucionales por la Corte en la sentencia C-027 de 1993, relativa al 
Concordato. En cuanto al artículo 5, afirma que no es cierto que la competencia judicial 
allí otorgada a los cabildos indígenas vulnere la atribución de la función jurisdiccional a 
los funcionarios de la rama judicial, porque dicha competencia resulta de la autorización 
dada por la Constitución para que exista una legislación y una jurisdicción particulares 
para los asuntos relacionados con el manejo de los resguardos (artículo 246 de la C.P.). 
Por último, en relación con el artículo 40 de la ley acusada, sostiene que esa disposición 
fue derogada por los artículos 63 y 329 de la Constitución, que establecen la 
inalienabilidad de los resguardos y demás tierras comunales de los grupos étnicos. 
 
Finalmente, respecto a la decisión de la Corte, esta corporación declara inexequible los 
tres artículos, bajo los siguientes argumentos: i) Asimilar a los indígenas a salvajes, 
vulnera el principio de dignidad humana (art. 1); ii) La JEI no está sujeta a la expedición 
de una Ley de coordinación por lo que no es de recibo el argumento de los demandantes. 
Por el contrario, el artículo 5 de la Ley 89 de 1890 es inconstitucional por cuanto limita el 
tipo de sanción que puede imponer la autoridad indígena en ejercicio de la JEI y por ello 
desconoce el artículo 246 de la Constitución Política en donde se reconoce el derecho a 
las comunidades indígenas de administrar justicia. iii) Es inexequible el art. 40 pues trata 
a los indígenas como incapaces relativos y por qué además la Constitución le asignó a 
los territorios indígenas la calidad de inajenables, inembargables e imprescriptibles de 
suerte que éstos no se pueden vender.   
 
Del análisis realizado es evidente que el uso de acciones públicas de inconstitucionalidad 
es menor al uso de las acciones de tutela, en lo que se refiere a la protección del 
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territorio y la propiedad colectiva durante la primera década de la Corte constitucional. 
Sin embargo, en la única acción pública de inconstitucionalidad interpuesta durante la 
época relacionada con propiedad colectiva de los pueblos indígenas, la Organización 
Nacional Indígena de Colombia, como portavoz de los indígenas en Colombia, participa 
como interviniente buscando la exequibilidad de la Ley 89 de 1890. Como se sabe, esta 
ley fue la herramienta jurídica principal de los indígenas durante los años anteriores en la 
defensa del territorio y que la ONIC defendió con ahínco durante la década de los 80´s. 
Sin embargo, en esta ocasión, esta defensa se hace a partir de argumentos 
constitucionales, lo que da cuenta de la apropiación del lenguaje jurídico constitucional 
en temprana jurisprudencia, en el marco de las acciones públicas de inconstitucionalidad 
por la defensa de la tierra.  
 
3.3.2 Algunas movilizaciones ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en la década de los años 90´s  
 
Finalmente, teniendo en cuenta que a lo largo de este trabajo se ha tenido siempre como 
referencia la dinámica internacional y regional, es necesario precisar algunos aspectos 
sobre los casos movilizados por los pueblos indígenas ante el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos durante los años 90´s, en materia de propiedad colectiva.  
 
Desde la primera petición hecha por indígenas colombianos ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (en el año 1960) hasta la fecha; los indígenas 
colombianos han movilizado 19 casos de violación de derechos humanos contra 
indígenas ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. De estos casos, cuatro 
de ellos fueron movilizados durante la década de los 90´s. Sin embargo, dada la lentitud 
de este Sistema, estos casos se encuentran actualmente en diferentes etapas, y ninguno 
de ellos cuenta con sentencia. A su vez, sólo uno de ellos se refiere a temas de 
propiedad colectiva y fue precisamente uno de los casos litigados ante la Corte 
Constitucional, referido a la sentencia SU 039 de 1997.  
 
Por un lado, hay una petición recibida por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos que data de 1992 y que cuenta actualmente con informe de fondo ante la 
misma corporación (Informe de fondo nº 36/00, caso 11.101, masacre Caloto) 
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Por otro lado, hay dos medidas cautelares otorgadas por la Comisión de Derechos 
Humanos; la primera otorgada a la comunidad Zenú en 1996; la segunda en 1998 a 
Maximiliano Campos, por los sucesos acaecidos en la masacre de Caloto.  
 
Finalmente, hay un caso que cuenta con medida provisional ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, cuya petición data de 1998 (Caso Clemente Teherán y otros- 
Comunidad indígena Zenú). Sin embargo todas estas actuaciones se dan en términos de 
“derechos individuales” y no existe ni una petición de los actores, ni una decisión de la 
Comisión o la Corte que toque el tema de los derechos colectivos (Ariza, 2013) 
 
Por último la única actuación en donde se interpone una petición en términos de 
propiedad colectiva, fue la que surgió con ocasión de la sentencia SU 039 de 1997, sobre 
el caso UWA. 
3.4 Conclusiones  
La década de 1990 representa diversos cambios en lo que se refiere al contexto jurídico 
e institucional en materia de territorios étnicos, la dinámica de las organizaciones 
indígenas y su defensa por el territorio y el uso del derecho por parte de los indígenas 
ante las altas cortes, para la defensa del territorio.   
 
En cuanto a lo primero, la constitución de 1991 fue una herramienta jurídica importante 
que constitucionalizó  los derechos indígenas, que abrió espacios de participación para 
ellos (tanto en la redacción misma del texto constitucional, como por el impacto generó 
en todo el ordenamiento jurídico) y que brindó herramientas jurídicas constitucionales 
para la defensa del territorio. Esta constitucionalización de los derechos indígenas se dio 
simultáneamente en otros países de Latinoamérica, como lo fue en Ecuador, Bolivia y 
Venezuela. Como se ve, este proceso no fue exclusivo de Colombia, sino que va de la 
mano de dinámicas que se vivieron en otros países de la región.  
 
En cuanto a lo segundo, de forma simultánea a este cambio constitucional, se da un 
impulso de los movimientos indígenas, esto es lo que algunos autores han denominado 
“el nuevo despertar indígena”, que se vivió tanto a nivel nacional, como a nivel 
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latinoamericano. Derivado del carácter heterogéneo de este movimiento, durante los 90´s 
se vivieron también escisiones o conflictos internos en el mismo. Pese a ello, la ONIC 
siguió representando, en su mayoría, las demandas indígenas e interlocutando con el 
gobierno, en representación de estas reivindicaciones.  
 
En cuanto a lo tercero, un escenario institucional y jurídico favorable (respaldado por la 
Constitución de 1991), y un movimiento indígena consolidado (el “nuevo despertar 
indígena”) garantizan un escenario propicio para la interposición de acciones judiciales 
por la defensa de los territorios colectivos. Si se analizan las acciones constitucionales y 
sentencias proferidas durante esta década ante la Corte Constitucional, nueva institución 
creada por el texto constitucional, es posible constatar importantes procesos litigados 
ante esta Alta Corte por la defensa del territorio, directamente impulsados por indígenas, 
en diversos contextos, que generaron impactos de trascendencia en la jurisprudencia 
constitucional: Con las acciones de tutela, en su mayoría, interpuestas en esta década se 
delimitan los contenidos, aristas y límites del derecho a la propiedad colectiva de los 
grupos étnicos establecida en el artículo 60 de la Constitución Política. Por su parte, el 
análisis de estos casos, no puede darse de forma aislada: no pueden leerse estos 
procesos sin tener de presente el contexto institucional y jurídico y el movimiento 
organizativo indígena que respalda, directa o indirectamente, estos casos y que permite 
su desarrollo. De la misma forma, no puede ignorarse el contexto internacional, favorable 
a la cuestión indígena, que facilita este tipo de dinámicas.  
 
En este sentido, se tomaron diez (10) acciones de tutela y una (1) acción pública de 
inconstitucionalidad litigadas ante la Corte Constitucional en materia de propiedad 
colectiva de territorios étnicos en donde se analizaron; el perfil de los actores, las 
peticiones, los argumentos jurídicos planteados, las pruebas utilizadas y las decisiones 
de la Corte. Este análisis nos permite identificar los usos del derecho de los indígenas, 
durante la década de los 90´s, de lo cual pueden concluirse las siguientes estrategias:  
 
i) En cuanto a los actores, las tutelas sobre propiedad colectiva fueron interpuestas en su 
mayoría directamente por los gobernadores o autoridades indígenas en defensa de su 
territorio, en diferentes zonas del país. Sin embargo, estas peticiones fueron 
coadyuvadas directa o indirectamente por diversas organizaciones indígenas del orden 
nacional, regional o local, así como por abogadores colaboradores de la causa. Ello 
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ratifica la noción del complejo entramado étnico precisado por Rappaport (2008) y de la 
alternancia entre prácticas jurídicas y prácticas políticas señalado por Santamaria, 
(2008). Se observan, en menor medida, otras tutelas interpuestas por agentes oficiosos: 
defensoría del pueblo y organizaciones indígenas regionales. 
 
ii) En cuanto a las peticiones, es posible ver cómo los indígenas formulan directamente 
en sus peticiones la protección de la propiedad colectiva, en conexidad con otros 
derechos colectivos. Ello es reflejo de que el centro de las luchas étnicas se centran en la 
tierra, como se constató del análisis histórico de los 80´s y 90´s. Esta variable confirma 
también que la protección del territorio, supone un concepto amplio y una dimensión 
cultural, en donde los indígenas buscan proteger, no solo la tierra, sino también la 
supervivencia e integridad de los pueblos que dependen de esos territorios.  
 
iii) En cuanto a los argumentos jurídicos, se recurre  principalmente a argumentos de tipo 
constitucional y se omite totalmente el derecho civil y derecho procesal civil, lo que en 
cambio, era una constante en los 80´s. La ley 89 de 1890 y las normas de reforma 
agraria, siguen estando presentes en sus argumentaciones pero no tienen la prevalencia 
que tenían en los litigios de los años 80´s. Estos argumentos constitucionales son 
complementados, además, por instrumentos internacionales de derechos humanos 
(Convenio 169 de la OIT) y por argumentos culturales e históricos: derecho indiano y 
dimensión cultural del territorio.  
 
iv) En cuanto a las pruebas, en principio, se sigue acudiendo a las mismas: inspecciones 
judiciales, testimonios, documentos, escrituras públicas, títulos coloniales. Sin embargo, 
estas pruebas adquieren una nueva dimensión en el marco del debate constitucional 
pues incorporan la variable cultural. Por ejemplo, las inspecciones judiciales ya no sólo 
están encaminadas a identificar los linderos del predio y a demostrar la propiedad, sino 
que también buscan identificar las afectaciones culturales y ambientales derivadas de la 
violación al derecho de la propiedad colectiva de los pueblos indígenas. A su vez, se 
consolidan nuevas pruebas: el peritazgo antropológico y los conceptos de expertos en 
ciencias sociales y ciencias ambientales, así como bibliografía especializada sobre el 
tema.  
 
v) En cuanto a las decisiones de la Corte, puede decirse que en el 98% de los casos esta 
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Corporación tuteló el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas, lo que 
da cuenta del alto grado de incidencia de las peticiones de los indígenas en la 
jurisprudencia constitucional. Adicionalmente, las acciones de tutela en mayor medida, y 
las acciones públicas de inconstitucionalidad, en menor medida, permitieron que la Corte 
Constitucional definiera los contenidos y los límites del derecho a la propiedad colectiva, 
lo que implicó el desarrollo de una jurisprudencia consistente en este sentido, durante la 
primera década de funcionamiento de la Corte.  
 
Por último, teniendo en cuenta que los indígenas, en sus reivindicaciones, alternan 
escenarios nacionales, con internacionales, se hizo referencia a algunos casos litigados  
por indígenas colombianos ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, lo 
que da muestra que el uso de acciones judiciales ante tribunales, también se movilizó en 
el ámbito interamericano.  
 
Sin embargo, vale precisar, que en este escenario, los casos litigados por indígenas 
colombianos  se reducen a solicitar la protección de derechos individuales de los 
indígenas y no derechos colectivos. El único caso de propiedad colectiva, fue el que 
surgió con ocasión de la sentencia SU 039 de 1997 sobre vulneración a la propiedad 
colectiva del pueblo UWA. A excepción de este caso, ha faltado entonces que este 
fortalecido movimiento indígena colombiano aproveche el escenario interamericano para 
buscar la protección de su tierra y de sus derechos colectivos.  
 
En suma, la defensa de los derechos indígenas en diferentes escenarios ha servido no 
sólo para obtener beneficios concretos sino también para el fin más difuso de movilizar a 
los indígenas y a sus simpatizantes. El derecho sin embargo, no sólo ha sido útil solo 
para lograr los intereses de los pueblos indígenas sino que también les ha dado forma 
(Lemaitre, 2009, p.311). Como lo precia Lemaitre (2009), gracias a estos procesos, la 
diferencia cultural ahora no es vista como un estigma sino como algo positivo y como 
algo que se valora al hacer parte de la identidad nacional pulriétnica y multicultural. Ello 
es visible incluso en los tribunales judiciales, en donde el lenguaje jurídico de los 
operadores jurídicos se ha transformado y ha reconocido el valor de esta diferencia 
cultural y la necesidad de protegerla, por ejemplo mediante el derecho fundamental a la 
propiedad colectiva, como garantía de la pervivencia de esta cultura. Es así que, en los 
años que siguieron a la adopción de la Constitución de 1991 la Corte Constitucional creó 
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nuevas formas de protección de las tradiciones y creencias de los pueblos indígenas, 
mediante la jurisprudencia contenida en las acciones de tutela y las acciones públicas de 
constitucionalidad.  
 
En suma, el movimiento indígena ha comprendido las posibilidades que le ofrece la 
justicia constitucional e internacional y se ha convertido en un experto en utilizar estos 
mecanismos para proteger sus derechos (Olsen, 2008) Así, las acciones constitucionales 
acá estudiadas, tanto de tutela, como de constitucionalidad, como aquellas incoadas ante 
el sistema interamericano de derechos humanos,  deben entenderse como un factor que 
opera en beneficio del pluralismo político y moral, cuyo colofón es el fortalecimiento de un 
tejido social que con frecuencia resalta más sus diferencias que sus similitudes 
(Rodríguez, 2005, p.323). 
 
La naturaleza jurídica de las acciones constitucionales analizadas, es la de una 
institución en la que se ha dado lugar a los ciudadanos y actores sociales en la vigilancia 
y control de la esfera pública, salvaguarda de la Constitución y que incluso contribuye a 
establecer un diálogo directo entre los ciudadanos y el Estado a fin de obtener un trato 
igualitario para las minorías sociales y políticas (Rodríguez, 2005, p.325). Muchas 
minorías sociales, no obtienen representación política y sus reclamos no son atendidos 
mediante las vías previstas por la democracia representativa o bien si la tienen, esta no 
resulta efectiva. Es por ello que la vía judicial constitucional, se constituye como una 
verdadera opción para entrar a enmendar algunos de los problemas de la representación 
de las minorías (Rodríguez, 2005, p.324). 
 
 
 
 
 
  
 
4. Conclusiones  
En las últimas décadas, en particular durante los años 80´s y 90´s, se ha venido 
ampliando y fortaleciendo, de manera general en el escenario latinoamericano, y 
particularmente en nuestro país, un movimiento indígena que exige el reconocimiento de 
diversos derechos diferenciados, entre éstos el derecho a la tierra y a la propiedad 
colectiva. 
 
En el ejercicio de reivindicación territorial, los indígenas han mantenido una relación 
ambivalente con el derecho de la sociedad mayoritaria. Por un lado, se han resistido a 
participar en las dinámicas del derecho, recurriendo a vías de hecho: este es el caso de 
las acciones de resistencia civil, tomas de tierra (Delgado, 2006), resistencia armada 
(Pécaut, 1992). Por otro lado, el derecho se ha constituido en herramienta de defensa 
(Lemaitre, 2009): en este marco, han recurrido, por ejemplo, a la utilización de 
estrategias jurídicas como la participación en el sistema electoral colombiano (Laurent 
2005) o interposición de demandas ante los estrados judiciales (Sánchez, 2010;  
Herinaldy, 2000; Roque, 2000; Ariza, 2013).  
 
En este marco, este trabajo final se interesó en los usos del derecho de los indígenas por 
la defensa de la tierra ante los estrados judiciales, en particular ante las Altas Cortes.  Se 
constató que este uso del derecho ha adquirido mayor fuerza desde los años 80´s, 
momento en que se inició el proceso organizativo indígena (Benavides, 2013) y que el 
mismo Estado adoptó una política de diálogo e interlocución con estos movimientos, e 
implementó una política de reconocimiento de sus derechos territoriales. Cómo se vio, 
este uso del derecho, no ha sido pacífico, ni homogéneo y ha variado históricamente, 
razón que justificó el análisis del tema tanto en la década de los 80´s, como en la de los 
90´s. A su vez, el análisis se centró en el litigio de los indígenas ante las Altas Cortes, a 
saber, el Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, por 
ser éstos los órganos jurisdiccionales de cierre. Se hizo también una breve referencia a 
casos movilizados por los indígenas colombianos ante el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, con el fin de identificar la relación entre el ámbito nacional, con el 
internacional de estas reivindicaciones.  
 
En efecto, este trabajo busca responder a la siguiente pregunta de investigación: ¿Cómo 
se han transformado los usos del derecho por parte de los indígenas por la defensa de su 
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territorio, desde 1980 hasta el 2000, ante las Altas Cortes? Para dar respuesta a este 
interrogante, se  reconstruyó un estado del arte, un marco teórico; y posteriormente, se 
dio paso a reconstruir propiamente la historia de los usos del derecho de los indígenas en 
la defensa del territorio ante las Altas Cortes, durante el periodo histórico mencionado, 
como se explica a continuación:  
4.1 En cuanto al estado del arte  
En primer lugar, fue necesario reconstruir un estado del arte que permitiera dar cuenta de 
las investigaciones y estudios que se han interesado en temas similares al planteado en 
el presente trabajo final. Con este fin se referenciaron aquellas investigaciones que 
trataron los siguientes temas: i) aquellas que se han interesado en las conflictivas 
relaciones entre la tierra y los indígenas (por ejemplo, aquellas que se interesan en el 
despojo territorial de los indígenas en nuestro país y las respuestas institucionales al 
despojo de estas comunidades). ii) En segundo lugar, se encuentran aquellos estudios 
que analizan el tema referido a los indígenas y al uso de mecanismos institucionales en 
su lucha por el territorio (como lo son el acceso al sistema político y el uso de acciones 
judiciales) y los no institucionales (como es el caso de la acción armada y las tomas de 
tierras). Finalmente, iii) se encuentran aquellos estudios que adoptan una perspectiva 
histórica y analizan las relaciones entre derecho y territorios indígenas, así: algunas se 
refieren al análisis de las transformaciones históricas del despojo territorial indígena y de 
la respuesta institucional frente a la cuestión indígena; otros, se centran en el análisis 
histórico de los movimientos sociales indígenas y de la lucha del indígena por la tierra. 
Finalmente, otros trabajos se enfocan más particularmente en las transformaciones 
históricas de los usos del derecho por parte de los indígenas.   
 
En suma, la reconstrucción del estado del arte fue necesaria para ubicar la presente 
investigación y su contribución al tema. 
4.2 En cuanto al marco teórico  
Posteriormente, fue necesario construir un marco teórico del trabajo final, que giró en 
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torno a tres preguntas básicas: i) la procesualidad y la historia crítica del derecho; ii) el 
territorio cultural, la multiculturalidad y la interculturalidad; y finalmente; iii) el carácter 
emancipatorio del derecho para los indígenas. Veamos brevemente cada una de ellas.  
 
Respecto a la primera pregunta teórica, esta trabajo final partió de una concepción de los 
derechos desde la procesualidad, es decir, desde su perspectiva histórica (Mesa, 2007, 
p.46). Es así que analizar el derecho a la propiedad colectiva desde su procesualidad, 
nos obligó a vincularlo con los contextos sociales, políticos, culturales en el marco de los 
cuales se litiga este derecho ante los tribunales judiciales. Esto implicó tomar algunas 
herramientas de la historia crítica del derecho y de la Escuela de los anales, enfoque que 
nos permite ver el derecho dentro de su propio proceso de producción a la vez que nos 
obliga a aplicar una perspectiva de historia- problema, de historia con función social y de 
historia interdisciplinaria, que no se centra únicamente en los textos normativos, sino que 
supone el análisis de los contextos en los que el derecho funciona.  
A su vez, en este estudio desde la procesualidad, se pretendió construir la historia desde 
los actores subalternos, lo que supone tomar un sujeto específico dentro de esta historia, 
en este caso, los indígenas. Este enfoque permite visualizar el rol de los indígenas como 
usuarios y creadores del derecho en el marco de las reivindicaciones territoriales, en 
donde han recurrido a diversas estrategias, mediante las cuales han logrado permear el 
ordenamiento jurídico de derechos a su favor. Ello permite constatar que los grupos 
sometidos o subalternos no son sujetos anulados, sino que siempre pueden realizar 
actos de resistencias (Ceballos, 2011) al interior del derecho (Ceballos, 2011).  
 
Ahora, la segunda pregunta teórica se cuestionaba respecto a la noción de territorio 
cultural, por un lado; y los conceptos de multiculturalidad e interculturalidad, por el otro.  
Respecto a lo primero, se anunciaba que las reivindicaciones de los indígenas por un 
determinado espacio geográfico, se construían entorno a la noción de territorio cultural y 
de territorialidad (Valcárcel, 2000). En otras palabras, se trata de una tierra “que 
pertenece a alguien” y que tiene un sentido de apropiación cultural (Delgado, 2003).  
En segundo lugar, las respuestas institucionales frente a la cuestión étnica y los mismos 
textos constitucionales permiten ubicar a los estados en modelos asimilacionistas, 
multiculturalistas o interculturalistas. En este sentido, se precisaron las especificidades de 
cada uno de estos modelos, sus diferencias y las críticas que un modelo realiza al otro.  
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Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta teórica, a saber los indígenas y su 
aproximación al derecho, ellonos obligó, a caracterizar el movimiento indígena, antes de 
identificar su aproximación al derecho. Así, retomando a autores como Santamaría, 2008; 
Archila, 2008; González, 2008; Yashar, 2005; Peñaranda 2005; Gros, 2010; Hall, 1999; 
Rappaport, 2008, se precisó que los movimientos indígenas i) tienen un papel 
protagónico en Colombia y un marcado carácter político; ii) es un movimiento que no es 
estático; iii) es un movimiento heterogéneo; iv) es un movimiento que recurre a varios 
tipos de acciones, entre institucionales y no institucionales y que por ello alterna las 
prácticas políticas, con las jurídicas; y finalmente, v) que alterna el escenario nacional 
con el internacional.  
 
Posteriormente, fue necesario preguntarse, ¿cómo estos movimientos indígenas, así 
caracterizados, se han aproximado al derecho?, y allí se hizo referencia a varias 
corrientes que explican la aproximación de los movimientos indígenas al derecho: el 
legalismo, el pragmatismo y las posiciones intermedias. El análisis de los usos del 
derecho, tanto en los años 80´s, como en los años 90´s, nos llevó a adoptar herramientas 
de algunas de las aproximaciones intermedias, así:  
 
Por un lado, según lo advierte Lemaitre (2009) los indígenas tienen una relación 
ambivalente frente al derecho: al mismo tiempo se cree y no se cree en el derecho. Por 
ello, no parece haber ni una fe profunda en el derecho, ni una voluntad astuta de utilizarlo 
a ultranza como una simple herramienta.Por otro lado, como lo señalan Gnecco 
&Londoño (2008) es posible constatar que la creencia indígena en la ley es selectiva: 
rechaza las enunciaciones contrarias a su agenda de resistencia y a sus intereses 
políticos y culturales y privilegia las que no lo son. A su vez, como lo precisa Santamaría 
(2008), en sus prácticas de reivindicación, los indígenas alternan prácticas jurídicas con 
prácticas políticas, así como el escenario nacional, con el internacional. Finalmente, esta 
aproximación al derecho no ha sido estática, ni homogénea, sino que se ha transformado 
con el pasar de los años, de allí la importancia de la perspectiva de la procesualidad de 
este trabajo.   
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Por último, en el marco del análisis teórico de la relación entre indígenas y derecho, fue 
necesario plantear una última pregunta: ¿si los indígenas se aproximan al derecho hay 
una esperanza emancipadora en el mismo? Ello nos obligó a recordar las diferentes 
posturas teóricas en torno al derecho y la emancipación y adoptar, finalmente, una 
posición teórica que defiende la a esperanza emancipadora del derecho (Lemaitre, 2009;  
García Villegas, 2006; Brown, 1995; Brown & Williams, 2005; Crenshaw, 1998; McCann, 
1992 y Ewick y Silbey, 1998), para los movimientos indígenas. Pues si han recurrido a él 
en diferentes escenarios, entre éstos los judiciales, es porque el derecho de alguna u otra 
forma les ha traído beneficios.  
4.3 Las grandes conclusiones de los usos del derecho 
de los indígenas ante las altas cortes  (80´s-90´s) 
Ahora bien, una vez estructurado el estado del arte y el marco teórico, se pasó a 
reconstruir, propiamente, la historia de los usos del derecho de los indígenas en la 
defensa del territorio. Para ello, nos centramos en una de las modalidades de acción 
institucional implementadas, en particular el litigio de los indígenas ante las altas cortes 
durante el periodo de la década de los 80´s y los 90´s.  
 
Ahora, la reconstrucción de esta historia del uso de acciones judiciales por el territorio, 
debe leerse simultáneamente desde sus relaciones con otros ámbitos: las relaciones 
entre las prácticas jurídicas y las prácticas políticas y las relaciones del nivel nacional, 
con el nivel internacional. En cuanto a lo primero: las acciones judiciales en la defensa 
del territorio, no pueden desligarse de todo el movimiento organizativo indígena que lo 
respalda. En cuanto a lo segundo, las acciones judiciales interpuestas a nivel nacional, 
no pueden ser ajenas a aquellas movilizaciones a nivel regional, en donde surge un 
movimiento indígena latinoamericano que exige derechos colectivos, entre éstos la tierra.   
 
Con este cometido, se reconstruye esta historia, desde tres niveles de análisis: i) El 
contexto jurídico e institucional de cada una de las décadas analizadas, lo que permite 
identificar las condiciones de posibilidad del litigio ante las altas cortes; ii) la dinámica del 
movimiento indígena, lo que permite entender hasta qué punto se encuentra consolidado 
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este movimiento y su posibilidad de respaldar directa o indirectamente estos litigios; y 
finalmente; iii) el litigio de los indígenas ante las altas cortes, en el marco de las 
reivindicaciones por la tierra. Para este último punto, se tomaron algunos casos litigados 
en la década de los 80´s en la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, así 
como otros casos movilizados en la década de los 90´s, en la Corte Constitucional. En 
las dos décadas se hizo también referencia al litigio de los indígenas ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, con el ánimo de poner de presente las relaciones 
entre el ámbito nacional, con el internacional. Frente a esta historia, así reconstruida, se 
puede plantear la siguiente hipótesis:  
 
Si bien es de público conocimiento la importante jurisprudencia proferida por la Corte 
Constitucional desde 1991 sobre propiedad colectiva, derivada de las acciones 
interpuestas por organizaciones indígenas, el uso de acciones judiciales por parte de los 
indígenas por la defensa de su territorio no inicia con la Constitución de 1991, este uso 
ya existía, en particular en los años 80´s; sólo que bajo otro andamiaje jurídico 
(esencialmente bajo herramientas legales y no constitucionales, como la Ley 89 de 1890 
o Ley de reforma agraria, entre otros), en donde se recurría a otro tipo de acciones 
judiciales (acciones reivindicatorias, recursos de casación, acciones de nulidad y 
restablecimiento del derecho,), a otro tipo de órganos judiciales (Corte Suprema de 
Justicia, Consejo de Estado) y en el que se litigaba bajo otro tipo de argumentos 
jurídicos. Además, en este uso de acciones judiciales es posible establecer una relación 
entre las prácticas jurídicas y las prácticas políticas,33 así como el escenario nacional, 
con el internacional. Es esta variación que fue analizada, precisando el contraste que se 
da en la década de los años 80´s, frente a los años 90´s.  
 
De este análisis histórico, se pueden establecer las siguientes conclusiones en tres 
niveles:  
 
4.3.1. Un contexto institucional favorable y un movimiento indígena capaz de reclamar 
derechos, posibilitan las acciones judiciales ante las altas cortes:  
                                               
 
33
Santamaría (2008)  
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Durante los años 80´s empieza a darse una política institucional y un contexto jurídico 
favorable a las demandas indígenas, en particular en lo que se refiere a la legalización de 
sus territorios. Esto es cierto tanto en el escenario nacional, con la llegada de Belisario 
Betancur y la política de constitución de resguardos; como en el internacional en donde 
se asiste a la expedición de importantes instrumentos internacionales como el Convenio 
169 de la OIT (1989), que reconoce varios derechos a los indígenas, entre éstos los 
derechos territoriales. Paralelamente, empieza a consolidarse el proceso organizativo 
indígena en nuestro país que inicia en el Cauca, años antes en los 70´s, y que pronto se 
extenderá por el territorio nacional en los 80´s. Esto implica el surgimiento de un 
movimiento indígena, organizado y capaz de exigir derechos, que facilitó el impulso de 
importantes acciones legales y, en particular, judiciales de la siguiente forma:  
 
Por un lado, recurriendo a los procedimientos administrativos disponibles, las 
organizaciones indígenas impulsan con fuerza el proceso de demarcación y legalización 
de territorios indígenas bajo la figura del “nuevo resguardo”34, haciendo uso de la Ley 135 
de 1961 (Houghton, 2008). Por otro lado, en el ámbito judicial, es posible identificar el 
uso de acciones judiciales por la defensa de la tierra ante la Corte Suprema de Justicia y 
el Consejo de Estado, jurisprudencia que construye las primeras reglas en materia de 
tierras de los indígenas, como producto del litigio impulsado por estas mismas 
comunidades (Roque, 2000). En este ámbito, es posible también evidenciar el inicio del 
litigio del indígena ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. En suma, el 
80% de los resguardos indígenas actuales fueron titulados durante la década de los 80´s 
y ello responde a la diversidad de acciones, incluyendo las judiciales, movilizadas por los 
indígenas en la defensa por la tierra (Houghton, 2008). 
 
Por su parte, a partir de 1991, en Colombia las normas de protección de los territorios 
indígenas, se “constitucionalizan”, cuando la nueva Constitución establece el carácter 
                                               
 
34
Los resguardos que fueron constituidos durante la Colonia y con anterioridad a 1961, son llamados 
“Resguardos antiguos”. Aquellos creados por el INCORA luego de 1961, se conocen como “Resguardos 
nuevos”. 
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inalienable, imprescriptible e inembargable de los territorios indígenas35 y le otorga a 
estas comunidades una serie de derechos, en particular el derecho de propiedad 
colectiva sobre sus territorios36. Así, en lo que se refiere a la propiedad colectiva de 
grupos étnicos, ésta fue regulada básicamente en cinco artículos: los artículos 63, 286, 
329, 330 y 55 transitorio CP.  A su vez, el contexto jurídico internacional es favorable a la 
cuestión indígena: por un lado, se aprueba mediante Ley 21 de 1991, uno de los 
principales instrumentos internacionales en la materia, a saber el Convenio 169 de la 
OIT, que tendrá efectos en el derecho constitucional nacional. Por otro lado, en los 
países latinoamericanos, se empiezan a dar reformas constitucionales en donde se 
reconocen los derechos de los indígenas y de sus tierras. Ello demuestra cómo estos 
cambios acaecidos en Colombia, no son ajenos a la dinámica internacional y, en 
particular, regional. Paralelamente, tanto en Colombia como en Latinoamérica, se asiste 
a un “nuevo despertar indígena” en donde el proceso organizativo surgido en los 80´s, se 
consolida en los 90´s.  
 
Durante este periodo, se constata además, un importante litigio en materia de propiedad 
colectiva de los indígenas ante la Corte Constitucional, nueva guardiana de la 
Constitución. Es así que el contenido mismo del derecho a la propiedad colectiva de los 
grupos étnicos, como derecho fundamental, y las diversas aristas y limitaciones del 
mismo, sólo serán desarrollados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
inicialmente, por vía de Acción de Tutela y, posteriormente, por vía de la Acción Pública 
de Inconstitucionalidad, jurisprudencia que fue el producto de las diversas acciones 
constitucionales instauradas por las mismas organizaciones indígenas ante este tribunal 
constitucional. De la misma forma, es posible entrever que el litigio ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos sigue presente, lo que da cuenta de la capacidad 
de movilización de casos de los indígenas en el ámbito internacional.  
                                               
 
35
Art 60. Constitución Política de Colombia 
36
Artículo 286. Constitución Política de Colombia.  
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4.4 Las variaciones históricas en estos litigios 
Ahora en un segundo nivel, al analizar específicamente los litigios por la tierra en las 
altas cortes, es posible identificar una serie de cambios en la década de los 80´s, frente a 
la década de los 90´s. Estos cambios pueden constatarse tanto en los tipos de acciones 
judiciales incoadas, como en los actores, las pretensiones, los argumentos jurídicos, 
como en las pruebas aportadas al proceso y las decisiones de las Cortes. Veamos.  
 
i) En cuanto a lo primero, mientras que en los 80´s, la defensa de la tierra sólo era 
posible litigarla a través de las acciones judiciales ofrecidas por el rígido derecho civil y 
administrativo, a saber las acciones reivindicatorias, recursos de casación y acciones de 
nulidad y restablecimiento del derecho; la  década del 90´s, debido a un nuevo escenario 
constitucional, ofrece a los indígenas acciones más flexibles, céleres y cercanas al 
ciudadano: las acciones de tutela y las acciones públicas de inconstitucionalidad. Ahora, 
a nivel interamericano, tanto en los 80´s, como en los 90´s los indígenas colombianos 
acudieron al sistema interamericano de derechos humanos, aunque sus peticiones no se 
dieron en el marco de los derechos colectivos, sino preferencialmente a nivel de 
derechos individuales.  
 
ii) En cuanto a los actores, tanto en los 80´s como en los 90´, es posible identificar cómo 
los gobernadores, cabildos y/ o autoridades indígenas recurrían a las Cortes para 
proteger su tierras: en los 80´s se analizaron los casos encontrados ante el Consejo de 
Estado, la Corte Suprema de Justicia,  y en los 90´s se analizaron litigados ante la Corte 
Constitucional. Para las dos décadas se hizo referencia a algunos casos movilizados 
ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.  
 
Si bien a priori, se podría pensar que estos gobernadores defendían aisladamente sus 
tierras de cara a sucesos coyunturales, lo cierto es que esas peticiones estaban 
respaldadas por un movimiento indígena que directa, o indirectamente, luchaba por la 
tierra en el ámbito político. Por esta razón es de relevancia el contexto sobre el 
“despertar indígena” en los 80´s y “el nuevo despertar indígena” en los 90´s. Muestra de 
ello es la participación de la OIA para la defensa de la tierra en el caso de los embera 
Katío, del Consejo Indígena del Vaupés para el caso del pueblo wanano, la participación 
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de la ONIC en la API contra la Ley 89 de 1890 y de la organización arhuaca para el caso 
de los evangélicos que hacían proselitismo religioso en resguardo arhuaco.  Es decir, que 
las organizaciones indígenas también juegan un papel en estos litigios y respaldan 
directa o indirectamente los mismos. Por otro lado, diversos antropólogos y/o 
profesionales aportan a la causa: esto es posible identificarlo tanto en los litigios de los 
80´s, en donde todas las demandas fueron interpuestas mediante apoderados;  como en 
las demandas de los 90´s en donde diversos “abogados y profesionales de las ciencias 
sociales” apoyaron la contestación de las demandas o formulación de las mismas, como 
se deprende de las entrevistas realizadas para estos casos.  
 
iii) En cuanto a las peticiones, es posible evidenciar algunas diferencias en los años 80´s 
respecto a los 90´s: En los 80´s, las peticiones de los indígenas se enmarcaban en los 
códigos del derecho civil y procesal civil, por ello se reducían a solicitar la restitución de 
la propiedad y de los frutos naturales y civiles derivados. Las peticiones de los años 90´s, 
como se daban en el marco de un derecho constitucional que reconoce la propiedad 
colectiva, no sólo buscan reivindicar y proteger este derecho “constitucionalizado” sino 
que además esta petición se integra con otros derechos colectivos: a la vida, a la 
integridad cultural y étnica, la supervivencia de los pueblos, entre otros. En suma, ya no 
sólo se litiga el territorio sino el territorio cultural, del cual se derivan varios derechos 
diferenciados.  
 
iv) En cuanto a las argumentaciones, es posible identificar algunas diferencias del litigio 
de los 80´s, respecto al de los 90´s: Las argumentaciones de los 80´s se enmarcan en el 
derecho civil y procesal civil. También los indígenas recurren a la ley 89 de 1890 y las 
normas del derecho agrario como medio para defender sus territorios. Esto es 
complementado por normas del derecho indiano, en particular aquellas que reconocían la 
legitimidad de los títulos coloniales sobre los territorios indígenas. Sin embargo, este 
marco jurídico no permite incorporar la perspectiva cultural en estas argumentaciones, 
sino que se restringen a un campo meramente técnico y jurídico. Por su parte, las 
argumentaciones de los 90´s, se dan en el plano constitucional: para ello los indígenas 
recurren a diversos derechos constitucionales fundamentales. El uso de la Ley 89 de 
1890 y las normas del derecho agrario, ya no tienen tanta importancia, pero persisten en 
algunos procesos. Por su parte, la novedad, además de los derechos constitucionales, es 
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la incorporación de instrumentos de derecho internacional (Convenio 169 de la OIT) y de 
argumentos “culturales” que dan cuenta del concepto amplio del territorio para estos 
pueblos.  
 
v) En cuanto a las pruebas, se denotan también algunas diferencias: En los años 80´s, 
las pruebas aportadas y practicadas se restringían a aquellas que eran permitidas en el 
marco del derecho civil, para demostrar el derecho real sobre un predio: escrituras 
públicas, inspecciones judiciales en aras de precisar los linderos del predio, testimonios, 
oficios. Por su parte, en el litigio de los años 90´s ante la Corte Constitucional, es posible 
anotar dos grandes diferencias: por un lado, se recurre a este mismo tipo de pruebas, 
pero desde una nueva perspectiva, pues éstas están encaminadas a demostrar, además 
de los linderos de los predios, las afectaciones culturales y ambientales derivadas de la 
vulneración de la propiedad colectiva a los indígenas. Por otro lado, surgen nuevas 
pruebas: peritazgos antropológicos, conceptos de expertos en ciencias sociales y 
ambientales, así como bibliografía especializada que busca complementar el acervo 
probatorio.  
 
Vi) Por último, este litigio también tiene diversas influencias en la jurisprudencia de las 
cortes: la probabilidad de incidencia en la decisión de la Corte es mayor en los años 90´s, 
que en los años 80´s, por cuanto existe todo un movimiento indígena consolidado que 
respalda el proceso y un escenario en donde los derechos indígenas “se han 
constitucionalizado”. Por ello, si bien el Consejo de Estado y la Corte Suprema de 
Justicia establecen, en los años 80´s, las primeras reglas en materia de resguardos 
indígenas; será la Corte Constitucional en su jurisprudencia quien establecerá la noción 
de propiedad colectiva como derecho fundamental constitucional y establecerá los 
contenidos, sub-derechos y límites de este derecho constitucional, durante la década de 
los años 90´s.  
 
Todo ello nos permite constatar que el uso del derecho que hacen los indígenas 
demuestra que los grupos subalternos no son sujetos anulados, sino que siempre 
pueden realizar actos de resistencia (Ceballos, 2011) que pueden ser entendidos como 
tácticas, es decir, como la “forma de acción propia del débil, que se caracteriza por 
144 Uso del derecho de los indígenas en la defensa del territorio (1980-2000) 
 
 
moverse dentro del campo del enemigo, utilizar su lenguaje y sus códigos” (De Certeau, 
2007) 
4.5 ¿Es posible entender el derecho como una 
herramienta de emancipación?  
En suma, este análisis histórico demuestra que la Constitución del 91 tuvo entonces 
efectos movilizadores en materia territorial que todavía perduran (Houghton, 2008). A 
partir de allí, el tema territorial indígena deja de ser un tema legal para convertirse en un 
debate constitucional, lo que tiene efectos en el litigio ante los estrados judiciales.  
 
En últimas,  esto nos invita a reflexionar si este litigio ha servido de algo y por ello puede 
considerarse que tiene un carácter emancipador para los movimientos indígenas.  
Consideramos que si, por las siguientes tres razones:  
 
Primero, porque en Colombia, a pesar de que la población indígena es pequeña, si se 
compara con otros países de Latinoamérica; se han conquistado numerosas derechos: 
territoriales, económicos, sociales y políticos. A su vez, a pesar de que el país se 
reconoce por su carácter violento, estos derechos han sido obtenidos, ante todo, por 
medio de la Ley (Laurent, 2005). En efecto, a través del derecho, millones de hectáreas 
han pasado a ser propiedad colectiva de los indígenas, y lo han sido sin necesidad de 
que los indígenas paguen por ello (Lemaitre, 2009, p.334). Como lo señala Gros (2010), 
los resguardos indígenas cubren actualmente la cuarta parte del país y reciben 
transferencias de la nación. El resguardo es entonces el lugar más evidente del proceso 
de empoderamiento de los movimientos indígenas. Esta propiedad colectiva se ha 
exigido, en diversos escenarios, entre éstos, en el marco de acciones judiciales ante los 
tribunales.  
 
No en vano, la mayoría de los entrevistados de estos procesos ponen de presente la 
efectividad de la acción de tutela en la defensa de sus territorios: Bienvenido Arroyo, 
Cabildo gobernador arhuaco que defendió el territorio en el marco de la Sentencia SU 
510 de 1998, precisa que “la tutela fue una ganancia pues defendimos el territorio. La 
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tutela nos sirvió bastante, después de la tutela los evangélicos nos dejaron de molestar”. 
En lo mismo coincide Álvaro Torres, líder comunitario del resguardo arhuaco de la Sierra 
Nevada de Santa Marta, quien frente a la sentencia SU 510 de 1998 precisa: “que la 
tutela fue muy efectiva, fue un triunfo realmente, así lo sintió la comunidad porque es que 
esa secta religiosa crecía en el territorio entonces eso enfrentaba la organización, 
debilitaba la organización, dividía la comunidad”. Lo propio opina Jhon Moreno (2014) 
respecto a la sentencia T 257 de 1993 quien manifiesta que “la sentencia del 93 fue muy 
importante porque en esa época existía una proliferación de prácticas evangélicas que 
eran contrarias a las tradiciones. En este caso el Instituto Lingüístico de Verano venía 
haciendo un trabajo completamente invasivo e impositivo. Si no fuera por la tutela, 
seguiríamos viendo la presencia de ese instituto y permitió que no se siguiera dando el 
proceso de evangelización de la Amazonía. Antes se creía que cualquiera podía entrar a 
la región pues pensaban que los territorios indígenas eran baldíos, la Corte estableció 
entonces unos límites, pues dijo que cualquier tipo de actividad de los foráneos debían 
ser consultadas con las comunidades”.  Finalmente, puede mencionarse la opinión de 
Lizardo Domicó (2014), líder de la OIA en el momento de los sucesos de la sentencia T 
380 de 1993, frente a lo cual indicó: “Esos mecanismos legales fueron efectivos en ese 
momento. En ese momento la gente no conocía sus derechos, fueron engañados 
fácilmente. Hoy si una empresa entra al territorio la gente hace minga de forma rotunda 
para decir que no, porque la gente está ya más preparada. Las organizaciones ya están 
más empoderadas”.  
 
En segundo lugar, este uso del derecho ha fortalecido la capacidad de las organizaciones 
indígenas mismas. Ariza (2013) afirma que la capacidad de las organizaciones indígenas 
en materia de litigio está mucho más consolidada hoy en día que hace diez años, lo que 
se debe, en parte, a la existencia de escuelas de derecho propio en aproximadamente 30 
de los 102 pueblos indígenas del país, acompañadas por una red de abogados indígenas 
y no indígenas que trabajan tanto en la apropiación de los instrumentos internacionales, 
como en la interposición de acciones a nivel nacional e internacional.  
 
En tercer lugar, este litigio, que autores como Ariza (2013) han calificado incluso como 
“estratégico”, ha permitido la producción de una jurisprudencia favorable a los pueblos 
indígenas y sus territorios. Muestra de ello, es la profusa jurisprudencia proferida por la 
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Corte Constitucional en materia de propiedad colectiva que, como se vio, en el 98% de 
los casos fue fallada a favor de los pueblos indígenas. De la misma forma, esta 
jurisprudencia ha venido impactando directamente la normatividad nacional la cual ha 
debido incorporar los estándares definidos en las sentencias.  
 
Por último, vale precisar que, a pesar de estos tres ejemplos del carácter emancipatorio 
del uso del derecho, lo cierto es que en la práctica se siguen generando situaciones que 
afectan los territorios indígenas: el conflicto armado, los megaproyectos, el turismo, el 
proselitismo religioso, entre otros. En este sentido, advierte el cabildo gobernador 
Bienvenido Arroyo que  a pesar de que la tutela fue efectiva, “se nos han metido otros 
que se llaman testigos de Jehová: han estado molestando a los jóvenes y a las 
jovencitas. Necesitamos ayuda para que dejen de joder”. Lo propio menciona Jhon 
Moreno (2014) cuando advierte que: “para nadie es un secreto que páramos de 
propiedad de comunidades indígenas son utilizados como si fueran baldíos, en la 
práctica se siguen desconociendo. El aseguramiento jurídico no es suficiente. El 
INCODER se ha quedado corto y su trabajo es muy incipiente: actualmente tenemos 700 
resguardos reconocidos, pero 1000 solicitudes en trámite que no han sido atendidos por 
que no hay funcionarios suficientes y porque la entidad no tiene presupuesto. Ello da 
cuenta de dos aspectos: fue muy importante que se elevara a rango constitucional el 
resguardo y la propiedad colectiva; sin embargo, esa obligación  constitucional que 
adquirió el estado no ha sido ejecutado por las entidades encargadas, a saber el 
INCODER y el Ministerio de Agricultura”. 
4.6 Otros enfoques de estudio: potencialidades desde la 
crítica decolonial  
En aras de sugerir otros formas de abarcar esta misma temática, pero desde diferentes 
teorías, hacemos una mención a la crítica decolonial y a sus potencialidades. Esta 
reflexión final, surge de una discusión sostenida en el marco de una clase denominada 
“DERECHO, SOCIEDAD Y CRÍTICA DECOLONIAL” dicatada por el grupo COPAL 
(Colectivo de estudios poscoloniales, decoloniales de/en América Latina).  
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La crítica decolonial plantea como premisa que la modernidad es una narrativa europea 
que tiene una cara oculta y más oscura: la colonialidad (Mignolo, 2009). En este punto, 
Mignolo señala la existencia de una matriz colonial que busca monopolizar la gestión y 
control de las subjetividades, de la autoridad, de la economía y  del conocimiento. Con 
los procesos de independencia del siglo XV-XVI, en América Latina realmente no se 
superó el modelo colonial, por el contrario, sus estructuras y dispositivos siguen vigentes, 
de suerte que la llamada modernidad edificó una superioridad del pensamiento europeo 
en términos prácticamente incuestionables. En este contexto, Quijano (2007) ha 
planteado la necesidad de repensar y reevaluar este saber hegemónico desde la 
“colonialidad del poder”, compuesto por una triada: la colonialidad del ser, del poder y del 
saber. En este misma línea, Boaventura de Sousa Santos advierte la necesidad de 
construir otras narrativas, desde otros procesos de producción, de valorización, de 
conocimientos “otros”, también válidos. En suma, plantea la necesidad de construir 
conocimiento desde las epistemologías del Sur (Santos, 2010), un sur que no es 
geográfico.  
Así, se abren diversas posibilidades de aplicación de la crítica decolonial: en el campo de 
las ciencias sociales (Edgardo Lander37), en el campo de la universidad (Santiago Castro 
Gómez38), de la ecologia política (Juan Camilo Cajigas39), en la perspectiva de género, en 
el ámbito de las economías alternativas (Arturo Escobar40), de los pueblos étnicos 
(Catherine Walsh), del derecho, etc.  
                                               
 
37  Ver Lander, Edgardo  (comp) (1993) La colonialidad del saber: eurocentrismo y 
ciencias sociales. Perspectivas latinoamericanas. Buenos Aires: CLACSO.  
38 Ver Castro-Gómez, Santiago (2007). “Decolonizar la universidad. La hibrys del punto 
cero”. En: Castro Gómez, Santiago; Grosfoguel Ramón (ed.) El giro decolonial. 
Reflexiones para una diversidad epistémica más allá del capitalismo global. Bogotá: Siglo 
del Hombre Eds; Universidad Central, Instituto de Estudios Sociales Contemporáneos; 
Pontificia Universidad Javeriana, Instituto Pensar. 
39 Ver Cajigas Rotundo, Juan Camilo (2007). Biocolonialidad del poder: Amazonía, 
biodiversidad y capitalismo. En: Castro Gómez, Santiago; Grosfoguel Ramón (ed.) El giro 
decolonial. Reflexiones para una diversidad epistémica más allá del capitalismo global. 
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En suma, un trabajo de investigación sobre el litigio de los pueblos indígenas en la 
defensa por la tierra, pensado desde una perspectiva decolonial, tendría diversas 
implicaciones que se mencionan con el fin de advertir nuevos campos de estudio:  
- Respecto al lugar de enunciación: la crítica decolonial plantea la producción de un 
conocimiento “otro” desde los grupos oprimidos, en este caso, desde los pueblos 
indígenas. Es por esta razón, que la sentencia como fuente primaria que refleja la 
perspectiva del juez y no del oprimido, debe ser revaluada como fuente principal de 
conocimiento para la reconstrucción de esta historia del derecho. En este sentido, se 
debería privilegiar la enunciación de los mismos indígenas, como fuente principal de 
conocimiento.  
- Elegir la transdiciplinareidad en vez de la interdisciplinareidad: En la hybris del punto 
cero, Castro Gómez (2007) plantea que la investigación decolonial debe optar no solo 
por el intercambio de datos entre dos disciplinas dejando intactos los fundamentos de 
las mismas (lo que sería la interdiscplinariedad); sino que posiciona la 
transdiscplinariedad como apuesta para superar la segmentación del conocimiento y 
de las disciplinas, planteado por el modelo occidental.  En este sentido, una historia 
del derecho del litigio de los indígenas podría incorporar, además de los contextos 
políticos de la producción jurídica; consideraciones respecto a las relaciones de la 
economía, la política, la cultura, etc con este litigio. En suma, podria optarse por un 
enfoque  transdiciplinar que refleje una apuesta por el carácter rizomático del saber.  
                                                                                                                                              
 
Bogotá: Siglo del Hombre Eds; Universidad Central, Instituto de Estudios Sociales 
Contemporáneos; Pontificia Universidad Javeriana, Instituto Pensar. 
40 Escobar, Arturo. (2003). “Mundos y conocimientos de otro modo. El programa de 
modernidad/colonialidad latinoamericano”. Tabula Rasa, 1, 51-86. 
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- Respecto a la eficacia y el carácter emancipario del derecho: ¿Cuándo se entiende 
que el derecho es emancipatorio y, en consecuencia,  eficaz?  Cuándo se reconoce al 
indígena en una sentencia y se protege discursivamente su derecho ó cuando 
efectivamente logra el derecho transformar las realidades sociales que se están 
viviendo en los territorios?: desplazamiento forzado, despojo de hecho por 
megaproyectos, minería, coexistencia del derecho con la justicia comunitaria de los 
grupos guerrilleros y actores armados, etc. En este punto, la crítica decolonial plantea 
los límites del derecho y de su carácter emancipatorio, así como su ineficacia. Esto es 
especialmente evidente en el caso colombiano, de suerte que una perspectiva 
decolonial, revaluaría la noción del carácter emancipatorio del derecho acá 
argumentada y evidenciaría su  ineficacia práctica, así como su carácter colonial.  
- Respecto a la noción de derecho: Cuando se habla de derecho, la crítica decolonial 
invita a no pensar exclusivamente en el derecho occidental y/o estatal. Existen 
diversas formas de conocimiento, prácticas y sistemas jurídicos que coexisten con el 
derecho estatal. Por esta vía, el derecho propio de los pueblos indígenas y su papel 
en estos litigios, podría ser otra forma de enfocar este estudio teniendo en cuenta su 
papel en el litigio y en la defensa por la tierra. La critica decolonial hace una apuesta 
por los conocimientos “otros”, en este caso, el derecho propio y los sistemas de 
justicia de los pueblos indígenas.  
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